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PROYECTO DE LEY NÚMERO 163 DE 2016
SENADO

por medio de la cual se expide la ley del actor para
garantizar los derechos laborales, culturales y de

autor de los actores y actrices en Colombia.

CAPÍTULO I

Objeto, ámbito de aplicación y definiciones

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por ob-
jeto establecer un conjunto de medidas que garanticen
el ejercicio de la actuación como una profesión en Co-
lombia, protegiendo los derechos laborales, culturales
y de autor de los actores y actrices en sus creaciones,
conservación, desarrollo y difusión de su trabajo y
obras artísticas.

Artículo 2°. Ámbito de la ley. La presente ley regula
lo concerniente a la actuación como profesión, derechos
laborales y oportunidades de empleo, derechos de autor,
difusión del trabajo de los actores y régimen sancionato-
rio, entre otros; brindando herramientas para dignificar
esta labor por sus aportes culturales a la nación.

Parágrafo. La presente ley rige para todo tipo de
producciones o actividades que requieran de actores y
actrices para su realización, bien sean escénicas, tea-
trales, audiovisuales, sonoras o de doblaje.

Artículo 3°. Actor o actriz. Se considera actor para
efectos de esta ley, aquel creador que se sirve de su cuer-
po, su voz, su intelecto y su capacidad histriónica para
crear personajes e interpretaciones en producciones tea-
trales y todo tipo de expresiones artísticas y realizaciones
audiovisuales, radiales y demás medios. El actor o actriz
es titular de derechos morales y patrimoniales de autor.

Artículo 4°. Actor profesional. Para efectos de esta
ley se entiende por actor profesional aquel actor o ac-
triz que acredite alguno de los siguientes requisitos:

i) Título profesional de maestro en artes escénicas
o títulos afines;

ii) Experiencia de trabajo actoral mayor de diez
(10) años acumulados y certificados en cualquier me-
dio escénico o audiovisual, avalada por el Comité de
Acreditación Actoral;

iii) Combinación entre educación informal, técni-
ca o tecnológica y, experiencia de trabajo actoral mí-
nimo de cinco (5) años acumulados y certificados en
cualquier medio escénico o audiovisual, avalada por el
Comité de Acreditación Actoral.

Artículo 5°. Ensayo, caracterización, actividad pre-
paratoria y conexa a la creación de personajes. Es toda 
actividad propia de la actuación, mediante la cual el 
actor o actriz prepara la creación o caracterización del 
personaje, ensaya la realización de la obra, investiga, 
estudia, memoriza guiones y realiza cualquier otra acti-
vidad relacionada con el mismo, en el lugar de trabajo 
y fuera de él. 

Artículo 6°. Creaciones artísticas como patrimo-
nio cultural. Las creaciones artísticas de los actores,
como agentes generadores de patrimonio cultural de
la nación, contribuyen a la construcción de identidad
cultural y memoria de la nación. De acuerdo con lo an-
terior, el trabajo de los actores profesionales debe ser
protegido y sus derechos garantizados por el Estado.
Las producciones dramáticas en cine, televisión, teatro
y otras formas de lenguaje escénico o audiovisual son
bienes de interés cultural.

Artículo 7°. Roles en creaciones artísticas. Entién-
dase por creaciones artísticas:

– Rol protagónico: Personaje interpretado por un
actor o actriz, alrededor del cual gira la trama central
de la producción.

– Rol coprotagónico o antagónico: Personaje inter-
pretado por un actor o actriz que, teniendo su propia
historia dentro de la trama, esta gira alrededor de los
protagonistas.

Bogotá D.C., 18 de septiembre de 2020 

 
Honorable Senador 
MIGUEL ÁNGEL PINTO HERNÁNDEZ 
Presidente de la Comisión Primera Constitucional 
Senado de la República 
Ciudad 
 

Referencia: Informe de ponencia para segundo debate del Proyecto de Ley No. 058 
de 2020 “Por medio de la cual se garantizan los derechos 
fundamentales a la vida, la integridad física, la salud y la recreación de 
todos los habitantes en especial los niños, niñas y adolescentes en el 
territorio nacional mediante la regulación del uso, la fabricación, la 
manipulación, el transporte, el almacenamiento, la comercialización, la 
compra, la venta y el expendio de pólvora y productos pirotécnicos en 
el territorio nacional y se dictan otras disposiciones”. 

 
Respetado Presidente: 
 
En cumplimiento de la designación hecha por la Mesa Directiva de la Comisión Primera 

Constitucional del Senado de la República y de acuerdo con las disposiciones contenidas en 
la Ley 5ª de 1992, me permito rendir informe de ponencia para segundo debate al Proyecto 
de Ley número 058 de 2020 Senado “Por medio de la cual se garantizan los derechos 
fundamentales a la vida, la integridad física, la salud y la recreación de todos los habitantes 
en especial los niños, niñas y adolescentes en el territorio nacional mediante la regulación 
del uso, la fabricación, la manipulación, el transporte, el almacenamiento, la 
comercialización, la compra, la venta y el expendio de pólvora y productos pirotécnicos en 
el territorio nacional y se dictan otras disposiciones”. 

 
La presente ponencia consta de las siguientes partes:  
 

I. ANTECEDENTES LEGISLATIVOS DEL PROYECTO  
II. OBJETO 

III. AUDIENCIA PÚBLICA 
IV. PRECEPTOS CONSTITUCIONALES Y LEGALES QUE SOPORTAN LA 

INICIATIVA 
V. RÉGIMEN DE CONFLICTOS DE INTERÉS 

VI. PLIEGO DE MODIFICACIONES
VII. CONCLUSIÓN 

VIII. PROPOSICIÓN

INFORME DE PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE DEL PROYECTO DE LEY NÚMERO 
058 DE 2020 SENADO

por medio de la cual se garantizan los derechos fundamentales a la vida, la integridad física, la salud y la 
recreación de todos los habitantes en especial los niños, niñas y adolescentes en el territorio nacional mediante 
la regulación del uso, la fabricación, la manipulación, el transporte, el almacenamiento, la comercialización, 
la compra, la venta y el expendio de pólvora y productos pirotécnicos en el territorio nacional y se dictan otras 

disposiciones.
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I. ANTECEDENTES LEGISLATIVOS DEL PROYECTO 
 

Esta es la segunda vez que se presenta esta iniciativa en el Congreso de la República en 
razón a que, dadas las circunstancias excepcionales generadas por el COVID-19 en la 
legislatura anterior, no fue posible la realización de los debates en el Senado de la República. 

 
El Proyecto original, surge de la acumulación de dos iniciativas por parte de la Comisión 

Primera de la Cámara de Representantes en la legislatura 2019-2020: en primer lugar, el 
Proyecto de Ley 154 de 2018 Cámara radicado en la Secretaría General de la Cámara de 
Representantes el 12 de septiembre de 2018 por la Representante Katherine Miranda Peña, 
el HS. Antanas Mockus, HS. Roy Leonardo Barreras Montealegre, HS. Jorge Enrique 
Robledo Castillo, HS. Antonio Eresmid Sanguino Páez, HS. Rodrigo Lara Restrepo, HS. 
Horacio José Serpa Moncada, HR. Julián Gallo Cubillos, HR. Inti Raúl Asprilla Reyes, HR. 
John Jairo Cárdenas Moran, HR. Cesar Augusto Ortiz Zorro, HR. Mauricio Andrés Toro 
Orjuela, HR. Carlos Alberto Carreño Marín y otras firmas ilegibles; en segundo lugar, el 
Proyecto de Ley 207 de 2018 Cámara “Por medio de la cual se expiden normas sobre 
fabricación, almacenamiento, transporte, comercialización, manipulación y uso de pólvora 
y se dictan otras disposiciones” presentado ante la Secretaría General de la Cámara de 
Representantes el 17 de octubre de 2018 por la Representante a la Cámara Norma Hurtado 
Sánchez. 

 
Ambas iniciativas legislativas fueron acumuladas por la Mesa Directiva de la Comisión 

Primera Constitucional Permanente de la Cámara de Representantes y el 22 de mayo de 2019 
se surtió el primer debate en esta célula legislativa con base en la ponencia positiva radicada 
por los Honorables Representantes Inti Raúl Asprilla Reyes, Elbert Díaz Lozano, Julián 
Peinado Ramírez, José Daniel López Jiménez, Juan Carlos Wills Ospina, Edward David 
Rodríguez, Ángela María Robledo Gómez, Luis Alberto Albán Urbano y Juanita María 
Goebertus Estrada. 

 
El 11 de septiembre de 2019, se llevó a cabo la audiencia pública de los proyectos 

acumulados, la convocatoria se publicó en el home de la página de internet de la Cámara de 
Representantes, así como en redes sociales y contó con una amplia participación de sectores 
gremiales, instituciones del gobierno, expertos en lesiones causadas por manipulación de 
pólvora, académicos y demás. 

 
El 16 de septiembre de 2019 se realizó el segundo debate de los Proyectos de Ley 

acumulados en la plenaria de la Cámara de Representantes con base en la ponencia positiva 
radicada por los Honorables Representantes Inti Raúl Asprilla Reyes, Elbert Díaz Lozano, 
Julián Peinado Ramírez, José Daniel López Jiménez, Juan Carlos Wills Ospina, Edward 
David Rodríguez, Ángela María Robledo Gómez, Luis Alberto Albán Urbano y Juanita 
María Goebertus Estrada. 

 
En noviembre de 2019, la Comisión Primera Constitucional Permanente del Senado de 

la República me designó para rendir informe de ponencia en el primer debate de los Proyectos 
de Ley 154 de 2018 Cámara acumulado con el Proyecto de Ley 207 de 2018 Cámara, 

radicados con el número 208 de 2019 en el Senado, para la cual el suscrito radicó ponencia 
positiva el 26 de noviembre de 2019. Desafortunadamente, dada la cantidad de proyectos a 
discutirse por la Honorable Comisión Primera del Senado de la República, esta iniciativa no 
alcanzó a discutirse antes del receso legislativo de fin del año 2019 y, como se mencionó más 
arriba, la crisis desatada por el COVID-19 impidió su debate en la legislatura anterior. 

 
Sin embargo, dada la necesidad del proyecto, este fue radicado nuevamente ante la 

Secretaría General del Senado de la República el 20 de julio de 2020 por parte de los 
Honorables Representantes: Katherine Miranda Peña, Norma Hurtado Sánchez, Edward 
David Rodríguez, César Ortiz Zorro, Wilmer Leal Pérez, Mauricio Toro Orjuela, Fabián Díaz 
Plata, Ciro Fernández, Carlos Germán Navas Talero, Margarita María Restrepo Arango, 
César Augusto Lorduy, Martha P. Villalba Hodwalker, César Augusto Pachón y Jorge Eliécer 
Tamayo Marulanda; y por los Honorables Senadores: Rodrigo Lara Restrepo, Horacio José 
Serpa Moncada, Iván Marulanda Gómez, Paloma Valencia Laserna y Roy Leonardo 
Barreras. 

 
Esta iniciativa fue designada como el Proyecto de Ley 058 de 2020 en el Senado de la 

República y fue repartida a la Honorable Comisión Primera del Senado la cual me honró con 
la designación como ponente mediante Acta MD-02 de 2020. El día nueve de septiembre de 
2020 se realizó el primer debate de esta iniciativa, la cual fue aprobada con un total de veinte 
votos a favor y ninguno en contra. Durante el debate no se presentaron ni proposiciones ni 
impedimentos por parte de los honorables miembros de la Comisión Primera, cuya Mesa 
Directiva tuvo a bien designarme como ponente para el segundo debate ante la Honorable 
Plenaria de esta corporación. 

 
II. OBJETO 

 
La presente iniciativa legislativa tiene por objetivo garantizar los derechos fundamentales 

a la vida, la integridad física, la salud y la recreación de todos los habitantes mediante 
la regulación del uso, la fabricación, la manipulación, el transporte, el almacenamiento, la 
comercialización, la compra, la venta y el expendio de pólvora y productos pirotécnicos en 
el territorio nacional, así como generar soluciones de salud pública e inclusión social para las 
personas que sufrieron quemaduras por pólvora y productos pirotécnicos.  

 
Existe una tradición polvorera asociada a algunos municipios de Colombia que se 

relaciona con ciertas costumbres, prácticas culturales y actividades productivas familiares. 
Es aún más difícil en el escenario de la producción artesanal, ya que los trabajadores deben 
manipular una cantidad de químicos no recomendados para la salud humana como el cloruro 
de potasio, aluminio, azufre, sal nitro, aluminio violeta, antimonio, nitrato de varita, 
carbonato de estroncio, aluminio en escamas, entre otros (El Pais, 2014). 

 
Más allá de las prácticas culturales que construyen fuertes rasgos identitarios de la 

comunidad, a partir de las tradiciones y la relación histórica de la pólvora en las celebraciones 
de las festividades (argumento usado por los fabricantes polvoreros), es posible concluir que 
no todas las tradiciones son buenas ni deben ser defendidas, sobre todo cuando la incidencia 

de esta práctica afecta negativamente la protección del bien fundamental de la vida de los 
colombianos.  

 
Durante las celebraciones de navidad y fin de año, existe un pico epidemiológico de 

lesiones relacionadas con la fabricación, almacenamiento, transporte, comercialización, 
manipulación y el uso inadecuado de la pólvora pirotécnica.  En el mes de diciembre y la 
primera semana de enero existe una mayor restricción en la venta, la fabricación y 
manipulación, no se ha evidenciado la efectividad en la vigilancia, control y sanción para 
disminuir la cantidad de lesionados en el territorio nacional, que podría ser evitado y 
prevenido.  

 
La época decembrina fue reconocida por las autoridades locales y nacionales como una 

oportunidad de monitoreo diario, que interinstitucionalmente trabajan con una vigilancia 
intensificada de estos eventos, desde el primero de diciembre de cada año hasta la segunda 
semana del mes de enero del año siguiente (El Pais, 2014). 

 
El Instituto Nacional de Salud, a través de su programa de procesos de vigilancia y 

análisis del riesgo de salud pública, entrega los resultados consolidados de la información y 
el comportamiento de los lesionados. En estos documentos se realizan unas recomendaciones 
que deberían orientar las decisiones a nivel local y nacional, las cuales no se han acogido a 
cabalidad.  

 
Recomendación del último informe de lesiones por pólvora en los colombianos:  
 

 Los esfuerzos de control de la pólvora se generan de una agenda interinstitucional 
que se requiere continuar con las políticas. Es así como las medidas de prohibición 
tomadas por los alcaldes no han sido permanentes, sino que se toman en la temporada 
de fin de año, y no son aplicadas en todos los municipios, por lo que es necesario 
fortalecer la ley, teniendo en cuenta los vacíos jurídicos de la actual y proponer al 
Ministerio del Interior.  

 Crear incentivos a los municipios que presenten reducción de casos de lesiones por 
pólvora. 

 Intensificar las estrategias de control a la venta de artefactos pirotécnicos antes 
durante y después de los días de celebraciones. Exigir mayores medidas de seguridad 
en espectáculos donde se utilicen artefactos pirotécnicos y manipulación de pólvora 
sea hecho por personal experto. 

 Exigir los planes de contingencia 15 días antes de las festividades que contemple 
evaluaciones de impacto y la realización de los ajustes pertinentes por territorio.  

 Controlar rigurosamente el expendio, manipulación y transporte de los artefactos 
pirotécnicos (totes y voladores) que producen lesiones severas como amputaciones y 
quemaduras de tercer grado, especialmente en menores de edad.  

 Evaluar y analizar las medidas que implementaron en las entidades territoriales que 
lograron reducir la ocurrencia de casos, las medidas que se implementaron antes de 
la temporada y aclarar cuales pudieron ser las más exitosas y las que no contribuyeron 
al control”. (Salud M., 2017). 

Ahora bien, al realizar un análisis y compilación de los lesionados por pólvora en 
Colombia en los últimos años, se evidencia que en el tiempo señalado hubo 13.361 personas 
con algún tipo de afecciones (quemaduras, laceraciones, amputaciones, entre otras) 
relacionados con la manipulación de la pólvora. Los departamentos que representan el 48% 
del total de lesiones causadas por la pólvora y/o sustancias pirotécnicas son Antioquia, Valle 
del Cauca, Nariño, Cauca y Bogotá. 

 
Tabla 1. Personas lesionadas por departamento entre el periodo de 2007 a 2019. 

 
Departamentos Total % 
Antioquia 2646 20% 
Valle del Cauca 1308 10% 
Nariño 899 7% 
Cauca 882 7% 
Bogotá 681 5% 
Norte de Santander 668 5% 
Caldas 590 4% 
Tolima 574 4% 
Cundinamarca 519 4% 
Santander 508 4% 
Boyacá 459 3% 
Huila 440 3% 
Risaralda 384 3% 
Cesar 320 2% 
Magdalena 293 2% 
Bolivar 285 2% 
Córdoba 267 2% 

Fuente: Instituto Nacional de Salud, SIVIGILA, periodo completo entre 2007- 2019 
 
Se puede observar que, entre 2007 y 2019, existe una preponderancia de casos de lesiones 

por pólvora y sustancias pirotécnicas en Antioquia, en departamentos del Pacífico como 
Nariño, Cauca y Valle del Cauca. También en la región central existe una incidencia alta de 
lesiones por pólvora en departamentos como Huila, Tolima, Cundinamarca, Boyacá, 
Santander, Norte de Santander y en Bogotá.  

 
2.098 niños y niñas entre 2015 y 2019, han sufrido lesiones relacionadas por la 

manipulación indebida de la pólvora en Colombia 
 
Los departamentos que en los últimos 4 años han tenido mayores casos de niños y niñas 

lesionados por pólvora son Antioquia, Valle del Cauca, Cauca, Bogotá y Nariño. 
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Tabla 2. Niños y niñas lesionadas por pólvora en el periodo de 2015 a 2017. 

Departamentos Menor de edad % 
Antioquia 284 14% 
Valle del Cauca 214 10% 
Cauca 167 8% 
Nariño 106 5% 
Bogotá 100 5% 
Tolima 100 5% 
Córdoba 91 4% 
Norte de Santander 91 4% 
Magdalena 90 4% 
Bolívar 87 4% 
Cundinamarca 85 4% 

Fuente: Instituto Nacional de Salud, SIVIGILA, periodo completo entre 2015- 2018 
 
En el caso de los niños y las niñas podemos encontrar una presencia representativa en 

Antioquia y Valle del Cauca, y departamentos del Pacífico, región Andina y Caribe (Huila, 
Bogotá, Cauca, Nariño, Tolima, Cundinamarca, Córdoba, Bolívar y Magdalena). 

 
Un acercamiento a las lesiones por pólvora en 2019, en total se registraron 826 casos, 

la cifra ha venido en aumento año a año.  
 
En 2019, se notificaron 826 casos de lesiones por pólvora en todo el territorio nacional. 

Las actividades causantes fueron en un 69% la manipulación y un 21% la observación. El 
92% de los afectados sufrieron quemadura, el 71% se convirtieron en laceración y un 10% 
se presentaron la amputación. El 27% fue por totes y 13% por voladores.  

 
 

Gráfico de actividad causante, tipo de lesión y tipo de artefacto para la temporada 
2019-2020.  

 
Fuente: Documento de revisión de temporada intensificada de pólvora 2019- 2020. 

https://www.ins.gov.co/Noticias/Plvora%2020192020/Bolet%C3%ADn%20N%C2%B0%2048.%20Ene%20
12%202020%206%20am.pdf 

III. AUDIENCIA PÚBLICA 
 

En la audiencia pública celebrada el 11 de septiembre del año 2019 se lograron algunas 
conclusiones que pueden ser útiles para el proyecto, relacionadas así:  

 
Dr. Patricia Gutiérrez Reyes (UNIDAD DE QUEMADOS DEL DISTRITO CAPITAL) 
 

Desde el punto de vista médico que es lo que me compete y siempre ha sido nuestra 
misión simplemente para quienes manejamos esta patología de quemaduras tenemos muy 
claras dos cosas: i) sufrir una quemadura es un evento catastrófico porque una quemadura 
está catalogada como una catástrofe personal y familiar y un evento de alto costo humano y 
económico para una familia o para una comunidad, hemos estado tratando a través de los 
años de hacer campañas contra todo tipo de quemaduras. 

 
Como jefe de la unidad de quemados censuro totalmente el uso de la pólvora por parte 

de niños, niñas y adultos, los adultos no tienen tampoco que manipular la pólvora porque 
nosotros permanentemente estamos recibiendo las dos poblaciones quemadas, incluyendo 
polvoreros por tragedias que ha habido en fábricas artesanales y demás. 

 
Doctora Linda Guerrero (DIRECTORA FUNDACIÓN DEL QUEMADO) 
 

Definitivamente, esta Ley, la 670 disminuyó drásticamente las quemaduras con pólvora 
pero no las acabó y lo que estamos buscando es que se acabe; las disminuyó porque cuando 
nosotros estábamos en la unidad sabíamos que desde octubre nos prepararemos para los 
primeros quemados por pólvora (en octubre llegaban los polvoreros), existe el día 
iberolatinoamericano de prevención de quemaduras que es el 26 de octubre y lo iniciamos 
precisamente para colocar sobre alerta todo lo que se incrementan las quemaduras por 
pólvora en las festividades. 

 
Nosotros pretendemos desde la Fundación del Quemado y la Federación 

Iberolatinoamericana de Quemaduras que, desde la fabricación, el almacenamiento, la 
distribución y la manipulación sea hecha únicamente por las manos expertas. 

 
También considero que estimular los juegos pirotécnicos manejados por expertos es una 

medida completamente democrática porque es un espectáculo a cielo abierto que permite 
que todos con o sin dinero podamos disfrutar de éste mientras que para la venta individual 
depende del poder adquisitivo y las comunidades menos favorecidas son las quienes 
compran la pólvora producida informalmente, que es más peligrosa y muchísimo menos 
segura. 

 
DEFENSORÍA DEL PUEBLO  
 

De acuerdo con lo reportado por el Instituto Nacional de Salud, entre 2014 y 2019 el 
total de personas lesionadas en los periodos de vigilancia intensificada, 31 días del mes de 
diciembre y 13 días de enero de cada año, fue de 4.368 personas lesionadas, de las cuales 

1.786 (40%) fueron menores de 18 años. (cifras del Instituto Nacional de Salud. Periodo de 
Vigilancia intensificada). 

 
Cifras periodo que diciembre de 2018 a enero de 2019: 
 
Los departamentos en los cuales se presenta un aumento en el número de lesionados por 

pólvora son los siguientes: 
 
Valle del Cauca se incrementó en 29,8% respecto del periodo anterior, pasando de 84 

casos a 109.  
 
Cauca presentó un incremento de 30,2% pasando de 53 a 69 casos. 
 
Nariño pasó de 49 a 74 casos que representa un incremento del 51% respecto del periodo 

anterior. 
 
Atlántico pasó de 14 a 51 casos. Recordemos que en diciembre del 2018 se presentó una 

tragedia en el municipio de Manatí en un espectáculo mal manejado que dejó 31 personas 
lesionadas de los cuales 12 eran menores de edad.  

 
Siguiendo con lo anterior, la Defensoría considera que esta iniciativa legislativa vale la 

pena porque es evidente que la  ley 670 de 2001 no ha sido eficiente por cuanto se siguen 
presentando casos de personas quemadas por pólvora en todo el país y un alto %  de los 
lesionados corresponde a niños, niñas y adolescentes; y que la normatividad vigente hasta 
la fecha, no establece de forma clara y concreta la forma en que las autoridades e 
instituciones del orden nacional y las municipales, deben articularse para el desarrollo 
conjunto de estrategias que permitan reducir las afectaciones causadas por el uso y 
manipulación inadecuada de artefactos pirotécnicos.  

 
INSTITUTO NACIONAL DE SALUD  
 

En general, las medidas de prohibición tomadas por los alcaldes no son permanentes a 
lo largo del año, sino que se toman en la temporada de fin de año, y no han sido aplicadas 
en todos los municipios. Esto ha tenido consecuencias en la medida en que durante todo el 
año se realiza la producción de pólvora o que en municipios donde se decreta prohibición, 
como Bogotá D.C., los municipios vecinos sin prohibición permiten a las personas comprar 
la pólvora y transportarla de manera camuflada y riesgosa a la ciudad. 

 
El tema de la regulación es muy importante, evitar la clandestinidad, la formalización, 

el control de calidad, estándares de usos, no lo digo yo sino la literatura internacional.  
 
Nada parece cambiar, algo tiene que cambiar de manera profunda.  
 

Juliana Cortés (DIRECTORA DE PROTECCIÓN ICBF) 

Nos ponga hablar sobre el tema, algo no está funcionado. La fotografía es aterradora en 
el tema de los quemados y consideramos que es necesario realizar algo de manera urgente. 
Uno de los aspectos que se han analizado es que definitivamente, no solo puede ser prohibir 
para que todos estemos tranquilos. No solo es prohibir de manera integral, donde tengamos 
clarísima la fotografía de los lesionados. 

   
Los mayores lesionados son niños, niñas y adolescentes, responsabilidad. Qué pasa con 

los niños y niñas, debemos darle vocería, y medidas integrales. Al ser integral debemos verlo 
desde las diferentes perspectivas. 

 
Es importantísimo incluir a otros sectores, por ejemplo, incluir al sector cultural. 

Debemos realizar un trabajo integral. Que regule la utilización de estos artefactos. Nosotros 
en el ICBF cuando entran los diciembres, es angustiante, particularmente de la dirección de 
protección.  

 
 

IV. PRECEPTOS CONSTITUCIONALES Y LEGALES QUE SOPORTAN LA 
INICIATIVA 

 
Constitución Política De Colombia 
 
Artículo 11. El derecho a la vida es inviolable. No habrá pena de muerte.  
 
Artículo 44. Son derechos fundamentales de los niños: la vida, la integridad física, la salud 
y la seguridad social, la alimentación equilibrada, su nombre y nacionalidad, tener una 
familia y no ser separados de ella, el cuidado y amor, la educación y la cultura, la recreación 
y la libre expresión de su opinión. Serán protegidos contra toda forma de abandono, violencia 
física o moral, secuestro, venta, abuso sexual, explotación laboral o económica y trabajos 
riesgosos. Gozarán también de los demás derechos consagrados en la Constitución, en las 
leyes y en los tratados internacionales ratificados por Colombia. 
 
Artículo 45. El adolescente tiene derecho a la protección y a la formación integral. 
 
Artículo 78. La ley regulará el control de calidad de bienes y servicios ofrecidos y prestados 
a la comunidad, así como la información que debe suministrarse al público en su 
comercialización. 
 
Serán responsables, de acuerdo con la ley, quienes en la producción y en la comercialización 
de bienes y servicios, atenten contra la salud, la seguridad y el adecuado aprovisionamiento 
a consumidores y usuarios. 
 
El Estado garantizará la participación de las organizaciones de consumidores y usuarios en 
el estudio de las disposiciones que les conciernen. Para gozar de este derecho las 
organizaciones deben ser representativas y observar procedimientos democráticos internos. 
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Artículo 79. Todas las personas tienen derecho a gozar de un ambiente sano. La ley 
garantizará la participación de la comunidad en las decisiones que puedan afectarlo.  
 
Es deber del Estado proteger la diversidad e integridad del ambiente, conservar las áreas de 
especial importancia ecológica y fomentar la educación para el logro de estos fines.  
 
Leyes de la República y otras disposiciones reglamentarias: 
 

 Ley 12 de 1991: Por medio de la cual se aprueba la Convención sobre los Derechos 
Del Niño adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 20 de 
noviembre de 1989. 
 

 Ley 9 de 1979:  conocida como Código Sanitario Nacional, dedica cuatro artículos a 
los artículos pirotécnicos dentro del Título III denominado “Salud Ocupacional” 
dentro de un subcapítulo llamado “De las sustancias peligrosas –plaguicidas –
artículos pirotécnicos”.   
 

 Ley 670 de 2001:  por medio de la cual se desarrolló parcialmente el artículo 44° de 
la Constitución Política para garantizar la vida, la integridad física y la recreación del 
niño expuesto al riesgo por el manejo de artículos pirotécnicos o explosivos. 
Estableció en su artículo 4º que los alcaldes municipales y distritales pueden permitir 
el uso y la distribución de artículos pirotécnicos o fuegos artificiales estableciendo 
las condiciones de seguridad, que determinen técnicamente las autoridades o cuerpos 
de bomberos para prevenir incendios o situaciones de peligro, graduando los artículos 
pirotécnicos en tres categorías establecidas por la misma ley, teniendo en cuenta la 
clasificación que sobre el particular establezca el Instituto Colombiano de Normas 
Técnicas,  así: 
 
Categoría 1:  
 

- Presentan un riesgo muy reducido 
- Han sido diseñados y fabricados para ser utilizados en áreas confinadas como 
construcciones residenciales, incluyendo el interior de edificios y viviendas.  
- En su producción o fabricación no puede usarse la pólvora, ni cloratos, ni 
percloratos.  
- Estos artículos pueden ser distribuidos o comercializados en almacenes por 
departamentos, mercados, supermercados o hipermercados. 

 
Categoría 2: 
 

- Presentan riesgo moderado de manera que puedan usarse en áreas 
relativamente confinadas.  
- Estos artículos pueden ser distribuidos o comercializados en espacios abiertos 
de almacenes por departamentos, mercados, supermercados o hipermercados. 

- Para su expendio o comercialización deben especificarse las condiciones de 
su adecuado uso o aprovechamiento con etiquetas visibles y con previsión de 
peligro. 
 

Categoría 3: 
 

- Representan mayores riesgos y su uso solo es posible en grandes espacios 
abiertos y como espectáculos públicos.  
- Para su uso y aprovechamiento con fines recreativos se requiere ser experto o 
técnico especialista de reconocida trayectoria y pertenecer a empresas cuya 
fabricación o producción esté autorizada por el Ministerio de Defensa Nacional. 
 

 Ley 1098 de 2006: El presente código tiene por objeto establecer normas sustantivas 
y procesales para la protección integral de los niños, las niñas y los adolescentes, 
garantizar el ejercicio de sus derechos y libertades consagrados en los instrumentos 
internacionales de Derechos Humanos, en la Constitución Política y en las leyes, así 
como su restablecimiento. 
 

 Acuerdo 18 de 1989 (Código de Policía para el Distrito Especial de Bogotá): 
establecía en su artículo 62° que la venta de pólvora y fuegos artificiales en plaza o 
vía pública solo podía hacerse con las debidas seguridades, en épocas, sitios y 
condiciones autorizados por el Alcalde Mayor previo concepto del Cuerpo de 
Bomberos de Bogotá.  Adicionalmente, en esta misma norma estaba prohibido el 
expendio, manipulación y uso de pólvora o artículos pirotécnicos que tenían fósforo 
blanco, la venta ambulante de pólvora y juegos pirotécnicos, la venta y autorización 
de uso de estos artículos a menores de edad, el uso de fuegos artificiales a menos de 
300 metros de sitios de almacenamiento de explosivos, inflamables, hospitales, 
clínicas, puestos de salud, instalaciones de fuerzas militares o de policía, 
establecimientos educativos, plazas de mercado, iglesias y demás sitios de 
concentración de público.  Sin embargo, a pesar de las prohibiciones señaladas, la 
sanción consistía en decomiso y trabajo en obras de interés público, convirtiéndose 
así, en la mayoría de los casos en letra muerta, lo que llevaba al uso arbitrario de la 
pólvora por parte de una gran mayoría de los bogotanos incluso al interior de sus 
casas, exponiendo a toda la familia y en particular a los menores de edad, en particular 
en el mes de diciembre durante las festividades navideñas. 
 

 Decreto 755 de 1995: Dadas las facultades que el artículo 62 del Código de Policía 
entregaba al Alcalde Mayor autorizándole a decidir en qué sitios se podía o no vender 
pólvora,  a finales de 1995, Antanas Mockus en su calidad de Alcalde Mayor de 
Bogotá, por medio del Decreto prohibió la venta de artículos pirotécnicos y fuego 
artificiales en la ciudad en los establecimientos de comercio, en recintos cerrados, 
caseta o expendio, con la intención de proteger la vida, la integridad física y la 
seguridad de los ciudadanos, especialmente los menores de edad.  Así, el decreto 
estableció que solamente se podría vender pólvora con autorización de la Secretaría 
de Gobierno en unos horarios determinados de manera detallada en la misma norma.  

Por medio del mismo decreto se intentó aplicar retención transitoria aplicar por parte 
de los Alcaldes Locales y Subcomandantes del Distrito hasta por 24 horas para 
quienes vendieran juegos pirotécnicos o juegos artificiales a menores de edad, para 
los padres del menor y quienes compraran pólvora en sitios no autorizados, hasta que 
mediante fallo 3881 de 1999 el Consejo de Estado declaró nula esta sanción teniendo 
en cuenta que según la Constitución y la jurisprudencia de la Corte Constitucional, 
las autoridades administrativas no tienen competencia para privar a las personas de 
su libertad sin previa orden judicial escrita. 
 

 Decreto 738 de 1999: en el cual se declara que es deber de las autoridades del Estado 
en adoptar las medidas para proteger la vida, la integridad física y la seguridad de los 
ciudadanos y particularmente de los menores de edad. 
 

 Decreto 4481 de 2006:  en el cual se aplicará a todas las personas naturales o jurídicas 
nacionales o extranjeras de derecho privado o público que distribuyan, usen o vendan 
pólvora, artículos pirotécnicos o fuegos artificiales. 
 

 Resoluciones 19703 de 1988 y 4709 de 1995 del Ministerio de Salud: establecen 
condiciones y prohibiciones para la fabricación, almacenamiento, transporte, venta y 
utilización de artículos pirotécnicos. 
 

 Acuerdo 18 de 1989: en su artículo 93°   facultan al alcalde para establecer épocas, 
sitios y condiciones para la venta de pólvora y artículos pirotécnicos, así como las 
condiciones de seguridad requeridas para su utilización. 
 

 Decreto 751 de 2001: Por el cual se adoptan medidas de control sobre la fabricación, 
almacenamiento, transporte, venta y manipulación de fuegos artificiales o artículos 
pirotécnicos en el Distrito Capital de Bogotá. 
 

 Decreto 766 de 2001: Corrige el acápite del Decreto 751 de 2001, relacionado con 
las normas que facultan al Alcalde Mayor de Bogotá, D.C., para expedir ese acto 
administrativo. 
 

 Decreto 503 de 2002: Se adiciona el Decreto Distrital 751 de 2001, respecto de la 
autorización de fabricación, producción y almacenamiento de artículos pirotécnicos 
en el Distrito Capital, Art. 1. Vigencia, Art. 2.  
 

 Decreto 4481 de 2006:  en el cual se aplicará a todas las personas naturales o jurídicas 
nacionales o extranjeras de derecho privado o público que distribuyan, usen o vendan 
pólvora, artículos pirotécnicos o fuegos artificiales. 
 

 Decreto 860 de 2010:  por el cual se reglamenta parcialmente la Ley 1098 de 2006. 
El objeto del presente decreto es reglamentar las obligaciones del Estado, la sociedad 
y la Familia en la prevención de la comisión de infracciones a la ley penal por parte 
de niños, niñas y adolescentes y su reincidencia, así como las responsabilidades de 

los padres o personas responsables del cuidado de los menores de edad que han 
cometido tales infracciones, dentro de los procesos administrativos o penales que se 
adelanten por las autoridades competentes. La garantía de los derechos de las niñas, 
niños y adolescentes corresponde a la familia, al Estado y la sociedad. 
 

 Resoluciones 19703 de 1988 y 4709 de 1995 del Ministerio de Salud establecen 
condiciones y prohibiciones para la fabricación, almacenamiento, transporte, venta y 
utilización de artículos pirotécnicos. 
 

 Acuerdo 18 de 1989: en su artículo 93°   facultan al alcalde para establecer épocas, 
sitios y condiciones para la venta de pólvora y artículos pirotécnicos, así como las 
condiciones de seguridad requeridas para su utilización. 

 
JURISPRUDENCIA 

 
 Corte Constitucional. Sentencia C-790 del 24 de septiembre de 2002. Magistrada 

Ponente: Clara Inés Vargas Hernández.  
 

 Consejo de Estado. Sentencia 7264 del 5 de diciembre de 2002. Consejero Ponente: 
Gabriel Eduardo Mendoza Martelo. 
 

 Consejo de Estado. Sentencia 19544 del 29 de febrero de 2012. Consejera Ponente: 
Olga Mélida Valle De La Hoz. 
 

IV. NECESIDAD DE LA INICIATIVA 
 

Si bien es cierto desde hace más de 20 años se ha librado un intenso debate sobre el uso de 
la pólvora, aún se encuentran vacíos legales respecto a la restricción del uso, fabricación, 
manipulación, transporte, almacenamiento, comercialización, compra, venta y expendio de 
pólvora y productos pirotécnicos en el territorio nacional. Constitucionalmente mediante esta 
iniciativa se protegerán más de seis Derechos Fundamentales y los niños y niñas de 
Colombia, sujetos de Especial Protección Constitucional. Sumado a esto, se realiza una 
recopilación juiciosa de leyes, decretos y jurisprudencia que ha aportado a la problemática y 
que con la iniciativa presente se complementa logrando avances legislativos en la protección 
de la vida como bien fundamental y haciendo un énfasis en la función preventiva y 
sancionatoria para lograr el objetivo superior de protección, núcleo fundamental de la 
presente iniciativa.  
 

V. RÉGIMEN DE CONFLICTOS DE INTERÉS 
 

Atendiendo a lo dispuesto en el artículo 286 de la Ley 5ª de 1992, modificado por la Ley 
2003 de 2019, se configurará un conflicto de interés en el trámite del Proyecto de Ley 058 
de 2019 Senado, cuando en el marco de su discusión o votación se configure un beneficio 
particular, actual y directo a favor del congresista. Por lo anterior, a continuación, se exponen 
brevemente las razones por las cuales el presente Proyecto de Ley no genera conflictos de 
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intereses o beneficios directos que puedan resultar en impedimentos a los miembros del 
Congreso de la República.  

 
El literal a) del artículo 286 de la Ley 5ª de 1992, define beneficio particular como: “aquel 

que otorga un privilegio o genera ganancias o crea indemnizaciones económicas o elimina 
obligaciones a favor del congresista de las que no gozan el resto de los ciudadanos. 
Modifique normas que afecten investigaciones penales, disciplinarias, fiscales o 
administrativas a las que se encuentre formalmente vinculado”. En la medida que el presente 
proyecto de ley no establece un beneficio particular de ningún tipo, resulta evidente que la 
discusión y votación de la presente iniciativa no genera conflictos de intereses a los 
legisladores. 

 
Sin embargo, en gracia de la discusión, asumamos hipotéticamente que un congresista, 

su cónyuge, compañero o compañera permanente, o parientes dentro del segundo grado de 
consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil, fueran sujetos pasivos de la presente 
iniciativa, es decir, que tuvieran algún tipo de relación o participación en actividades las 
actividades productivas objeto del presente proyecto de ley, esto es, el uso, la fabricación, la 
manipulación, el transporte, el almacenamiento, la comercialización, la compra, la venta y 
el expendio de pólvora y productos pirotécnicos en el territorio nacional, dicho congresista 
tampoco podría declararse impedido puesto que el presente Proyecto de Ley no otorga 
beneficios particulares. Por el contrario, este Proyecto de Ley establece obligaciones 
generales aplicables a todos a los sujetos pasivos a los que se dirige. 

 
Adicionalmente, es necesario resaltar que este Proyecto de Ley comporta grandes 

beneficios a toda la sociedad, lo que lleva a inferir que se trata de beneficios de carácter 
general. Ello lleva a concluir que tampoco se configuraría un conflicto de interés que impida 
al Congresista discutir y votar el presente proyecto de ley, como quiera que el artículo 286 
de la Ley 5ª de 1992, modificado por la Ley 2003 de 2019, establece que “cuando el interés 
del congresista coincide o se fusione con los intereses de los electores”, para todos los 
efectos se entenderá que no existe conflicto de intereses. 

 
Finalmente, se advierte que cuando el congresista participe, discuta o vote este proyecto 

de ley o cualquiera de sus artículos, que tratan sobre sectores económicos de quienes fueron 
financiadores de su campaña (siempre y cuando no genere beneficio particular, directo y 
actual para el parlamentario), deberá manifestarlo por escrito tal y como lo ordena el literal 
e) del inciso tercero del artículo 286 de la Ley 5ª de 1992, modificado por la Ley 2003 de 
2019. 

 
VI. PLIEGO DE MODIFICACIONES 

 
Las modificaciones que se relacionan a continuación se realizan con el objetivo de corregir 
errores tipográficos del texto aprobado en la Honorable Comisión Primera del Senado de la 
República o para mejorar su redacción. Ninguna de ellas altera el sentido del articulado. 

Artículo Texto Aprobado en 
Comisión Primera 

Texto Propuesto para 
Segundo Debate 

Modificación/ 
Justificación 

1 Artículo 1º. Objeto. La 
presente ley tiene por 
objeto garantizar los 
derechos fundamentales a 
la vida, la integridad, 
física, la salud y la 
recreación de todos los 
habitantes en especial los 
niños, niñas y adolescentes 
en el territorio nacional 
mediante la regulación del 
uso, la fabricación, la 
manipulación, el 
transporte, el 
almacenamiento, la 
comercialización, la 
compra, la venta y el 
expendio de pólvora y 
productos pirotécnicos en 
el territorio nacional y se 
dictan otras disposiciones. 
 

Artículo 1º. Objeto. La 
presente ley tiene por 
objeto garantizar los 
derechos fundamentales a 
la vida, la integridad 
física, la salud y la 
recreación de todos los 
habitantes en especial los 
niños, niñas y 
adolescentes en el 
territorio nacional 
mediante la regulación del 
uso, la fabricación, la 
manipulación, el 
transporte, el 
almacenamiento, la 
comercialización, la 
compra, la venta y el 
expendio de pólvora y 
productos pirotécnicos en 
el territorio nacional y se 
dictan otras disposiciones. 
 

Se corrige error 
tipográfico 
consistente en una 
coma después de la 
palabra integridad, 
recuperando así, el 
sentido del término 
integridad física. 

4 Artículo 4º. Definiciones. 
Para la aplicación e 
interpretación de esta ley, 
se tendrán en cuenta las 
siguientes definiciones: 
(…) 
Categoría profesional. 
Pertenecen a esta categoría 
aquellos productos a ser 
manipulados 
exclusivamente por 
profesionales acreditados 
para ser utilizados en 
espectáculos de diferente 
índole, realizados bajo 
techo o a cielo abierto, que 
presentan un bajo riesgo 
por su naturaleza química 
(humos, bengalas, 

 
 
 
 
 
Categoría profesional. 
Pertenecen a esta 
categoría aquellos 
productos a ser 
manipulados 
exclusivamente por 
profesionales acreditados 
para ser utilizados en 
espectáculos de diferente 
índole, realizados bajo 
techo o a cielo abierto, que 
presentan un bajo riesgo 
por su naturaleza química 
(humos, bengalas, 
sonidos), tales como obras 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

sonidos), tales como obras 
de teatro, filmaciones de 
televisión y cine y otros 
eventos de carácter 
cultural y deportivo; la 
venta de estos productos es 
restringida a personas 
particulares. 

de teatro, filmaciones de 
televisión y cine y otros 
eventos de carácter 
cultural y deportivo; la 
venta de estos productos 
está prohibida a 
particulares que no 
cuenten con la debida 
acreditación. 
 

 
 
 
 
 
Se mejora la 
redacción para evitar 
posibles equívocos 
en la interpretación 
del término 
restringida. También 
se aclara que la 
disposición recae 
sobre aquellos que no 
cuenten con 
autorización para la 
manipulación de 
productos 
pirotécnicos. 
 
 

 
 

VII. CONCLUSIÓN 
 

El proyecto de ley busca que todos los colombianos disfrutemos de la pólvora y la 
pirotécnica de la mano de expertos donde no pongamos en riesgo a los niños, niñas, ni a los 
jóvenes, ni a los adultos, mediante la regulación realizada por el Gobierno nacional. 

 
Es preocupante que, en nuestro país, durante los últimos diez años, 11.703 personas han 

sido víctimas de la pólvora. Los departamentos más afectados son Antioquia y Valle del 
Cauca, sin embargo, en general, todo el territorio nacional no ha tenido recursos para realizar 
las recuperación funcional y psicológica de las víctimas por el uso, la fabricación, la 
manipulación y el almacenamiento por eso se crea el fondo para lograr integrar a las personas 
afectadas. La finalidad máxima de esta iniciativa es la protección de la vida, la integridad 
física, la salud y la recreación. 

VIII. PROPOSICIÓN 
 

Por lo anteriormente expuesto, solicito a la Honorable Plenaria del Senado de la República 
la República, dar segundo debate al Proyecto de Ley número 58 de 2020 Senado, “Por 
medio de la cual se garantizan los derechos fundamentales a la vida, la integridad física, la 
salud y la recreación de todos los habitantes en especial los niños y niñas en el territorio 
nacional mediante la reglamentación y regulación del uso, la fabricación, la manipulación, 
el transporte, el almacenamiento, la comercialización, la compra, la venta y el expendio de 
pólvora y productos pirotécnicos en el territorio nacional y se dictan otras disposiciones”, 
de conformidad con el pliego de modificaciones presentado. 
 
Cordialmente, 
  
 
 
RODRIGO LARA RESTREPO 
Senador de la República 
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TEXTO PROPUESTO PARA SEGUNDO DEBATE DEL PROYECTO DE LEY 
NÚMERO 58 DE 2020 SENADO 

 
“Por medio de la cual se garantizan los derechos fundamentales a la vida, la integridad 
física, la salud y la recreación de todos los habitantes en especial los niños y niñas en el 
territorio nacional mediante la reglamentación y regulación del uso, la fabricación, la 

manipulación, el transporte, el almacenamiento, la comercialización, la compra, la venta 
y el expendio de pólvora y productos pirotécnicos en el territorio nacional y se dictan 

otras disposiciones” 
 

El Congreso de Colombia 
 

DECRETA 
 

Artículo 1º. Objeto. La presente ley tiene por objeto garantizar los derechos fundamentales 
a la vida, la integridad física, la salud y la recreación de todos los habitantes en especial los 
niños, niñas y adolescentes en el territorio nacional mediante la regulación del uso, la 
fabricación, la manipulación, el transporte, el almacenamiento, la comercialización, la 
compra, la venta y el expendio de pólvora y productos pirotécnicos en el territorio nacional 
y se dictan otras disposiciones. 
 
Artículo 2°. Reglamentación. En un término de doce (12) meses contados a partir de la 
expedición de esta ley, el Gobierno Nacional en cabeza del Ministerio de Defensa, el 
Ministerio de Salud y el Ministerio del Interior expedirá una reglamentación técnica con 
criterios de evaluación de riesgo de acuerdo a la probabilidad de ocurrencia de una lesión 
sobre el uso, la fabricación, la manipulación, el transporte, el almacenamiento, la 
comercialización, la compra, la venta y el expendio en el territorio nacional de pólvora y 
productos pirotécnicos, considerando tendencias y experiencias de regulación internacional 
sobre el tema. 
 
Así mismo, estipulará sanciones de carácter pecuniario entre uno (1) y doscientos (200) 
Salarios Mínimos Mensuales Legales Vigentes - SMMLV para toda persona natural o 
jurídica que incumpla dicha reglamentación. 
 
Si en el marco de la contravención a esta reglamentación se afecta la vida y la integridad de 
terceros, o de bienes públicos o privados, o se fabriquen artículos pirotécnicos o fuegos 
artificiales que contengan fósforo blanco o clorhidrato, el Gobierno Nacional en cabeza del 
Ministerio de Defensa y el Ministerio del Interior podrá estipular agravantes a la sanción 
pecuniaria de la que habla el inciso anterior entre cien (100) a trescientos (300) Salarios 
Mínimos Mensuales Legales Vigentes – SMMLV. 
 
Parágrafo. Esta reglamentación podrá determinar los artefactos pirotécnicos cuyo uso deba 
estar prohibido a particulares, salvo a que se trate de expertos en la manipulación de los 
mismos. 

Artículo 3°. Formalización y profesionalización. El Gobierno Nacional formulará una 
estrategia de profesionalización, tecnificación y formalización del oficio artesanal de 
pirotécnico, que se fundamente en la capacitación para la realización de actividades de 
fabricación y diseño de espectáculos de manera segura, de tal forma que se promueva una 
actividad pirotécnica formal y profesional en el país, y se desincentive la informalidad y la 
clandestinidad en la profesión. 
 
Artículo 4º. Definiciones. Para la aplicación e interpretación de esta ley, se tendrán en cuenta 
las siguientes definiciones: 
 
Artículos pirotécnicos: Toda clase de artefactos que contengan una o varias materias o 
mezclas de elementos destinados a producir efecto calorífico, luminoso, sonoro, gaseoso o 
fumígeno, o una combinación de estos efectos, como consecuencia de reacciones químicas 
exotérmicas auto sostenidas, potenciales causantes de quemaduras e incendios en los que 
pueden arder otros materiales. Para efectos de esta ley, se entenderán como sinónimos de 
artículos pirotécnicos, (la pólvora), los juegos pirotécnicos y los fuegos artificiales. 
 
Categoría profesional. Pertenecen a esta categoría aquellos productos a ser manipulados 
exclusivamente por profesionales acreditados para ser utilizados en espectáculos de diferente 
índole, realizados bajo techo o a cielo abierto, que presentan un bajo riesgo por su naturaleza 
química (humos, bengalas, sonidos), tales como obras de teatro, filmaciones de televisión y 
cine y otros eventos de carácter cultural y deportivo; la venta de estos productos  está 
prohibida a particulares que no cuenten con la debida acreditación. 
 
Categoría uno. Pertenecen a esta categoría aquellos artículos pirotécnicos o fuegos 
artificiales que, desde criterios técnicos aceptados a nivel internacional, presentan un riesgo 
reducido, por lo cual pueden ser usados, bajo instrucciones y criterios de uso definidos, en 
áreas confinadas, tales como el interior de edificios y viviendas. Su composición no puede 
contener pólvora, ni cloratos, ni percloratos. Estos artículos pueden ser distribuidos o 
comercializados en almacenes por departamentos, mercados, supermercados e 
hipermercados de acuerdo a los criterios técnicos aceptados y comunes. 
 
Categoría dos. Pertenecen a esta categoría los artículos pirotécnicos o fuegos artificiales que, 
desde criterios técnicos aceptados a nivel internacional, presentan un riesgo moderado, por 
lo cual pueden ser usados, bajo instrucciones y criterios de uso definidos, en áreas 
relativamente confinadas, tales como jardines, antejardines, balcones y espacios abiertos al 
aire libre. Su composición debe presentar cargas píricas de acuerdo a criterios de seguridad 
nacionales o internacionales de la industria. Estos artículos pueden ser distribuidos o 
comercializados en tiendas especializadas, autorizadas por el Ministerio de Defensa y en 
almacenes por departamentos, mercados, supermercados o hipermercados, que cuenten con 
espacios especialmente adecuados para tal fin, de acuerdo a los criterios de seguridad que 
establezca el Ministerio de Defensa para tal efecto.  
 
Categoría tres. Pertenecen a esta categoría los artículos pirotécnicos o fuegos artificiales que, 
desde criterios técnicos aceptados a nivel internacional, presentan un riesgo alto y cuyo uso 

está destinado exclusivamente para espectáculos públicos en grandes espacios abiertos. Para 
ser importados, adquiridos y utilizados, se requiere ser un experto pirotécnico, acreditado por 
autoridades civiles y/o públicas competentes, o un técnico especialista asociado a una 
empresa cuya actividad esté inscrita en Cámara y Comercio y autorizada por el Ministerio de 
Defensa Nacional. 
 
Artículos de uso industrial, aeronáutico, agrícola y ganadero: productos pirotécnicos 
especializados que son utilizados en labores económicas diversas, tales como botes 
fumígenos, tiras detonantes, cohetes antigranizo, voladores de despegue y generadores de 
calor en labores de construcción y excavación minera. Estos artículos no se consideran 
artículos pirotécnicos para uso de particulares con fines recreativos. 
 
Artículos de localización. Artefactos que contienen diferentes compuestos químicos que se 
utilizan para realizar labores de señalización en ferrocarriles, transportes terrestres y 
marítimos, así como localización de personas. Estos elementos no se consideran artículos 
pirotécnicos para uso de particulares con fines recreativos. 
 
Mechas de uso deportivo: Porción de pólvora recubierta con un papel rojo fosforescente o 
blanco, en forma de triángulo equilátero, de seis centímetros (0,06 m) por lado, y que tiene 
una mínima explosión con el fin de evitar estruendos que ocasionen malestar. 
 
Pirotecnia: Técnica de la fabricación, manipulación y utilización de artículos pirotécnicos 
para celebración particular o profesional. 
 
Pirotécnico: Persona que arma y enciende artículos pirotécnicos en lugares autorizados por 
la ley y es responsable de la manipulación de los mismos. 
 
Pólvora Blanca: Sustancia tóxica fabricada con base en clorato de potasio y nitrato de 
amonio, más azúcar pulverizada y azufre, también conocida como fósforo blanco y que está 
prohibida por la ley. 
 
Pólvora Negra: Bajo explosivo constituido por una mezcla elaborada con clorato de potasio 
y nitrato de amonio, más carbón y azufre. 
Polvorín: Construcción o edificio que cumple con las normas técnicas y de seguridad y es 
utilizado para el almacenamiento permanente o transitorio de explosivos. 
 
Espectáculo Pirotécnico: evento de entretenimiento contratado para realizar un despliegue 
público con productos pirotécnicos de categoría III, diseñado y organizado por expertos 
profesionales acreditados.  
 
Lesiones: afectaciones físicas a la salud humana por productos pirotécnicos que incluyen 
laceraciones, quemaduras en diferentes grados y amputaciones de extremidades.  
 
Formalidad: Proceso de diseño, fabricación y comercialización, de un producto pirotécnico, 
de tal forma que presente el mínimo riesgo para la seguridad de la vida y la salud humana, y 

evite daños a la propiedad y al medio ambiente en condiciones normales y previsibles, en 
particular en lo que se refiere a las reglas de seguridad y a las prácticas correctas, incluido el 
período previo a su utilización. 
 
Artículo 5. Fondo cuenta para la prevención de las lesiones. Créese el Fondo “Prevenir es 
vivir”, a cargo del Ministerio de Salud y Protección Social, como un patrimonio autónomo 
de carácter fiduciario, sin personería jurídica ni estructura administrativa. 
 
El objetivo del fondo es proveer recursos destinados a inversión social con el fin de garantizar 
la financiación de planes y programas de prevención que busquen sensibilizar a toda la 
población sobre el peligro del uso, la fabricación, la manipulación, el transporte, el 
almacenamiento, la comercialización, la compra, la venta y el expendio de pólvora, además 
brindar atención especializada a víctimas quemadas por artículos pirotécnicos, en cualquier 
circunstancia, priorizando niños, niñas y adolescentes.  
 
El fondo se compondrá de recursos que provienen y serán apropiados a partir de las siguientes 
fuentes: 
 

a. Los recursos que se dispongan en los Planes Nacionales de Desarrollo para el objeto 
de la presente ley; 
 

b. El recaudo proveniente de las multas a las que se refiere el artículo 30 de la Ley 1801 
de 2016 y las sanciones de las que habla el artículo 2 de la presente ley; 
 

c. Los recursos derivados de las operaciones de financiamiento con entidades 
multilaterales de crédito, entidades de fomento y gobierno extranjero, que pueda 
llegar a celebrar la Nación con destino al patrimonio autónomo; 
 

d. Las donaciones que reciba el Fondo, tanto de origen nacional como internacional, con 
el propósito de desarrollar su objeto; 
 

e. Los demás recursos que obtenga o se le asignen a cualquier título. 
 
Artículo 6. Destinación de los recursos del fondo cuenta “Prevenir es vivir”. Los recursos 
tendrán la siguiente destinación: 
 
1.    La atención en salud especializada a víctimas quemadas por pólvora, en cualquier 
circunstancia y se priorizará a niños, niñas, adolescentes o personas sujetos de especial 
protección constitucional como personas de la tercera edad, entre otros.  
 
2. Programas de orientación, rehabilitación y recuperación física y psicológica de personas 
que resulten afectadas físicamente producto del uso, la fabricación, la manipulación, el 
transporte, el almacenamiento, la comercialización, la compra, la venta y el expendio de 
pólvora y productos pirotécnicos. 
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3. Financiación de campañas educativas que creen mecanismos de sensibilización, 
conocimiento y prevención en el manejo y uso de la pólvora, artículos pirotécnicos y fuegos 
artificiales. 
 
4. Demás que se dispongan una vez se reglamente el fondo “prevenir es vivir”. 
 
Parágrafo 1°. El Ministerio de Salud y Protección Social expedirá la reglamentación del 
fondo “prevenir es vivir” en un término no mayor a 6 meses contados a partir de la sanción 
y entrada en vigencia de la presente ley. 
 
Parágrafo 2°. El Gobierno reglamentará lo relacionado con las funciones y 
responsabilidades del Ministerio de Salud y Protección Social como ordenador del gasto en 
relación con el Fondo cuenta, mientras que el control interno y fiscal deberá adelantarse de 
acuerdo con las normas constitucionales y legales vigentes. 
 
Parágrafo 3°. El Ministerio de Salud y Protección Social definirá cada año cuáles serán los 
gastos concretos con cargo al fondo tomando en cuenta las condiciones de inversión fijadas 
en la presente ley. 
 
Artículo 7. Coordinación Institucional para Reducir el Número de Lesionados. El 
Ministerio del Interior, con base en la información construida por el Ministerio de Defensa y 
el Instituto Nacional de Salud INS, debe organizar una mesa de trabajo anual con la 
participación de las instituciones que considere necesarias, promoviendo principios de 
alineación y coordinación en la reglamentación de la importación, fabricación, transporte, 
comercialización y uso de artículos pirotécnicos, en función de reducir y gestionar el riesgo 
para todos sus participantes, de manera proactiva.  
 
Parágrafo. Esta mesa técnica deberá incluir a productores y distribuidores legales de 
productos pirotécnicos, cuyo concepto no será vinculante, para identificar, evaluar y hacer 
seguimiento a aquellos artefactos que representan mayor riesgo para los usuarios, con el fin 
de adoptar los mecanismos a que haya lugar para la prevención de lesiones, entre los cuales 
se podrá incluir el retiro del mercado de manera efectiva y la divulgación de información 
sobre sus riesgos a la ciudadanía. 
 
Artículo 8. Modifíquese el artículo 15 de la ley 670 de 2001, el cual quedará así:  
 

ARTÍCULO 15. Todo artículo pirotécnico debe llevar una etiqueta sobre la 
necesidad de usarlo con implementos aptos para la manipulación y las prohibiciones 
de la presente ley, así como la circulación restringida de estos materiales por su 
grado de toxicidad y peligrosidad. Debe quedar expresamente señalado que la 
manipulación de todo tipo de pólvora está expresamente prohibida para menores de 
edad mediante una etiqueta y personas que estén en estado de embriaguez.  

 
Artículo 9°. Cultura Ciudadana y uso de la pólvora. Cada municipio o Distrito, a iniciativa 
de su respectivo alcalde, deberá garantizar que se implementen propuestas pedagógicas (de 

auto y mutua regulación) que promuevan cambios de actitudes y comportamientos en el uso 
responsable de la pólvora que incluya como mínimo acciones de: 
 

a) Pedagogía a la ciudadanía en general; 
b) Pedagogía a los agentes involucrados en el mercado de la pólvora; 
c) Pedagogía a los padres, madres o responsables de las niñas, niños y 

adolescentes; 
d) Pedagogía a las y los profesores; 
e) Pedagogía a las niñas, niños y adolescentes; 
f) Interlocución de las autoridades municipales con los polvoreros, con sus 

voceros institucionales y con sus apoderados. 
 
Parágrafo. Para este fin, las administraciones distritales y municipales podrán disponer de 
los recursos para cultura ciudadana y pedagogía de los que trata el parágrafo del artículo 180 
de la Ley 1801 de 2016. 
 
Artículo 10°.  Vigencia y derogatorias. La presente ley rige a partir de la fecha de su 
promulgación y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.  
 
Cordialmente, 
  
 
 
RODRIGO LARA RESTREPO 
Senador de la República 
 
 
18-09-20. COMISION PRIMERA H. SENADO DE LA REPUBLICA. SECRETARIA 
COMISION. SESIONES VIRTUALES. n la fecha se radica en el correo 
comisión.primera@senado.gov.co la ponencia para segundo de esta iniciativa.  
 
 

 

 
18-09-20. COMISION PRIMERA H. SENADO DE LA REPUBLICA. SECRETARIA 
COMISION. SESIONES VIRTUALES. Acorde al artículo 165 de la Ley 5ª de 1992, se 
autoriza por parte de la Presidencia y la Secretaría de esta célula legislativa, la publicación 
de este informe de ponencia para segundo debate.  
 

 

Presidente, 

 

 

 

 

 

TEXTO APROBADO POR LA COMISIÓN PRIMERA DEL H. 
SENADO DE LA REPÚBLICA 

 

PROYECTO DE LEY NÚMERO 58 DE 2020 SENADO 
 

“

”. 
 
 

 EL CONGRESO DE COLOMBIA 
 

DECRETA 
 

 
ARTÍCULO 1º. OBJETO. La presente ley tiene por objeto garantizar los derechos 
fundamentales a la vida, la integridad, física, la salud y la recreación de todos los habitantes 
en especial los niños, niñas y adolescentes en el territorio nacional mediante la regulación 
del uso, la fabricación, la manipulación, el transporte, el almacenamiento, la 
comercialización, la compra, la venta y el expendio de pólvora y productos pirotécnicos en 
el territorio nacional y se dictan otras disposiciones. 
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ARTÍCULO 2°. REGLAMENTACIÓN. En un término de doce (12) meses contados a partir de 
la expedición de esta ley, el Gobierno Nacional en cabeza del Ministerio de Defensa, el 
Ministerio de Salud y el Ministerio del Interior expedirá una reglamentación técnica con 
criterios de evaluación de riesgo de acuerdo a la probabilidad de ocurrencia de una lesión 
sobre el uso, la fabricación, la manipulación, el transporte, el almacenamiento, la 
comercialización, la compra, la venta y el expendio en el territorio nacional de pólvora y 
productos pirotécnicos, considerando tendencias y experiencias de regulación 
internacional sobre el tema. 
 
Así mismo, estipulará sanciones de carácter pecuniario entre uno (1) y doscientos (200) 
Salarios Mínimos Mensuales Legales Vigentes - SMMLV para toda persona natural o jurídica 
que incumpla dicha reglamentación. 
 
Si en el marco de la contravención a esta reglamentación se afecta la vida y la integridad 
de terceros, o de bienes públicos o privados, o se fabriquen artículos pirotécnicos o fuegos 
artificiales que contengan fósforo blanco o clorhidrato, el Gobierno Nacional en cabeza del 
Ministerio de Defensa y el Ministerio del Interior podrá estipular agravantes a la sanción 
pecuniaria de la que habla el inciso anterior entre cien (100) a trescientos (300) Salarios 
Mínimos Mensuales Legales Vigentes – SMMLV. 
 
Parágrafo. Esta reglamentación podrá determinar los artefactos pirotécnicos cuyo uso 
deba estar prohibido a particulares, salvo a que se trate de expertos en la manipulación de 
los mismos. 
 
 
ARTÍCULO 3°. FORMALIZACIÓN Y PROFESIONALIZACIÓN. El Gobierno Nacional formulará 
una estrategia de profesionalización, tecnificación y formalización del oficio artesanal de 
pirotécnico, que se fundamente en la capacitación para la realización de actividades de 
fabricación y diseño de espectáculos de manera segura, de tal forma que se promueva una 
actividad pirotécnica formal y profesional en el país, y se desincentive la informalidad y la 
clandestinidad en la profesión. 
 
 
ARTÍCULO 4º. DEFINICIONES. Para la aplicación e interpretación de esta ley, se tendrán en 
cuenta las siguientes definiciones: 

Artículos pirotécnicos: Toda clase de artefactos que contengan una o varias materias o 
mezclas de elementos destinados a producir efecto calorífico, luminoso, sonoro, gaseoso o 
fumígeno, o una combinación de estos efectos, como consecuencia de reacciones químicas 
exotérmicas auto sostenidas, potenciales causantes de quemaduras e incendios en los que 
pueden arder otros materiales. Para efectos de esta ley, se entenderán como sinónimos de 
artículos pirotécnicos, (la pólvora), los juegos pirotécnicos y los fuegos artificiales. 
 
Categoría profesional. Pertenecen a esta categoría aquellos productos a ser manipulados 
exclusivamente por profesionales acreditados para ser utilizados en espectáculos de 
diferente índole, realizados bajo techo o a cielo abierto, que presentan un bajo riesgo por 
su naturaleza química (humos, bengalas, sonidos), tales como obras de teatro, filmaciones 
de televisión y cine y otros eventos de carácter cultural y deportivo; la venta de estos 
productos es restringida a personas particulares. 
 
Categoría uno. Pertenecen a esta categoría aquellos artículos pirotécnicos o fuegos 
artificiales que, desde criterios técnicos aceptados a nivel internacional, presentan un 
riesgo reducido, por lo cual pueden ser usados, bajo instrucciones y criterios de uso 
definidos, en áreas confinadas, tales como el interior de edificios y viviendas. Su 
composición no puede contener pólvora, ni cloratos, ni percloratos. Estos artículos pueden 
ser distribuidos o comercializados en almacenes por departamentos, mercados, 
supermercados e hipermercados de acuerdo a los criterios técnicos aceptados y comunes. 
 
Categoría dos. Pertenecen a esta categoría los artículos pirotécnicos o fuegos artificiales 
que, desde criterios técnicos aceptados a nivel internacional, presentan un riesgo 
moderado, por lo cual pueden ser usados, bajo instrucciones y criterios de uso definidos, 
en áreas relativamente confinadas, tales como jardines, antejardines, balcones y espacios 
abiertos al aire libre. Su composición debe presentar cargas píricas de acuerdo a criterios 
de seguridad nacionales o internacionales de la industria. Estos artículos pueden ser 
distribuidos o comercializados en tiendas especializadas, autorizadas por el Ministerio de 
Defensa y en almacenes por departamentos, mercados, supermercados o hipermercados, 
que cuenten con espacios especialmente adecuados para tal fin, de acuerdo a los criterios 
de seguridad que establezca el Ministerio de Defensa para tal efecto.  

Categoría tres. Pertenecen a esta categoría los artículos pirotécnicos o fuegos artificiales 
que, desde criterios técnicos aceptados a nivel internacional, presentan un riesgo alto y 
cuyo uso está destinado exclusivamente para espectáculos públicos en grandes espacios 
abiertos. Para ser importados, adquiridos y utilizados, se requiere ser un experto 
pirotécnico, acreditado por autoridades civiles y/o públicas competentes, o un técnico 
especialista asociado a una empresa cuya actividad esté inscrita en Cámara y Comercio y 
autorizada por el Ministerio de Defensa Nacional. 
 
Artículos de uso industrial, aeronáutico, agrícola y ganadero: productos pirotécnicos 
especializados que son utilizados en labores económicas diversas, tales como botes 
fumígenos, tiras detonantes, cohetes antigranizo, voladores de despegue y generadores de 
calor en labores de construcción y excavación minera. Estos artículos no se consideran 
artículos pirotécnicos para uso de particulares con fines recreativos. 
 
Artículos de localización. Artefactos que contienen diferentes compuestos químicos que 
se utilizan para realizar labores de señalización en ferrocarriles, transportes terrestres y 
marítimos, así como localización de personas. Estos elementos no se consideran artículos 
pirotécnicos para uso de particulares con fines recreativos. 
 
Mechas de uso deportivo: Porción de pólvora recubierta con un papel rojo fosforescente o 
blanco, en forma de triángulo equilátero, de seis centímetros (0,06 m) por lado, y que tiene 
una mínima explosión con el fin de evitar estruendos que ocasionen malestar. 
 
Pirotecnia: Técnica de la fabricación, manipulación y utilización de artículos pirotécnicos 
para celebración particular o profesional. 
 
Pirotécnico: Persona que arma y enciende artículos pirotécnicos en lugares autorizados por 
la ley y es responsable de la manipulación de los mismos. 
Pólvora Blanca: Sustancia tóxica fabricada con base en clorato de potasio y nitrato de 
amonio, más azúcar pulverizada y azufre, también conocida como fósforo blanco y que está 
prohibida por la ley. 
 
Pólvora Negra: Bajo explosivo constituido por una mezcla elaborada con clorato de potasio 
y nitrato de amonio, más carbón y azufre. 

Polvorín: Construcción o edificio que cumple con las normas técnicas y de seguridad y es 
utilizado para el almacenamiento permanente o transitorio de explosivos. 
 
Espectáculo Pirotécnico: evento de entretenimiento contratado para realizar un 
despliegue público con productos pirotécnicos de categoría III, diseñado y organizado por 
expertos profesionales acreditados.  
 
Lesiones: afectaciones físicas a la salud humana por productos pirotécnicos que incluyen 
laceraciones, quemaduras en diferentes grados y amputaciones de extremidades.  
 
Formalidad: Proceso de diseño, fabricación y comercialización, de un producto pirotécnico, 
de tal forma que presente el mínimo riesgo para la seguridad de la vida y la salud humana, 
y evite daños a la propiedad y al medio ambiente en condiciones normales y previsibles, en 
particular en lo que se refiere a las reglas de seguridad y a las prácticas correctas, incluido 
el período previo a su utilización. 
 
 
ARTÍCULO 5. FONDO CUENTA PARA LA PREVENCIÓN DE LAS LESIONES. Créese el Fondo 
“Prevenir es vivir”, a cargo del Ministerio de Salud y Protección Social, como un patrimonio 
autónomo de carácter fiduciario, sin personería jurídica ni estructura administrativa. 
 
El objetivo del fondo es proveer recursos destinados a inversión social con el fin de 
garantizar la financiación de planes y programas de prevención que busquen sensibilizar a 
toda la población sobre el peligro del uso, la fabricación, la manipulación, el transporte, el 
almacenamiento, la comercialización, la compra, la venta y el expendio de pólvora, además 
brindar atención especializada a víctimas quemadas por artículos pirotécnicos, en cualquier 
circunstancia, priorizando niños, niñas y adolescentes.  
 
El fondo se compondrá de recursos que provienen y serán apropiados a partir de las 
siguientes fuentes: 

a. Los recursos que se dispongan en los Planes Nacionales de Desarrollo para el objeto 
de la presente ley; 
 

b. El recaudo proveniente de las multas a las que se refiere el artículo 30 de la Ley 
1801 de 2016 y las sanciones de las que habla el artículo 2 de la presente ley; 
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c. Los recursos derivados de las operaciones de financiamiento con entidades 
multilaterales de crédito, entidades de fomento y gobierno extranjero, que pueda 
llegar a celebrar la Nación con destino al patrimonio autónomo; 
 

d. Las donaciones que reciba el Fondo, tanto de origen nacional como internacional, 
con el propósito de desarrollar su objeto; 
 

e. Los demás recursos que obtenga o se le asignen a cualquier título. 
 
 
ARTÍCULO 6. DESTINACIÓN DE LOS RECURSOS DEL FONDO CUENTA “PREVENIR ES VIVIR”. 
Los recursos tendrán la siguiente destinación: 
 
1.    La atención en salud especializada a víctimas quemadas por pólvora, en cualquier 
circunstancia y se priorizará a niños, niñas, adolescentes o personas sujetos de especial 
protección constitucional como personas de la tercera edad, entre otros.  
 
2. Programas de orientación, rehabilitación y recuperación física y psicológica de personas 
que resulten afectadas físicamente producto del uso, la fabricación, la manipulación, el 
transporte, el almacenamiento, la comercialización, la compra, la venta y el expendio de 
pólvora y productos pirotécnicos. 
 
3. Financiación de campañas educativas que creen mecanismos de sensibilización, 
conocimiento y prevención en el manejo y uso de la pólvora, artículos pirotécnicos y fuegos 
artificiales. 
 
4. Demás que se dispongan una vez se reglamente el fondo “prevenir es vivir”. 
 
Parágrafo 1°. El Ministerio de Salud y Protección Social expedirá la reglamentación del 
fondo “prevenir es vivir” en un término no mayor a 6 meses contados a partir de la sanción 
y entrada en vigencia de la presente ley. 
 
Parágrafo 2°. El Gobierno reglamentará lo relacionado con las funciones y 
responsabilidades del Ministerio de Salud y Protección Social como ordenador del gasto en 

relación con el Fondo cuenta, mientras que el control interno y fiscal deberá adelantarse 
de acuerdo con las normas constitucionales y legales vigentes. 
 
Parágrafo 3°. El Ministerio de Salud y Protección Social definirá cada año cuáles serán los 
gastos concretos con cargo al fondo tomando en cuenta las condiciones de inversión fijadas 
en la presente ley. 
 
 
ARTÍCULO 7. COORDINACIÓN INSTITUCIONAL PARA REDUCIR EL NÚMERO DE 
LESIONADOS. El Ministerio del Interior, con base en la información construida por el 
Ministerio de Defensa y el Instituto Nacional de Salud INS, debe organizar una mesa de 
trabajo anual con la participación de las instituciones que considere necesarias, 
promoviendo principios de alineación y coordinación en la reglamentación de la 
importación, fabricación, transporte, comercialización y uso de artículos pirotécnicos, en 
función de reducir y gestionar el riesgo para todos sus participantes, de manera proactiva.  
 
Parágrafo. Esta mesa técnica deberá incluir a productores y distribuidores legales de 
productos pirotécnicos, cuyo concepto no será vinculante, para identificar, evaluar y hacer 
seguimiento a aquellos artefactos que representan mayor riesgo para los usuarios, con el 
fin de adoptar los mecanismos a que haya lugar para la prevención de lesiones, entre los 
cuales se podrá incluir el retiro del mercado de manera efectiva y la divulgación de 
información sobre sus riesgos a la ciudadanía. 
 
 
ARTÍCULO 8. Modifíquese el artículo 15 de la ley 670 de 2001, el cual quedará así:  
 
ARTÍCULO 15. Todo artículo pirotécnico debe llevar una etiqueta sobre la necesidad de usarlo con 
implementos aptos para la manipulación y las prohibiciones de la presente ley, así como la 
circulación restringida de estos materiales por su grado de toxicidad y peligrosidad. Debe quedar 
expresamente señalado que la manipulación de todo tipo de pólvora está expresamente prohibida 
para menores de edad mediante una etiqueta y personas que estén en estado de embriaguez.  

 
 

ARTÍCULO 9°. CULTURA CIUDADANA Y USO DE LA PÓLVORA. CADA municipio o Distrito, a 
iniciativa de su respectivo alcalde, deberá garantizar que se implementen propuestas 
pedagógicas (de auto y mutua regulación) que promuevan cambios de actitudes y 

comportamientos en el uso responsable de la pólvora que incluya como mínimo acciones 
de: 

 
a) Pedagogía a la ciudadanía en general; 

 
b) Pedagogía a los agentes involucrados en el mercado de la pólvora; 

 
c) Pedagogía a los padres, madres o responsables de las niñas, niños y adolescentes; 

 
d) Pedagogía a las y los profesores; 

 
e) Pedagogía a las niñas, niños y adolescentes; 

 
f) Interlocución de las autoridades municipales con los polvoreros, con sus voceros 

institucionales y con sus apoderados. 
 

Parágrafo. Para este fin, las administraciones distritales y municipales podrán disponer de 
los recursos para cultura ciudadana y pedagogía de los que trata el parágrafo del artículo 
180 de la Ley 1801 de 2016. 
 
ARTÍCULO 10°.  VIGENCIA Y DEROGATORIAS. La presente ley rige a partir de la fecha de su 
promulgación y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.  
 
 
EN LOS ANTERIORES TERMINOS FUE APROBADO EL PROYECTO DE LEY NÚMERO 58 DE 
2020 SENADO “POR MEDIO DE LA CUAL SE GARANTIZAN LOS DERECHOS 
FUNDAMENTALES A LA VIDA, LA INTEGRIDAD FÍSICA, LA SALUD Y LA RECREACIÓN DE 
TODOS LOS HABITANTES EN ESPECIAL LOS NIÑOS Y NIÑAS EN EL TERRITORIO NACIONAL 
MEDIANTE LA REGULACIÓN DEL USO, LA FABRICACIÓN, LA MANIPULACIÓN, EL 
TRANSPORTE, EL ALMACENAMIENTO, LA COMERCIALIZACIÓN, LA COMPRA, LA VENTA Y 
EL EXPENDIO DE PÓLVORA Y PRODUCTOS PIROTÉCNICOS EN EL TERRITORIO NACIONAL Y 
SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”., COMO CONSTA EN LAS SESION VIRTUAL DEL DÍA 09 
DE SEPTIEMBRE, CORRESPONDIENTE AL ACTA 15.  

PONENTE: 
 
 

 

RODRIGO LARA RESTREPO  
H. Senador de la República     
 
 
Presidente, 
 
 

S. MIGUEL ANGEL PINTO HERNANDEZ 
 
 
Secretario General, 
 
 
  GUILLERMO LEON GIRALDO GIL 
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PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 157 DE 2020 
SENADO

por la cual se modifica el Código Penal Colombiano Ley 599 de 2000, adicionando una circunstancia  
de agravación punitiva al delito de trata de personas y se dictan otras disposiciones.

PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 157 DE 
2020 SENADO 

 
“POR LA CUAL SE MODIFICA EL CÓDIGO PENAL COLOMBIANO LEY 599 DE 
2000, ADICIONANDO UNA CIRCUNSTANCIA DE AGRAVACIÓN PUNITIVA AL 

DELITO DE TRATA DE PERSONAS Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”. 
 
 

Honorables Senadores: Por designación de la Mesa Directiva de la Comisión Primera 
Constitucional Permanente del Senado de la República, me ha correspondido el estudio del 
Proyecto de Ley número 157 de 2020 Senado, en trámite para segundo debate: “POR LA CUAL 
SE MODIFICA EL CÓDIGO PENAL COLOMBIANO LEY 599 DE 2000, ADICIONANDO 
UNA CIRCUNSTANCIA DE AGRAVACIÓN PUNITIVA AL DELITO DE TRATA DE 
PERSONAS Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”, iniciativa de carácter legislativo, que 
ha sido puesta a consideración del Congreso de Colombia el día 20 de julio de 2020,  por los 
HH.SS: Jhon Milton Rodríguez González, Eduardo Emilio Pacheco Cuello, Édgar Palacios 
Mizrahi; y el HH.RR: Carlos Eduardo Acosta Lozano.  
 
 

ANTECEDENTES DEL PROYECTO DE LEY  
 

El presente proyecto de ley fue aprobado el día 8 de septiembre de 2020 en la Comisión Primera 
Constitucional Permanente del Senado de la República tal como aparece en el texto definitivo en 
primer debate. Se subraya que dentro del marco del debate el H. Senador Carlos Eduardo Guevara 
Villabón dejó como constancia una proposición para adicionar al artículo primero que por su 
unidad de materia no es factible incorporar en el texto. Igualmente, los H. Senadores Angelica 
Lozano Correa, Alexander López Maya y Esperanza Andrade de Osso, dejaron como constancia 
la proposición sustitutiva, adicionando el artículo 1 del proyecto de ley materia de estudio para 
segundo debate, los cuales fueron examinados a la luz de su pertinencia e incorporados algunos 
aspectos de la redacción presentada al texto del mismo, tal como aparece en el pliego de 
modificaciones y en el texto propuesto para segundo debate.  

 
 

ALCANCE Y CONTENIDO DEL PROYECTO DE LEY  

El presente proyecto de ley cuenta con 2 artículos. Se pretende modificar el artículo 188-B de la 
ley 599 de 2000 con lo atinente a las circunstancias de agravación punitiva en caso de trata de 
personas cuando para su comisión, se someta a un niño, niña o adolescente a la ingesta de sustancias 
psicoactivas que inhiban su razón, juicio o voluntad, con fines de mendicidad ajena o similares con 
la adición del numeral 5 del artículo 188-B del Código Penal. Además, se incluye en el artículo 
segundo un aumento de edad para las circunstancias de agravación punitiva. En su artículo 3, se 
adiciona un segundo parágrafo en el cual se estipula que cuando la conducta descrita en el artículo 
188 A y 188 B sea cometida o facilitada por los progenitores del niño, niña o adolescente, o por 
quienes tangan su custodia, se constituirá en causal de perdida de la patria potestad, de conformidad 
con la normatividad vigente. 
 
El alcance y contenido de la norma referente a las circunstancias de agravación punitiva, con 
relación a la trata de personas de conformidad a lo contemplado en el artículo 188-A del Código 
Penal colombiano a la letra dice:  
 

ARTÍCULO 188-A. TRATA DE PERSONAS. El que capte, traslade, acoja o reciba a una 
persona, dentro del territorio nacional o hacia el exterior, con fines de explotación, incurrirá 
en prisión de trece (13) a veintitrés (23) años y una multa de ochocientos (800) a mil 
quinientos (1.500) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 

Para efectos de este artículo se entenderá por explotación el obtener provecho económico o 
cualquier otro beneficio para sí o para otra persona, mediante la explotación de la 
prostitución ajena u otras formas de explotación sexual, los trabajos o servicios forzados, la 
esclavitud o las prácticas análogas a la esclavitud, la servidumbre, la explotación de la 
mendicidad ajena, el matrimonio servil, la extracción de órganos, el turismo sexual u otras 
formas de explotación. 
 
El consentimiento dado por la víctima a cualquier forma de explotación definida en este 
artículo no constituirá causal de exoneración de la responsabilidad penal (Ley 599 de 2000). 

 
Esta iniciativa surge de los derechos fundamentales contemplados en el artículo 44 de la 
Constitución Política de Colombia, referente a los derechos fundamentales de los niños, donde 
estipula que la familia, la sociedad y el Estado tiene la obligación de asistirlos, protegerlos con el 
propósito de garantizar su desarrollo armónico integral y el pleno desarrollo de sus derechos, 
priorizando que los derechos de los niños prevalecen sobre los derechos de los demás que surge 
del interés superior del niño, contemplada en la Convención sobre los Derechos del Niño que 
plantea las medidas concernientes a que las instituciones públicas o privadas de bienestar social, 
tribunales, autoridades administrativas y los órganos legislativos, atiendan el principio del interés 
superior. Así lo ha señalado la Corte Constitucional cuando ha planteado que el interés superior 
del niño es de naturaleza real y relacional, que solo se puede establecer prestando la debida 
consideración a las circunstancias individuales, únicas e irrepetibles de cada menor de edad, que 

en tanto sujeto digno, debe ser atendido por la familia, la sociedad y el Estado con todo el cuidado 
que requiere su situación personal (Sentencia T-503/2003, T-397/2004 y T-502/2011, Corte 
Constitucional).  
  
La génesis de esta iniciativa que parte del delito de “trata de seres humanos” como se señala 
taxativamente en el artículo 188-A del Código Penal colombiano, tiene su base en la Convención 
de las Naciones Unidas contra la delincuencia organizada trasnacional, conocida como el Protocolo 
de Palermo, y se refiere a la trata de seres humanos como un delito transnacional cuya definición 
fue consensuada en ese Protocolo para prevenir, reprimir y sancionar la trata de personas, 
especialmente de mujeres y niños.  
 

“Por ‘trata de personas’ se entenderá la captación, el transporte, el traslado, la acogida o la 
recepción de personas, recurriendo a la amenaza o al uso de la fuerza u otras formas de 
coacción, al rapto, al fraude, al engaño, al abuso de poder o de una situación de 
vulnerabilidad o a la concesión o recepción de pagos o beneficios para obtener el 
consentimiento de una persona que tenga autoridad sobre otra, con fines de explotación. 
Esa explotación incluirá, como mínimo, la explotación de la prostitución ajena u otras 
formas de explotación sexual, los trabajos o servicios forzados, la esclavitud o las prácticas 
análogas a la esclavitud, la servidumbre o la extracción de órganos; la captación, el 
transporte, el traslado, la acogida o la recepción de un niño con fines de explotación se 
considerará ‘trata de personas’ incluso cuando no se recurra a ninguno de los medios 
enunciados. Por ‘niño’ se entenderá toda persona menor de 18 años” (Save the Children, 
Violencia sexual contra los niños y las niñas. Abuso y explotación infantil, 2012, p. 10). 

 
 

IMPORTANCIA Y NECESIDAD DEL PROYECTO DE LEY 
 

De conformidad al ordenamiento jurídico colombiano, el principio de corresponsabilidad 
consagrado en el artículo 10 de la Ley 1098 de 2006 señala que la familia, la sociedad y el Estado 
son responsables de las acciones tendientes a garantizar el ejercicio de los derechos de los niños, 
niñas y adolescentes, como corresponsables de su atención, cuidado y protección. Por tal razón, es 
necesario que en situaciones como el sometimiento de niños, niñas y adolescentes a condiciones 
que violen sus derechos fundamentales consagrados en el Título I capítulo II del Código de Infancia 
y Adolescencia, sean severamente reprochadas por la familia, la sociedad y el Estado, muy 
especialmente cuando se cometen delitos dónde los niños se encuentran en estado de vulnerabilidad 
y su situación personal y dignidad humana se vean amenazadas dentro de las circunstancias penales 
que consagra el artículo 188-A del Código Penal especialmente en casos de mendicidad ajena.  
 
Sin embargo, los hechos fácticos evidencian un lamentable número de niños, niñas y adolescentes 
que en Colombia, a diario, son sometidos a tratos que atentan contra sus derechos, al ser alquilados 
por sus padres o cuidadores a personas que tienen como actividad la mendicidad en calle, 

modalidad que se conoce con el nombre de mendicidad ajena, y quienes para usar al niño, niña o 
adolescente, deben someterlo a la ingesta de cualquier sustancia química que altere su 
comportamiento, inhibiendo sus sentidos, generando un estado de adormecimiento y enajenación 
de su voluntad con los progenitores en muchos casos y aún  con extraños que generalmente lo carga 
en brazos o lo lleva de la mano, y evitando sospechas con el transeúnte a quien se le pide limosna, 
con el agravante de las consecuencias físicas o psíquicas generadas por el uso de sustancias 
químicas sobre la humanidad de los niños, que puedan causar dependencia, daños irreparables o 
incluso la muerte.  
 
Si bien, la norma penal en el artículo 188-A se refiere a la mendicidad ajena, las circunstancias de 
agravación punitiva no contemplan el más usual de los tipos de mendicidad que se presentan en la 
realidad colombiana cuando a los niños, niñas o adolescentes se le somete a la ingesta de sustancias 
químicas que alteran su comportamiento, enajenan su voluntad y transforman significativamente 
el proyecto de vida de las personas en las etapas de su desarrollo humano. Por consiguiente, el 
legislador colombiano debe asumir la tarea de legislar estas situaciones que comprometen, la salud, 
el bienestar y el desarrollo ulterior de los menores.  
 
En tal virtud, es relevante dentro de esta protección de los derechos de los niños consagrados en la 
normatividad interna y los instrumentos internacionales de derechos humanos, que las 
circunstancias de agravación se extiendan cuando el delito se cometa en todo menor de edad, no 
solamente a los niños o niñas entre cero (0) y doce (12) años, sino también a los adolescentes entre 
doce (12) y dieciocho (18) años de edad; con el propósito de entramar la norma penal de agravación 
punitiva señalada en el artículo 188-B del Código Penal, en sus efectos jurídicos de protección a 
todas las personas víctimas de delitos contra sujetos de derechos menores de dieciocho años. En 
este caso, el presente proyecto de ley propone aumentar en la mitad de la misma pena en las 
circunstancias de agravación punitiva, específicamente en casos de explotación de la mendicidad 
ajena en circunstancias de sometimiento de los niños, niñas o adolescentes mediante la ingesta 
de ingesta de sustancias psicoactivas que inhiban su razón, juicio o voluntad, como lo 
contempla el artículo 188-A del Código Penal referente a la trata de personas. Y estas personas son 
los niños, niñas y adolescentes entre cero (0) y dieciocho (18) años de edad.  
 
Asimismo, se subraya en el presente proyecto de ley cuando la conducta descrita en el artículo 188 
A y 188 B sea cometida o facilitada por los progenitores del niño, niña o adolescente, o por quienes 
lo tengan bajo su custodia o cuidado, con fines de mendicidad o similar, dará lugar a la terminación 
de la patria potestad por emancipación judicial, previo al procedimiento legal vigente, adelantado 
por la autoridad administrativa o judicial según el caso. Es pertinente señalar que, en Colombia, de 
acuerdo al artículo 315 del Código Civil colombiano se termina la patria potestad por emancipación 
judicial cuando el juez lo decrete, y uno de los casos es el atinente al maltrato del hijo. De igual 
manera, en concordancia con el artículo 14 de la Ley de Infancia y Adolescencia cuando se violen 
los parámetros establecidos referentes la responsabilidad parental que se constituye en el 
complemento de la patria potestad establecida en la legislación civil. Se trata de casos de violencia 
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física o psicológica o en actos que impidan el ejercicio de los derechos de los niñas, niños y 
adolescentes (artículo 14, Ley 1098 de 2006).     
 
En consecuencia, esta iniciativa pretende con la presente modificación del Código Penal en el 
artículo 188-B, dejar taxativamente estipulada la circunstancia de agravación punitiva en los casos 
que se vea comprometida la vida, salud, bienestar, protección y la dignidad de los niñas, niños y 
adolescentes de conformidad a lo establecido en la Ley de Infancia y Adolescencia, ante estos 
flagelos de “trata de personas”. Por consiguiente, este proyecto de ley propende por el mejor 
ambiente de felicidad, amor y comprensión para los niños, niñas y adolescentes, priorizando la vida 
y la dignidad humana del futuro generacional de Colombia.   
 
 
 

PLIEGO DE MODIFICACIONES PARA SEGUNDO DEBATE AL PROYECTO DE LEY 
157/20 SENADO 

“POR LA CUAL SE MODIFICA EL CÓDIGO PENAL COLOMBIANO LEY 599 DE 
2000, ADICIONANDO UNA CIRCUNSTANCIA DE AGRAVACIÓN PUNITIVA AL 

DELITO DE TRATA DE PERSONAS Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES” 

 
TEXTO APROBADO EN PRIMER 

DEBATE 
MODIFICACIÓN PARA SEGUNDO 

DEBATE 
Artículo 1. Modifíquese el artículo 188-B del 
Código Penal Colombiano, Ley 599 de 2000, 
el cual quedará así:  
 
Artículo 188-B. Circunstancias de agravación 
punitiva. Las penas para los delitos descritos 
en el artículo 188 y 188-A, se aumentará de 
una tercera parte a la mitad, cuando: 
 
1. Cuando se realice en persona que padezca, 
inmadurez psicológica, trastorno mental, 
enajenación mental y trastorno psíquico, 
temporal o permanentemente o sea menor de 
18 años. 
 
2. Como consecuencia, la víctima resulte 
afectada en daño físico permanente y/o lesión 

Artículo 1°. Modifíquese el artículo 188-B 
del Código Penal Colombiano, Ley 599 de 
2000, el cual quedará así:  
 
Artículo 188-B. Circunstancias de agravación 
punitiva. Las penas para los delitos descritos 
en el artículo 188 y 188-A, se aumentará de 
una tercera parte a la mitad, cuando:  
 
1. Cuando se realice en persona que padezca, 
inmadurez psicológica, trastorno mental, 
enajenación mental y trastorno psíquico, 
temporal o permanentemente. 
 
2. Como consecuencia, la víctima resulte 
afectada en daño físico permanente y/o lesión 
psíquica, inmadurez mental, trastorno mental 

psíquica, inmadurez mental, trastorno mental 
en forma temporal o permanente o daño en la 
salud de forma permanente. 
 
3. El responsable sea cónyuge o compañero 
permanente o pariente hasta el tercer grado de 
consanguinidad, segundo de afinidad y 
primero civil. 
 
4. El autor o partícipe sea servidor público. 
 
5. Cuando para su comisión, se someta a un 
niño, niña o adolescente a la ingesta de 
sustancias psicoactivas que inhiban su razón, 
juicio o voluntad, con fines de mendicidad o 
similares. 
 
PARÁGRAFO PRIMERO. Cuando las 
conductas descritas en los artículos 188 y 188-
A se realice sobre menor de dieciocho (18) 
años se aumentará en la mitad de la misma 
pena 
 
PARÁGRAFO SEGUNDO. Cuando la 
conducta descrita en el artículo 188 A y 188 B 
sea cometida o facilitada por los progenitores 
del niño, niña o adolescente, o por quienes lo 
tengan bajo su custodia o cuidado, con fines de 
mendicidad o similar, dará lugar a la 
terminación de la patria potestad por 
emancipación judicial, previo al procedimiento 
legal vigente, adelantado por la autoridad 
administrativa o judicial según el caso. 

en forma temporal o permanente o daño en la 
salud de forma permanente.  
 
3. El responsable sea cónyuge o compañero 
permanente o pariente hasta el tercer grado de 
consanguinidad, segundo de afinidad y 
primero civil. 
 
4. El autor o partícipe sea servidor público.  
 
5. Cuando para su comisión, se someta a un 
niño, niña o adolescente a la ingesta de 
sustancias psicoactivas que inhiban su razón, 
juicio o voluntad, con fines de mendicidad 
ajena o cualquier otro fin de explotación o 
para la realización de los trayectos 
migratorios relacionados con la entrada o 
salida de niños, niñas y adolescentes de 
Colombia, sin el cumplimiento de los 
requisitos legales.  
 
PARÁGRAFO PRIMERO. Cuando las 
conductas descritas en los artículos 188 y 188-
A se realice sobre menor de dieciocho (18) 
años se aumentará en la mitad de la misma 
pena.  
 
PARÁGRAFO SEGUNDO. Cuando la 
conducta descrita en el artículo 188 y 188 A 
sea cometida o facilitada por los progenitores 
del niño, niña o adolescente, o por quienes lo 
tengan bajo su custodia o cuidado, con fines 
de mendicidad ajena o cualquier otro fin de 
explotación, dará lugar a la terminación de la 
patria potestad por emancipación judicial, 
previo al procedimiento legal vigente, 
adelantado por la autoridad administrativa o 
judicial según el caso. 

PROPOSICIÓN 
 
Con las anteriores consideraciones, propongo a la Plenaria del Senado de la República, dar segundo 
debate al Proyecto de Ley número 157 de 2020 Senado “Por la cual se modifica el Código Penal 
colombiano ley 599 de 2000, adicionando una circunstancia de agravación punitiva al delito de 
trata de personas y se dictan otras disposiciones”, de conformidad al pliego de modificaciones 
propuesto.  
  
Cordialmente,  
 
 
 
EDUARDO EMILIO PACHECO CUELLO 
Senador de la República 
Ponente 

TEXTO PROPUESTO PARA SEGUNDO DEBATE  

PROYECTO DE LEY 157/20 SENADO  
 

“POR LA CUAL SE MODIFICA EL CÓDIGO PENAL COLOMBIANO LEY 599 DE 
2000, ADICIONANDO UNA CIRCUNSTANCIA DE AGRAVACIÓN PUNITIVA AL 

DELITO DE TRATA DE PERSONAS Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”. 

EL CONGRESO DE COLOMBIA 

DECRETA: 
 

Artículo 1°. Modifíquese el artículo 188-B del Código Penal Colombiano, Ley 599 de 2000, el 
cual quedará así:  

Artículo 188-B. Circunstancias de agravación punitiva. Las penas para los delitos descritos 
en el artículo 188 y 188-A, se aumentará de una tercera parte a la mitad, cuando:  

1. Cuando se realice en persona que padezca, inmadurez psicológica, trastorno mental, 
enajenación mental y trastorno psíquico, temporal o permanentemente. 

2. Como consecuencia, la víctima resulte afectada en daño físico permanente y/o lesión 
psíquica, inmadurez mental, trastorno mental en forma temporal o permanente o daño en la 
salud de forma permanente.  

3. El responsable sea cónyuge o compañero permanente o pariente hasta el tercer grado de 
consanguinidad, segundo de afinidad y primero civil. 

4. El autor o partícipe sea servidor público.  

5. Cuando para su comisión, se someta a un niño, niña o adolescente a la ingesta de 
sustancias psicoactivas que inhiban su razón, juicio o voluntad, con fines de mendicidad 
ajena o cualquier otro fin de explotación o para la realización de los trayectos migratorios 
relacionados con la entrada o salida de niños, niñas y adolescentes de Colombia, sin el 
cumplimiento de los requisitos legales.  

PARÁGRAFO PRIMERO. Cuando las conductas descritas en los artículos 188 y 188-A se 
realice sobre menor de dieciocho (18) años se aumentará en la mitad de la misma pena.  
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PARÁGRAFO SEGUNDO. Cuando la conducta descrita en el artículo 188 y 188 A sea cometida 
o facilitada por los progenitores del niño, niña o adolescente, o por quienes lo tengan bajo su 
custodia o cuidado, con fines de mendicidad ajena o cualquier otro fin de explotación, dará lugar a 
la terminación de la patria potestad por emancipación judicial, previo al procedimiento legal 
vigente, adelantado por la autoridad administrativa o judicial según el caso. 

 

Artículo 2. La presente ley rige a partir de su promulgación y deroga todas las disposiciones que 
le sean contrarias. 

 

 

 
EDUARDO EMILIO PACHECO CUELLO 
Senador de la República 
Ponente 

18-09-20. COMISION PRIMERA H. SENADO DE LA REPUBLICA. SECRETARIA 
COMISION. SESIONES VIRTUALES. n la fecha se radica en el correo 
comisión.primera@senado.gov.co la ponencia para segundo de esta iniciativa.  
 
 

 

 
18-09-20. COMISION PRIMERA H. SENADO DE LA REPUBLICA. SECRETARIA 
COMISION. SESIONES VIRTUALES. Acorde al artículo 165 de la Ley 5ª de 1992, se autoriza 
por parte de la Presidencia y la Secretaría de esta célula legislativa, la publicación de este 
informe de ponencia para segundo debate.  
 
 
Presidente, 

 
 
 
 

 

TEXTO APROBADO POR LA COMISIÓN PRIMERA DEL H. 
SENADO DE LA REPÚBLICA 

 

PROYECTO DE LEY 157 DE 2020 SENADO  
 

 
 
 

 EL CONGRESO DE COLOMBIA 
 

DECRETA: 
 

 
ARTÍCULO 1. Modifíquese el artículo 188-B del Código Penal Colombiano, Ley 599 de 2000, 
el cual quedará así:  
 
ARTÍCULO 188-B. CIRCUNSTANCIAS DE AGRAVACIÓN PUNITIVA. Las penas para los delitos 
descritos en el artículo 188 y 188-A, se aumentará de una tercera parte a la mitad, cuando: 

 
1. Cuando se realice en persona que padezca, inmadurez psicológica, trastorno mental, 

enajenación mental y trastorno psíquico, temporal o permanentemente o sea menor de 18 años. 
2. Como consecuencia, la víctima resulte afectada en daño físico permanente y/o lesión psíquica, 

inmadurez mental, trastorno mental en forma temporal o permanente o daño en la salud de 
forma permanente. 

3. El responsable sea cónyuge o compañero permanente o pariente hasta el tercer grado de 
consanguinidad, segundo de afinidad y primero civil. 

4. El autor o partícipe sea servidor público. 
5. Cuando para su comisión, se someta a un niño, niña o adolescente a la ingesta de sustancias 

psicoactivas que inhiban su razón, juicio o voluntad, con fines de mendicidad o similares. 

PARÁGRAFO PRIMERO. Cuando las conductas descritas en los artículos 188 y 188-A se realice sobre 
menor de dieciocho (18) años se aumentará en la mitad de la misma pena. 
 
PARÁGRAFO SEGUNDO. Cuando la conducta descrita en el artículo 188 A y 188 B sea cometida o 
facilitada por los progenitores del niño, niña o adolescente, o por quienes lo tengan bajo su custodia 
o cuidado, con fines de mendicidad o similar, dará lugar a la terminación de la patria potestad por 
emancipación judicial, previo al procedimiento legal vigente, adelantado por la autoridad 
administrativa o judicial según el caso. 
 
 
ARTÍCULO 2°.  La presente ley rige a partir de su promulgación y deroga todas las 
disposiciones que le sean contrarias.  
 
EN LOS ANTERIORES TERMINOS FUE APROBADO EL PROYECTO DE LEY 157/20 SENADO 
“POR LA CUAL SE MODIFICA EL CÓDIGO PENAL COLOMBIANO LEY 599 DE 2000, 
ADICIONANDO UNA CIRCUNSTANCIA DE AGRAVACIÓN PUNITIVA AL DELITO DE TRATA 
DE PERSONAS Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”., COMO CONSTA EN LAS SESION 
VIRTUAL DEL DÍA 09 DE SEPTIEMBRE, CORRESPONDIENTE AL ACTA 15.  
 
 
PONENTE: 
 
 
 
EDUARDO EMILIO PACHECO CUELLO  
H. Senador de la República     
 
Presidente, 
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INFORME DE PONENCIA SEGUNDO DEBATE EN SENADO PROYECTO DE LEY 
NÚMERO 275 DE 2019 SENADO - 007 DE 2019 CÁMARA

por medio de la cual se regula el funcionamiento de los consultorios jurídicos de las instituciones  
de educación superior.

Bogotá, D. C., Septiembre 21 de 2020 
 
 
Honorable Senadora 
PALOMA VALENCIA LASERNA 
Vicepresidenta Comisión Primera  
Senado de la República 
Ciudad 
 
 
REF: INFORME DE PONENCIA SEGUNDO DEBATE EN SENADO PL 275 

DE 2019 SENADO - 007 DE 2019 CÁMARA  
 
 
Señor Vicepresidenta: 
 
 
De acuerdo con el encargo impartido por la mesa directiva del Senado de la 
República, se procede a presentar el informe de ponencia para cuarto y último 
debate (segundo debate en Senado), correspondiente al proyecto de ley de la 
referencia, “Por medio de la cual se regula el funcionamiento de los 
consultorios jurídicos de las instituciones de educación superior”, de iniciativa 
conjunta del Gobierno Nacional – Ministerio de Justicia y del Derecho, con los 
H. Representantes Gabriel Vallejo Chufji y Harry González García. 
 
 
ANTECEDENTES Y CONSIDERACIONES SOBRE CONVENIENCIA DE LA 
INICIATIVA 
 
El presente proyecto de Ley se radicó el día 20 de julio de 2019 por parte del 
Gobierno Nacional, publicándose en la Gaceta del Congreso número 655 del 
24 de julio de 2019. 
 
El proyecto se sustenta sobre la experiencia recogida por el Gobierno Nacional 
a partir de eventos participativos con las facultades de Derecho en diferentes 
regiones del país. Se partió de comprender que, además de su función de 
servicio social, los Consultorios Jurídicos son escenarios para la formación de 
los futuros abogados. En este sentido, mediante esta iniciativa se procura que 
los Consultorios también sirvan para desplegar una serie de aptitudes, 

técnicas, estrategias y habilidades prácticas que constituyan una idónea 
capacitación desde la formación universitaria para comprender 
adecuadamente el funcionamiento de la administración de justicia, así como 
para estar en capacidad de ejercer una apropiada defensa técnica de intereses 
superiores para la ciudadanía en consonancia con las disposiciones 
constitucionales que los consagran.  
 
Así, la actualización de la regulación legal de los consultorios jurídicos 
pretende robustecer la formación de los abogados en la etapa de aprendizaje 
práctico y mejorar los estándares de acceso a la administración de justicia de 
la población vulnerable –no solo, aunque también, en condición de pobreza–, 
a fin de que puedan contar con la asistencia y representación de personas con 
la formación jurídica necesaria para atender sus requerimientos más urgentes.  
 
De esta manera, el proyecto incrementa los asuntos de competencia de los 
consultorios jurídicos ante la jurisdicción, extendiéndolos también a algunos 
de conocimiento de las autoridades administrativas. Igualmente, define los 
principios y objetivos que deben orientar la acción de los Consultorios 
Jurídicos, amplía la población receptora de servicios y dispone la incorporación 
de las nuevas tecnologías a la gestión de estas instancias.  
 
En definitiva, el presente proyecto de ley apunta al fortalecimiento de los 
Consultorios Jurídicos como escenarios de aprendizaje práctico de las 
universidades, en los cuales los estudiantes de los programas de Derecho, 
bajo la supervisión, la guía y la coordinación del personal docente y 
administrativo que apoya el ejercicio académico, adquieren conocimientos y 
desarrollan competencias, habilidades y valores éticos para el ejercicio de la 
profesión de abogado, brindando un servicio obligatorio y gratuito de asistencia 
jurídica a la población en situación de vulnerabilidad.  
 
Esta iniciativa también tiene un impacto positivo indirecto, en el sentido de 
propiciar el mejoramiento de las condiciones de confianza en los abogados por 
parte de los ciudadanos, como consecuencia de la inmersión de los 
estudiantes de Derecho en el aspecto práctico de la profesión, la conexión de 
estos con su contexto socioeconómico y el desarrollo de la función social del 
abogado desde la etapa de formación universitaria. 
 
De la misma forma, más allá de su misión de servicio social, los Consultorios 
Jurídicos pueden desempeñar un papel importante como escenarios de oferta 

efectiva para la ruta de solución de las necesidades jurídicas desde la 
perspectiva de acceso a la justicia, en especial en un escenario de 
estabilización y consolidación de la paz. 
 
Ahora bien, como se señala en la exposición de motivos, “este Proyecto es 
solo el punto de partida para alimentar la discusión en el Parlamento, foro de 
deliberación democrática por excelencia, donde seguramente podrá nutrirse 
de propuestas constructivas tanto de los Legisladores como de la sociedad en 
general”, consideración en virtud de la cual el día 3 de octubre de 2019 se 
realizó una audiencia pública, en la cual intervinieron representantes de los 
consultorios jurídicos de 10 universidades, así como el entonces Presidente 
del Consejo Superior de la Judicatura. 
 
Recogiendo las intervenciones efectuadas en la referida audiencia pública, se 
sometió a consideración de la Comisión Primera de la Cámara de 
Representantes la correspondiente ponencia, publicada en la Gaceta del 
Congreso número 1035 del 23 de octubre de 2019, producto de lo cual la 
iniciativa resultó aprobada en primer debate el día 5 de noviembre de 2019. 
 
Posteriormente, se radicó ponencia para segundo debate, en la cual los 
ponentes tuvieron en cuenta las consideraciones efectuadas en el trámite del 
Proyecto hasta ese punto. Dicha ponencia fue publicada en la Gaceta del 
Congreso número 1120 del 25 de noviembre de 2019, sometiéndose a 
segundo debate en la Plenaria de la Cámara de Representantes el día 3 de 
diciembre de 2019, día en el que la iniciativa resultó aprobada en dicha célula 
legislativa; pasando al Senado de la República. 
 
Una vez recibido el Proyecto de Ley en el Senado de la República, el suscrito 
Senador rindió informe de ponencia ante la Comisión Primera de dicha célula 
legislativa, la cual fue publicada en la Gaceta del Congreso número 565 del 28 
de julio de 2020. El primer debate en Senado se llevó a cabo el día 5 de agosto 
de 2020, logrando su aprobación en Comisión; pasando así a su último debate, 
en el marco del cual se rinde este informe de ponencia.  

 
TEXTO APROBADO POR LA COMISIÓN PRIMERA DEL SENADO 

 
Dando cumplimiento a lo previsto en la Ley 5 de 1992, a continuación se 
presenta el texto aprobado en primer debate por la Comisión Primera del 
Senado en la sesión realizada el día 5 de agosto de 2020.  
 
 
 
TEXTO APROBADO EN PRIMER DEBATE DEL PROYECTO DE LEY No. 275 
DE 2019 SENADO - 007 DE 2019 CÁMARA, “POR MEDIO DE LA CUAL SE 
REGULA EL FUNCIONAMIENTO DE LOS CONSULTORIOS JURÍDICOS DE 
LAS INSTITUCIONES DE EDUCACIÓN SUPERIOR” 

 
El Congreso de Colombia  

 
DECRETA: 

 

ARTÍCULO 1°. OBJETO. El objeto de esta ley es establecer el marco 
normativo por medio del cual se regula la práctica del Consultorio Jurídico de 
las Instituciones de Educación Superior.  

ARTÍCULO 2°. DEFINICIÓN. El Consultorio Jurídico es un escenario de 
aprendizaje práctico de las Instituciones de Educación Superior, autorizado en 
los términos de esta ley, en el cual los estudiantes de los programas de 
Derecho, bajo la supervisión, la guía y la coordinación del personal docente y 
administrativo que apoya el ejercicio académico, adquieren conocimientos y 
desarrollan competencias, habilidades y valores éticos para el ejercicio de la 
profesión de abogado, prestando el servicio obligatorio y gratuito de asistencia 
jurídica a la población establecida en la presente ley.  

ARTÍCULO 3°. PRINCIPIOS. El Consultorio Jurídico estará orientado bajo 
los siguientes principios generales:  

1. Educación Jurídica Práctica. El Consultorio Jurídico garantiza procesos 
de aprendizaje a partir del acercamiento de los estudiantes a las 
personas en condición de vulnerabilidad, la sociedad, las necesidades 
jurídicas que enfrentan y los contextos en que se desarrollan, al igual 
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que fomenta el desarrollo de estrategias y de acciones de defensa de 
sus derechos dentro de estándares de innovación, calidad y actualidad, 
colaborando con la administración de justicia y asegurando el 
cumplimiento del derecho de acceso a la justicia.  

2. Autonomía Universitaria. Sin perjuicio de las disposiciones establecidas 
en el contenido de esta ley, se reconoce la autonomía de las 
instituciones de educación superior, las cuales cuentan con las 
competencias para regular todos los aspectos relativos al 
funcionamiento, administración y reglamento de los consultorios 
jurídicos, así como la correspondencia entre estos aspectos y el 
contenido de sus Proyectos Educativos Institucionales y Proyectos 
Educativos de Programa.  

3. Formación Integral. El Consultorio Jurídico constituye un escenario 
idóneo para la formación académica, profesional, técnica, humana, 
social y ética del abogado, permitiendo a los estudiantes de Derecho 
adquirir, mediante experiencias propias del ejercicio de la profesión, los 
saberes y habilidades necesarias y esperados para el ejercicio de la 
abogacía.  

4. Interés general. El Consultorio Jurídico busca la defensa del interés 
general, su armonización con los intereses particulares y con los fines 
del Estado Social de Derecho, propendiendo por la justicia y la equidad 
en la sociedad.  

5. Función social. El Consultorio Jurídico orienta su acción a la defensa 
de derechos de sujetos de especial protección constitucional y 
personas naturales que carezcan de medios económicos para contratar 
los servicios de un profesional en Derecho, o en general personas o 
grupos que, por sus circunstancias especiales, se encuentren en 
situación de vulnerabilidad o indefensión, en los términos establecidos 
en la presente ley. 

6. Progresividad. Las prácticas jurídicas formativas que se desarrollan en 
el Consultorio Jurídico se articulan de manera progresiva con el 
currículo diseñado y acogido por la Institución de Educación Superior y 
el programa de acuerdo con su naturaleza, modalidad y metodología.  

7. Gratuidad. El Consultorio Jurídico presta servicios jurídicos gratuitos en 
favor de las personas beneficiadas que se definen en esta ley. Los 

gastos necesarios para el impulso procesal y las costas judiciales en 
los trámites que apliquen serán asumidos por el usuario y en ningún 
caso los asumirá el estudiante.  

8. Inclusión. El Consultorio Jurídico garantiza los ajustes razonables 
necesarios para asegurar que los estudiantes, docentes y las personas 
beneficiarias de sus servicios puedan tener acceso y participar 
activamente en ellos, en igualdad de condiciones. Así mismo, fomenta 
en los estudiantes una perspectiva de igualdad, respeto por la 
diversidad e inclusión.  

9. Accesibilidad. El Consultorio Jurídico asegura a todos los estudiantes, 
docentes y usuarios el acceso en igualdad de condiciones al entorno 
físico, la información y las comunicaciones relacionadas con la 
prestación de sus servicios, y establece parámetros que les permitan 
acceder a servicios no presenciales. En relación con los usuarios de la 
administración de justicia, facilitan, en la medida de sus posibilidades y 
conforme a lo que se determine en los reglamentos de las instituciones 
de educación superior, que los sujetos procesales puedan acceder en 
sus sedes a las actuaciones virtuales. 

10. Confidencialidad. Los miembros del Consultorio Jurídico no podrán 
revelar o utilizar la información suministrada por quienes solicitan la 
prestación de sus servicios, a menos que hayan recibido del solicitante 
autorización escrita para ello, o que tengan necesidad de hacer 
revelaciones para evitar la comisión de un delito.  

11. Calidad. Cada Universidad fijará los estándares que garanticen la 
calidad y eficiencia en la prestación del servicio en el correspondiente 
consultorio jurídico y centro de conciliación. 

ARTÍCULO 4°. OBJETIVOS. El Consultorio Jurídico garantiza los siguientes 
objetivos:  

1. Formación Práctica. Fortalecer el proceso educativo interdisciplinar de 
los estudiantes de los programas de Derecho mediante la articulación 
de la teoría y la práctica a partir de casos reales con un enfoque 
humanístico y ético.  

2. Acceso a la justicia. Contribuir a que las personas beneficiarias de sus 
servicios accedan a la asesoría jurídica, la conciliación extrajudicial en 

derecho, la representación judicial y extrajudicial, la pedagogía en 
derechos y el ejercicio del litigio estratégico de interés público.  

3. Proyección social. Generar conciencia acerca de la responsabilidad y 
función social que comporta el ejercicio de la abogacía, en cuyo 
desarrollo se debe actuar como agente activo en la reducción de la 
desigualdad y el alcance de la equidad social.  

4. Innovación jurídica. Propiciar, a través de la Institución de Educación 
Superior, el conocimiento científico, reflexivo e innovador del Derecho, 
contribuyendo a su vez con la transformación digital para el 
fortalecimiento de su ejercicio, atendiendo a las realidades 
contemporáneas de interés para el campo jurídico y que tengan 
impacto sobre el contexto socioeconómico de las comunidades donde 
ostenta influencia la facultad de derecho.  

5. Resolución de conflictos: Impulsar los diferentes métodos de solución 
de conflictos y la justicia restaurativa, como herramientas encaminadas 
a la autocomposición de las controversias que se suscitan en el marco 
de la convivencia social.  

ARTÍCULO 5°. CREACIÓN Y FUNCIONAMIENTO DE CONSULTORIOS 
JURÍDICOS. Las Instituciones de Educación Superior con Programa de 
Pregrado en Derecho tendrán un Consultorio Jurídico que para su 
funcionamiento requerirá aprobación del Ministerio de Justicia y del Derecho, 
en los términos que establezca la reglamentación correspondiente.  

De manera permanente, los Consultorios Jurídicos deberán garantizar las 
condiciones de funcionamiento conforme a las disposiciones que establezca 
el Gobierno nacional. El Ministerio de Justicia y del Derecho será el encargado 
de ejercer el control y la vigilancia sobre los mismos.  

Parágrafo Transitorio. El Gobierno nacional reglamentará la materia dentro 
de los seis (6) meses siguientes a la entrada en vigencia de esta ley. Hasta 
tanto no se expida el reglamento respectivo, el trámite de aprobación de 
funcionamiento de los Consultorios Jurídicos se adelantará ante el Consejo 
Superior de la Judicatura.  

ARTÍCULO 6°. SERVICIOS DE LOS CONSULTORIOS JURÍDICOS. Los 
Consultorios Jurídicos prestarán servicios de asesoría jurídica, conciliación 

extrajudicial en derecho, representación judicial y extrajudicial, adelantamiento 
de actuaciones administrativas e interposición de recursos en sede 
administrativa y pedagogía en derechos. Así mismo, podrán prestar servicios 
de conciliación en equidad, mediación, mecanismos de justicia restaurativa y 
litigio estratégico de interés público, así como todos aquellos otros servicios 
que guarden relación y permitan el cumplimiento de los principios y objetivos 
establecidos en esta ley. 

Estos servicios se prestarán por conducto de los estudiantes de Derecho, 
bajo la guía, supervisión y control del Consultorio Jurídico, el cual se podrá 
cursar a partir de la aprobación de por lo menos la mitad de los créditos 
académicos del plan de estudios y en cualquier caso hasta su finalización, 
cumpliendo con los requisitos que establezca cada institución de educación 
superior conforme a los principios de autonomía y progresividad previstos en 
la presente ley. 

La prestación de los servicios en el consultorio jurídico por parte de los 
estudiantes no podrá ser menor a dos ni exceder de cinco semestres. En 
aplicación de los principios de autonomía y progresividad consagrados en la 
presente ley, cada institución de educación superior definirá dentro de ese 
rango el tiempo de prestación de los diferentes servicios a cargo de los 
estudiantes de los consultorios. Con todo, los estudiantes ejercerán las 
funciones de representación de terceros consagradas en el artículo 9 de esta 
Ley a partir de la aprobación de todas las asignaturas habilitantes para este 
efecto según el respectivo Programa de Derecho y por lo menos durante dos 
semestres, para lo cual los consultorios propiciarán las condiciones necesarias 
para la prestación efectiva de este servicio.  

El Consultorio Jurídico, como componente de la formación práctica del 
estudiante de derecho y que hará parte integral del currículo, en ningún caso 
será susceptible de omisión, homologación, convalidación o sustitución.  

Parágrafo 1°. Para los efectos de esta ley, se entiende por litigio estratégico 
de interés público las acciones jurídicas encaminadas a lograr un efecto 
significativo en las políticas públicas, la legislación y la sociedad civil, a través 
de la garantía de los derechos. El litigio estratégico de interés público lo podrán 
adelantar los consultorios jurídicos mediante el empleo del modelo 
pedagógico de las clínicas jurídicas o el desarrollo de otras estrategias 
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pedagógicas que promuevan la integración entre la investigación aplicada y el 
desarrollo de acciones jurídicas para lograr un resultado de alto impacto social. 

Parágrafo 2°. No estarán obligados a prestar el servicio de representación 
a terceros los estudiantes que certifiquen que desempeñan labores en áreas 
jurídicas en el sector público. La institución de educación superior podrá 
disponer que tales estudiantes desarrollen su práctica en el Consultorio 
Jurídico prescindiendo de la representación de terceros y a través de los 
demás servicios prestados por este, estableciendo las respectivas fórmulas 
para compensar las cargas de trabajo en relación con aquellos estudiantes 
que sí deban prestar la representación de terceros. 

No obstante, lo anterior, los estudiantes que, bajo las condiciones 
expresadas en el inciso anterior, opten por ejercer la representación a 
terceros, no podrán actuar contra la Nación, el departamento, el distrito o el 
municipio, según la esfera administrativa a la que pertenezca la entidad a la 
cual presten sus servicios. La entidad deberá otorgar los permisos a que haya 
lugar, sin perjuicio de las compensaciones que se establezcan internamente 
para el efecto. 

Parágrafo 3°. Para la prestación del servicio de conciliación extrajudicial en 
derecho, los consultorios jurídicos deberán organizar su propio centro de 
conciliación, conforme a los parámetros legales y reglamentarios de creación, 
funcionamiento y supervisión que regulan la materia. Los consultorios jurídicos 
también podrán crear y poner en funcionamiento centros de conciliación en 
equidad, mediación y justicia restaurativa o disponer de espacios o escenarios 
para la prestación de sus servicios, según lo estime pertinente cada 
consultorio jurídico. 

ARTÍCULO 7°. PRESTACIÓN DEL SERVICIO. Los servicios de asesoría 
jurídica y pedagogía en derecho propios del Consultorio Jurídico podrán 
prestarse a entidades públicas o privadas, en las áreas pro bono de firmas de 
abogados, en despachos judiciales, notarías, organismos internacionales, 
organizaciones no gubernamentales, cajas de compensación familiar, centros 
de conciliación y centros de mediación y conciliación en equidad, cuando tales 
servicios sean en provecho de los beneficiarios y con el alcance indicado en 
el artículo  siguiente, y previa suscripción de convenios o acuerdos, bajo la 
verificación permanente por parte de la institución de educación superior de la 
connotación jurídica y de los beneficiarios de las actividades realizadas. 

Parágrafo. La prestación de los servicios indicados en este artículo, no 
comportará bajo ninguna circunstancia la prestación del servicio de 
representación a terceros consagradas en el artículo 9 de esta ley.  

ARTÍCULO 8°. BENEFICIARIOS DE LOS SERVICIOS. Los Consultorios 
Jurídicos prestarán servicios de asesoría jurídica y litigio estratégico de interés 
público a sujetos de especial protección constitucional que carezcan de 
acceso a medios de defensa judiciales idóneos y eficaces para la protección 
de sus derechos, a personas naturales que carezcan de medios económicos 
para contratar los servicios de un profesional en Derecho, y en general a 
personas o grupos que, por sus circunstancias especiales, se encuentren en 
situación de vulnerabilidad o indefensión, cuando se trate de asuntos 
íntimamente ligados con su condición.  

Los demás servicios a cargo del Consultorio Jurídico solo se prestarán a 
personas naturales que carezcan de medios económicos para contratar los 
servicios de un profesional en Derecho, previa evaluación de la situación 
socioeconómica particular de los usuarios que los solicitan, conforme a los 
criterios establecidos por la Institución de Educación Superior en el marco de 
su autonomía.  

En caso de encontrar improcedente la atención a un usuario, el consultorio 
jurídico le deberá informar acerca de dicha determinación.  

Parágrafo 1º. En ningún caso el valor de la pretensión podrá ser tenido en 
cuenta como factor de evaluación de la situación socioeconómica del usuario. 

Parágrafo 2º. Para la determinación de las personas en situación de 
vulnerabilidad e indefensión, los consultorios jurídicos podrán tener en cuenta 
que los usuarios se encuentren bajo uno o más de los siguientes supuestos: 
(i) cuando la persona carece de acceso a medios de defensa judiciales, 
eficaces e idóneos, que permitan conjurar la vulneración de sus derechos por 
parte de un particular o el Estado; (ii) personas que se hallan en situación de 
marginación social y económica, (iii) adultos mayores, (iv) personas con 
discapacidad (v) niños, niñas y adolescentes, (vi) mujeres, (vii) personas 
LGBTI, (viii) pueblos indígenas, (ix) comunidades negras, raizales o 
afrocolombianas, (x) migrantes, (xi) gitanos o Rom, (xii) víctimas del conflicto 
armado, (xiii) población campesina y (xiv) cualquier otro grupo poblacional que 
sea reconocido como de especial protección 

ARTÍCULO 9°. COMPETENCIA GENERAL PARA LA REPRESENTACIÓN 
DE TERCEROS. Para el ejercicio de la representación de terceros 
determinados como personas beneficiadas del servicio en los términos de esta 
ley, los estudiantes, bajo la supervisión, la guía y el control del Consultorio 
Jurídico, podrán actuar en los casos establecidos en este artículo, siempre y 
cuando la cuantía no supere los 50 smlmv, salvo la competencia aquí 
establecida en materia laboral y de tránsito.  

1. En materia penal en los procesos de conocimiento de los jueces 
penales municipales o promiscuos municipales: 

a) Como representantes de la parte civil en los procedimientos regidos por 
la Ley 600 de 2000, o representantes de víctimas en los procesos 
tramitados bajo la Ley 906 de 2004, o la norma que haga sus veces, 
según el caso. 

b) Como defensores o voceros en los procesos regidos por la Ley 600 de 
2000 o como defensores en los procesos tramitados bajo la Ley 906 de 
2004, o la norma que haga sus veces, según el caso. 

c) En los asuntos querellables, así como en los procedimientos penales 
de los que conocen los juzgados municipales cuando actúen como 
jueces de conocimiento o como jueces de control de garantías, incluso 
si son juzgados promiscuos, sin perjuicio de lo dispuesto en la Ley 941 
de 2005; 

d) Como representantes del acusador privado en los términos de la Ley 
1826 de 2017.  

e) Como apoderados de víctima en procesos de conocimiento de los 
jueces penales del circuito tramitados bajo la Ley 906 de 2004, o la 
norma que haga sus veces, según el caso. 

2. En los procedimientos laborales, siempre y cuando la cuantía no supere 
los 20 smlmv.  

3. En los procedimientos civiles de que conocen los jueces municipales 
en única instancia.  

4. En los procedimientos de jurisdicción voluntaria, En cualquier caso, 
para los asuntos relativos a la emancipación y la adopción, el estudiante 

deberá contar con un acompañamiento especial por parte del personal 
docente, el cual, también estará a cargo de la representación judicial 
en este tipo de causas.  

5. En los procedimientos de competencia de los jueces de familia en única 
instancia, y en los trámites administrativos que adelantan las 
Comisarías de Familia, Defensorías de Familia e inspecciones de 
policía, salvo los asuntos que versen sobre medidas de 
restablecimiento de derechos de niños, niñas y adolescentes, y 
procesos de adopción. Si el asunto versara sobre la patria potestad, el 
estudiante deberá contar con un acompañamiento especial por parte 
del personal docente, el cual, también estará a cargo de la 
representación judicial en este tipo de causas.  

6. En las acciones constitucionales de tutela, cumplimiento y populares.  

7. En los arbitrajes sociales, conforme a lo establecido en el artículo 117 
de la Ley 1563 de 2012 o la norma que haga sus veces.  

8. En los siguientes asuntos jurisdiccionales, adelantados ante 
autoridades administrativas, siempre y cuando se puedan llevar a cabo 
en la zona de Influencia que determine el Programa de Derecho 
respectivo:  

a) Ante la Superintendencia de Industria y Comercio: Las acciones de 
protección al consumidor;  

b) Ante la Superintendencia Financiera: La acción de Protección al 
Consumidor Financiero; 

c) Ante la Superintendencia de Salud: Las acciones sobre negación de 
cobertura, reembolso económico de gastos médicos, y reconocimiento 
y pago de incapacidades y licencias.  

d)  Ante la Superintendencia de Servicios Públicos: las peticiones, quejas 
y recursos para la protección de los derechos de los usuarios en 
relación a la inspección, vigilancia y control de las empresas 
prestadoras de servicios públicos de acueducto, alcantarillado, aseo, 
energía y gas. 
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9. En los procedimientos disciplinarlos de competencia de las personerías 
municipales y la Procuraduría General de la Nación, cuando sea 
Imposible la notificación. De lo anterior se exceptúan los procesos 
contra funcionarios de elección popular, dirección, confianza y manejo. 

10. De oficio, en los procedimientos de responsabilidad fiscal de 
competencia de las Contralorías Municipales, Distritales, 
Departamentales y General de la República, cuando sea imposible la 
notificación. De lo anterior se exceptúan los procesos contra 
funcionarlos de elección popular, dirección, confianza y manejo. 

11. En los procedimientos administrativos de carácter sancionatorio que 
adelanten las autoridades administrativas, los organismos de control y 
las entidades constitucionales autónomas.  

12. En los asuntos policivos adelantados bajo el trámite verbal abreviado 
ante los inspectores de policía, así como en los procesos relativos al 
control y recuperación del espacio público adelantados ante los entes 
territoriales.  

13. En la elaboración de derechos de petición, así como el adelantamiento 
de actuaciones administrativas e interposición de recursos en sede 
administrativa, tanto en entidades públicas como privadas.  

14. En trámites de beneficios administrativos, subrogados penales y 
sustitutivos de la prisión y solicitudes de libertad, en los términos de la 
Ley 1760 de 2015 o la que la sustituya. 

15. En los procedimientos contravencionales de tránsito, para asuntos cuya 
sanción no fuere superior a multa de veinte (20) salarios mínimos 
diarios legales vigentes.  

Parágrafo 1°. Para poder actuar ante las autoridades, los estudiantes 
Inscritos en Consultorio Jurídico requieren autorización expresa otorgada para 
cada caso por el director del consultorio, la cual se anexará al expediente 
respectivo, y el correspondiente poder. Las autoridades no podrán exigir a los 
estudiantes certificaciones o documentación diversa a la establecida en este 
artículo.  

En ningún caso se exigirá para la representación de terceros, la presencia o 
el acompañamiento de personal del Consultorio Jurídico a las audiencias. El 

incumplimiento de esta disposición por parte de cualquier servidor público será 
causal de mala conducta. 

Parágrafo 2. Los estudiantes podrán ejercer la representación en las 
audiencias de conciliación extrajudicial y judicial, aún en aquellos eventos en 
los que el representado no asista porque el domicilio de alguna de las partes 
no esté en el municipio del lugar donde se vaya a celebrar la audiencia o 
alguna de ellas se encuentre por fuera del territorio nacional, y siempre que se 
encuentre debidamente facultado para conciliar, cuando se deban llevar a 
cabo dentro de los asuntos establecidos en este artículo. Para armonizar esta 
facultad con el acceso efectivo a la justicia, los consultorios jurídicos deberán 
garantizar a los usuarios la continuidad en la prestación de los servicios de 
representación judicial, en aquellos casos en los que el trámite conciliatorio 
constituya requisito de procedibilidad para acceder a la jurisdicción y que el 
consultorio sea competente para adelantar el proceso judicial.  

Parágrafo 3°. Para facilitar el acceso a la justicia conforme a los objetivos 
establecidos en esta Ley, en las instalaciones donde funcionen los despachos 
judiciales podrán operar oficinas de los consultorios jurídicos, siempre y 
cuando se garanticen las condiciones mínimas de infraestructura y 
equipamiento que se requieran para su funcionamiento.  

ARTÍCULO 10. CONTINUIDAD EN LA PRESTACIÓN DEL SERVICIO Y 
LA REPRESENTACIÓN DE LOS USUARIOS. Los estudiantes inscritos en 
Consultorio Jurídico atenderán de manera ininterrumpida los procesos que se 
encuentren bajo su responsabilidad, la cual cesará en el momento en el que 
se realice la entrega formal de los mismos a los estudiantes que los sustituirán, 
sin perjuicio de lo dispuesto en otras normas, de conformidad a lo que 
determine la Dirección del Consultorio Jurídico, quien definirá la fecha en que 
se hará la respectiva entrega. 

Durante los recesos y vacaciones académicas dispuestos por la Institución 
de Educación Superior, los estudiantes continuarán ejecutando todas las 
gestiones y los actos tendientes al buen desarrollo de los procesos.  

ARTÍCULO 11. AMPARO DE POBREZA. Para efectos de la valoración de 
las condiciones de la parte solicitante, dentro de la decisión acerca del 
reconocimiento de amparo de pobreza, se presume que quien actúa a través 
de estudiantes de consultorio jurídico se encuentra en incapacidad de sufragar 

los gastos del trámite correspondiente, sin menoscabo de lo necesario para 
su propia subsistencia y las de las personas a quienes por Ley debe alimentos. 

Parágrafo: A quien se le confiera el amparo de pobreza, y en aquellas 
actuaciones procesales requeridas para el inicio, impulso y terminación del 
proceso tales como: notificaciones, curadurías, peritajes de los usuarios de los 
consultorios jurídicos, deberán ser realizadas en gratuidad. Para tales efectos, 
deberá la judicatura, en colaboración con las instituciones públicas, facilitar la 
realización de las actuaciones judiciales.  

ARTÍCULO 12. APOYOS TECNOLÓGICOS. Las Instituciones de 
Educación Superior implementarán herramientas tecnológicas que 
complementen el aprendizaje, faciliten y apoyen la interacción virtual en el 
proceso de formación y en la labor misional del consultorio jurídico, y den lugar 
a la comunicación entre el consultorio jurídico y sus usuarios.  

La atención virtual a los usuarios se impartirá en correspondencia con los 
principios orientadores y disposiciones aplicables contenidos en la Ley 1341 
de 2009 o la norma que haga sus veces. Se deberá garantizar, en cualquier 
caso, la confidencialidad en la prestación del servicio, bajo los parámetros 
establecidos en el artículo 3 de esta Ley, así como los medios para poner a 
disposición del usuario la trazabilidad de la atención prestada, así como la 
documentación en medio digital o físico, según sea requerido por este, donde 
se de cuenta de la atención recibida y los resultados correspondientes.  

De acuerdo con reglamentos de las instituciones de educación superior, los 
consultorios jurídicos podrán prestar servicios de asesoría legal y pedagogía 
en derechos bajo la modalidad virtual, en favor de la población beneficiaria de 
estos servicios cuyo domicilio se encuentre en otros municipios, en los que no 
exista presencia de consultorios jurídicos. Para estos efectos, se podrán 
suscribir los convenios correspondientes para la accesibilidad a los medios 
tecnológicos por parte de los usuarios con autoridades públicas, instituciones 
educativas públicas y/o privadas, empresas, organizaciones sin ánimo de 
lucro, o cualquier otra institución pública o privada según corresponda.  

ARTÍCULO 13. RETROALIMENTACIÓN DE LOS USUARIOS. Los 
consultorios jurídicos deberán establecer los mecanismos e instancias que se 
consideren pertinentes para el asesoramiento, conocimiento y atención de 

inquietudes, quejas o reclamos por parte de sus usuarios y de información al 
público.  

ARTÍCULO 14. SISTEMA DE INFORMACIÓN SOBRE LA GESTIÓN DE 
LOS CONSULTORIOS JURÍDICOS. El Ministerio de Justicia y del Derecho 
diseñará e implementará un sistema de información con fines de estricto rigor 
académico y organizativo, para apoyar la elaboración de políticas públicas y 
en aras de armonizar la oferta de servicios prestados por los Consultorios 
Jurídicos con la garantía de acceso efectivo a la justicia.  

Los Consultorios Jurídicos deberán reportar a este sistema los datos que 
permitan la consolidación de información cuantitativa y cualitativa que 
determine el Gobierno nacional sobre la gestión por ellos adelantada, teniendo 
en cuenta aspectos como el número de estudiantes vinculados a cada 
modalidad de servicio ofrecido, el tipo de causas atendidas y la población 
beneficiaria.  

Dicho sistema de información también deberá garantizar un espacio de 
consolidación y divulgación de buenas prácticas.  

Artículo 15. El artículo 2º de la Ley 2039 de 2019 quedará así: 

“ARTÍCULO 2o Equivalencia de experiencias. Con el objeto de establecer 
incentivos educativos y laborales para los estudiantes de educación superior 
de  pregrado y postgrado, educación técnica, tecnológica, universitaria, 
educación para el trabajo y desarrollo humano, formación profesional integral 
del SENA, escuelas normales superiores, así como toda la oferta de formación 
por competencias, a partir de la presente ley, las pasantías, prácticas, 
judicaturas, servicio en los consultorios jurídicos, monitorias, contratos 
laborales, contratos de prestación de servicios . Y la participación en grupos 
de investigación debidamente certificados por la autoridad competente, serán 
acreditables como experiencia profesional válida, siempre y cuando su 
contenido se relacione directamente con el programa académico cursado. 

En el caso de los grupos de investigación, la autoridad competente para 
expedir la respectiva certificación será el Ministerio de Ciencia, Tecnología e 
Innovación al igual que las entidades públicas y privadas parte del Sistema 
Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación, SNCTeI, en el caso de la 
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investigación aplicada de la formación profesional integral del SENA, la 
certificación será emitida por esta institución.  

El Departamento Administrativo de la Función Pública y el Ministerio del 
Trabajo reglamentarán, cada uno en el marco de sus competencias, en un 
término no superior a doce (12) meses contados a partir de la expedición de 
la presente Ley, a fin de establecer una tabla de equivalencias que permita 
convertir dichas experiencias previas a la obtención del título de pregrado en 
experiencia profesional válida. En todo caso, el valor asignado a la experiencia 
previa será menor a aquella experiencia posterior a la obtención del respectivo 
título. En el caso del sector de la Función Pública, las equivalencias deberán 
estar articuladas con el Decreto 1083 de 2015, o el que haga sus veces. 

Parágrafo 1°. La experiencia previa solo será válida una vez se haya 
culminado el programa académico, aunque no se haya obtenido el respectivo 
título, siempre y cuando no se trate de aquellos casos establecidos en el 
artículo 128 de la Ley Estatutaria 270 de 1996.  

Parágrafo 2°. En los concursos públicos de mérito se deberá tener en 
cuenta la experiencia previa a la obtención del título profesional. En la 
valoración de la experiencia profesional requerida para un empleo público, se 
tendrá en cuenta  como experiencia previa para los fines de la presente ley, la 
adquirida en desarrollo y ejercicio de profesiones de la misma área del 
conocimiento del empleo público.  

Parágrafo 3°. En el término de seis (6) meses contados a partir de la 
promulgación de la presente ley, el Ministerio de Trabajo reglamentará un 
esquema de expediente digital laboral que facilite a los trabajadores en 
general, pero especialmente a los trabajadores jóvenes en particular, la 
movilidad en los empleos, de tal forma que contenga, entre otras, las 
certificaciones digitales académicas y laborales de que trata este artículo. Este 
expediente hará parte de Ios sistemas de información del Fondo de 
Solidaridad de Fomento al Empleo y Protección al Cesante (Fosfec) creado 
por ley 1636 de 2013 y deberá cumplir las garantías en calidad informática 
contenidas en la ley 527 de 1999. 

Parágrafo 4º. Para el caso del servicio en consultorios jurídicos, la 
experiencia máxima que se podrá establecer en la tabla de equivalencias será 
de seis (6) meses”. 

ARTÍCULO 16. TRANSICIÓN NORMATIVA. Dentro del término de seis (6) 
meses a partir de la expedición de esta Ley, el Gobierno nacional hará los 
ajustes necesarios al contenido del Decreto 1069 de 2015, en particular a sus 
artículos 2.2.7.2.1, 2.2.1.22 y 2.2.7.2.3, y a toda la normativa adicional que 
resulte pertinente, para armonizar sus contenidos con las disposiciones aquí 
establecidas.  

Asimismo, las universidades con facultades de Derecho efectuarán dentro 
de los dos (2) años a partir de la expedición de esta Ley, los ajustes 
curriculares, tecnológicos, de personal y de infraestructura a que haya lugar, 
para armonizar la estructura y operación de sus consultorios jurídicos con el 
contenido de esta Ley, sin que ello implique el desconocimiento de las 
autorizaciones para su funcionamiento que fueren expedidas con anterioridad 
a la expedición de esta Ley.  

ARTÍCULO 17. AUXILIO ESTUDIANTIL DE TRANSPORTE. Las 
universidades, en el marco de la autonomía que les confiere la Ley, podrán 
otorgar auxilios estudiantiles de transporte a quienes acrediten una situación 
económica precaria y que por razón de su labor en el Consultorio Jurídico 
requieran transportarse a sedes judiciales o administrativas. 

ARTÍCULO 18. VIGENCIA. La presente Ley entra en vigencia a partir de su 
publicación.  

ARTÍCULO 19. DEROGATORIAS. Deróguense, a partir de la entrada en 
vigencia de esta Ley, la Ley 583 de 2000; la expresión “así como la aprobación 
para la constitución de consultorios jurídicos prevista en el artículo 30 de dicho 
Decreto” contenida en el numeral 5 del artículo 627 del Código General del 
Proceso, y todas las disposiciones que le sean contrarias. 

PROPUESTA DE MODIFICACIONES SOBRE EL PROYECTO DE LEY 

 
Como bien se expuso arriba, existen múltiples y contundentes razones de 
conveniencia para recomendar la aprobación del presente Proyecto de Ley. 
Con todo, se considera que se pueden fortalecer algunas de sus disposiciones, 
así como mejorar apartes de su redacción en términos de técnica legislativa, 
teniendo especial consideración los aspectos debatidos hasta este punto y las 
disposiciones que se han incorporado por iniciativa de los Honorables 
Congresistas. A continuación, se explican los asuntos tenidos en cuenta para 
plantear las modificaciones.  
 
En primer lugar, en cuanto a los beneficiarios de los servicios de asesoría 
jurídica y litigio estratégico  de los Consultorios Jurídicos, las discusiones 
que se llevaron a cabo en la Cámara de Representantes dieron cuenta de la 
importancia de tener en cuenta circunstancias que fueran más allá de las 
tradicionales condiciones económicas de los usuarios, cobrando especial 
importancia para el efecto, el concepto de los sujetos de especial protección 
constitucional, en concordancia con la jurisprudencia de la H. Corte 
Constitucional. Al respecto, la Corte ha señalado que algunos grupos con 
características particulares pueden llegar a sufrir daños o amenazas que, aun 
cuando para la generalidad de la sociedad no constituyen perjuicio 
irremediable sí lo son para ellos, puesto que por encontrarse en otras 
condiciones de debilidad o vulnerabilidad pueden tener repercusiones de 
mayor trascendencia que justifican un tratamiento diferencial positivo1. Se 
trata, en suma, de una reafirmación de la igualdad material contemplada en la 
Constitución Política, donde la actuación de los Consultorios Jurídicos para 
prestar la atención a estos grupos, constituye una valiosa medida que viabiliza 
su garantía fundamental del acceso a la justicia y, en consecuencia, permite 
que se hagan efectivos los derechos comprometidos en las controversias 
experimentadas por dichas personas. 
 
Esta categoría también resulta adecuada, en la medida en que se puede 
adecuar a las dinámicas de la sociedad y las futuras consideraciones que 
establezca sobre el particular la jurisprudencia, previniendo así el 
establecimiento de parámetros legales rígidos que puedan resultar restrictivos 
o descontextualizados a futuro. 

                                                           
1 Corte Constitucional. Sentencia T-252 de 2017. M.P.(e) Iván Humberto Escrucería; 
Sentencia T-177 de 2015. M.P.: Jorge Iván Palacio. 

En segundo lugar, teniendo en cuenta las disposiciones que se han aprobado 
durante el trámite legislativo sobre competencia general para la representación 
de terceros por parte de los consultorios jurídicos, se considera pertinente 
hacer una serie de precisiones en procura de respetar el espíritu de dichos 
ajustes, pero fortaleciendo desde el punto de vista técnico esta iniciativa, la 
cual estaría próxima a convertirse en Ley de la República. 
 
En cuanto a la representación en asuntos penales, las disposiciones 
actualmente vigentes han habilitado la representación a cargo de estudiantes 
de consultorios jurídicos, indistintamente de criterios de cuantía o valoración 
económica del bien jurídicamente tutelado; encontrándose el criterio 
correspondiente, en virtud del funcionario competente para conocer del 
asunto. Teniendo en cuenta esta situación, se revisa lo relacionado con la 
limitación de cuantía aplicable para la representación en asuntos penales.  
 
También se revisa el ejercicio de la representación de víctima en procesos de 
conocimiento de los jueces penales de circuito, la cual por técnica legislativa 
debería estar en una categoría adicional a aquella sobre asuntos de 
conocimiento de los jueces penales o promiscuos municipales. Cabe anotar 
que la representación de víctimas por parte de estudiantes de consultorios 
jurídicos ya se encuentra reconocida bajo el numeral 3º del artículo 137 de la 
Ley 906 de 2004. 

 
En cuanto a la representación ante autoridades administrativas en 
ejercicio de funciones jurisdiccionales, bajo el ordenamiento jurídico actual 
se han contemplado dicho tipo de funciones en cabeza de Superintendencias 
como la de Industria y Comercio, Financiera y de Salud. 

  
No ocurre lo mismo en relación con la Superintendencia de Servicios Públicos 
Domiciliarios, autoridad que si bien tiene a su cargo el ejercicio de funciones 
de inspección, vigilancia y control, en la actualidad no existe norma legal que 
le atribuya funciones jurisdiccionales, razón por la cual tampoco cuenta con 
una delegatura o dependencia para el efecto.  
 
En este orden de ideas, reconociendo la importancia de poder adelantar 
actuaciones ante este tipo de organismos en sede administrativa, se revisa la 
representación ante Superintendencias en ejercicio de funciones 
jurisdiccionales, a la vez que se precisan disposiciones sobre representación 
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ante autoridades públicas, en armonía con las atribuciones de inspección, 
vigilancia y control.  
 
En cuanto a la figura del amparo de pobreza, la iniciativa incorpora valiosos 
aportes para que las personas que son representadas por conducto de los 
consultorios jurídicos puedan acceder a este reconocimiento en los despachos 
judiciales.  
 
Ahora bien, se debe reconocer que el Código General del Proceso (Ley 1564 
de 2012) contiene una regulación detallada sobre la materia, en términos de 
su procedencia, su trámite, sus efectos, sus consecuencias y su terminación. 
En aras de la seguridad jurídica y reconociendo el abordaje completo de esta 
institución en dicha norma, se armoniza la disposición contenida en este 
proyecto con aquella incorporada en el Código General del Proceso sobre su 
procedencia, a la vez que se hace la remisión normativa, en lo pertinente. 
 
Por último, en cuanto a las disposiciones que se derogarían a través de la 
iniciativa, es importante tener en cuenta que la Ley 583 de 2000 “Por la cual 
se modifican los artículos 30 y 9 del Decreto 196 de 1971”, contiene 
disposiciones sobre el funcionamiento de los consultorios jurídicos, pero 
también incorpora otras disposiciones que se encuentran por fuera de esta 
materia, específicamente, aquellas contempladas en su artículo 2º, relativas a 
ciertas prohibiciones para el ejercicio de la abogacía. 
 
Teniendo en cuenta el principio constitucional de unidad de materia, así como 
la delimitación clara que se ha establecido en relación con el objeto de este 
proyecto de ley, tanto a la luz de su título como de la lectura sistemática de 
sus disposiciones, se revisa el alcance de la derogatoria de la Ley 585 de 2000. 
 
Conforme a lo anterior, se proponen ajustes a los artículos 6 (parágrafo 3), 8, 
9 (inciso primero, numerales 1, 8, 11 y 13), 11 y 18 del proyecto de Ley. 
También se propone la reubicación del artículo 17 aprobado en la Comisión 
Primera del Senado.  
 
A continuación, se presentan las propuestas de ajuste a la redacción de los 
siguientes artículos, lo que dará lugar a que la proposición con que concluya 
el informe recomiende su aprobación con un pliego de modificaciones. 
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ARTÍCULO 6°. SERVICIOS DE 
LOS CONSULTORIOS 
JURÍDICOS. (…) 

Parágrafo 3°. Para la prestación 
del servicio de conciliación 
extrajudicial en derecho, los 
consultorios jurídicos deberán 
organizar su propio centro de 
conciliación, conforme a los 
parámetros legales y 
reglamentarios de creación, 
funcionamiento y supervisión que 
regulan la materia. Los consultorios 
jurídicos también podrán crear y 
poner en funcionamiento centros 
de conciliación en equidad, 
mediación y justicia restaurativa o 
disponer de espacios o escenarios 
para la prestación de sus servicios, 
según lo estime pertinente cada 
consultorio jurídico. 

 

ARTÍCULO 6°. SERVICIOS DE 
LOS CONSULTORIOS JURÍDICOS. 
(…) 

Parágrafo 3°. Para la prestación del 
servicio de conciliación extrajudicial 
en derecho, los consultorios jurídicos 
deberán organizar su propio centro de 
conciliación, conforme a los 
parámetros legales y reglamentarios 
de creación, funcionamiento y 
supervisión que regulan la materia. 
Los consultorios jurídicos también 
podrán crear y poner en 
funcionamiento centros de 
conciliación en equidad, mediación y 
justicia restaurativa o disponer de 
espacios o escenarios para la 
prestación de sus servicios, según lo 
estime pertinente cada Institución de 
Educación Superior. 

ARTÍCULO 8°. BENEFICIARIOS 
DE LOS SERVICIOS. Los 
Consultorios Jurídicos prestarán 
servicios de asesoría jurídica y 
litigio estratégico de interés público 
a sujetos de especial protección 
constitucional que carezcan de 
acceso a medios de defensa 
judiciales idóneos y eficaces para 
la protección de sus derechos, a 
personas naturales que carezcan 
de medios económicos para 
contratar los servicios de un 

ARTÍCULO 8°. BENEFICIARIOS 
DE LOS SERVICIOS. Los 
Consultorios Jurídicos prestarán 
servicios de asesoría jurídica y litigio 
estratégico de interés público a 
sujetos de especial protección 
constitucional, a personas naturales 
que carezcan de medios económicos 
para contratar los servicios de un 
profesional en Derecho, y en general 
a personas o grupos que, por sus 
circunstancias especiales, se 
encuentren en situación de 
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profesional en Derecho, y en 
general a personas o grupos que, 
por sus circunstancias especiales, 
se encuentren en situación de 
vulnerabilidad o indefensión, 
cuando se trate de asuntos 
íntimamente ligados con su 
condición.  

 

vulnerabilidad o indefensión, cuando 
se trate de asuntos íntimamente 
ligados con su condición.  

ARTÍCULO 9°. COMPETENCIA 
GENERAL PARA LA 
REPRESENTACIÓN DE 
TERCEROS. Para el ejercicio de la 
representación de terceros 
determinados como personas 
beneficiadas del servicio en los 
términos de esta ley, los 
estudiantes, bajo la supervisión, la 
guía y el control del Consultorio 
Jurídico, podrán actuar en los 
casos establecidos en este artículo, 
siempre y cuando la cuantía no 
supere los 50 smlmv, salvo la 
competencia aquí establecida en 
materia laboral y de tránsito. 

 
1. En materia penal en los 

procesos de conocimiento 
de los jueces penales 
municipales o promiscuos 
municipales: 

 
a) Como representantes de la 

parte civil en los 
procedimientos regidos por 

ARTÍCULO 9°. COMPETENCIA 
GENERAL PARA LA 
REPRESENTACIÓN DE 
TERCEROS. Para el ejercicio de la 
representación de terceros 
determinados como personas 
beneficiadas del servicio en los 
términos de esta ley, los estudiantes, 
bajo la supervisión, la guía y el control 
del Consultorio Jurídico, podrán 
actuar en los casos establecidos en 
este artículo, siempre y cuando la 
cuantía no supere los 50 Salarios 
Mínimos Legales Mensuales 
Vigentes (SMLMV), salvo la 
competencia aquí establecida en 
materia penal, laboral y de tránsito.  

1. En materia penal en los 
procesos de conocimiento de 
los jueces penales municipales 
o promiscuos municipales: 

a) Como representantes de la 
parte civil en los 
procedimientos regidos por la 
Ley 600 de 2000, o 
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la Ley 600 de 2000, o 
representantes de víctimas 
en los procesos tramitados 
bajo la Ley 906 de 2004, o la 
norma que haga sus veces, 
según el caso. 

 
b) Como defensores o voceros 

en los procesos regidos por 
la Ley 600 de 2000 o como 
defensores en los procesos 
tramitados bajo la Ley 906 
de 2004, o la norma que 
haga sus veces, según el 
caso. 

 
c) En los asuntos querellables, 

así como en los 
procedimientos penales de 
los que conocen los 
juzgados municipales 
cuando actúen como jueces 
de conocimiento o como 
jueces de control de 
garantías, incluso si son 
juzgados promiscuos, sin 
perjuicio de lo dispuesto en 
la Ley 941 de 2005; 

 
d) Como representantes del 

acusador privado en los 
términos de la Ley 1826 de 
2017.  

 
e) Como apoderados de 

víctima en procesos de 

representantes de víctimas en 
los procesos tramitados bajo la 
Ley 906 de 2004, o la norma 
que haga sus veces, según el 
caso. 

b) Como defensores o voceros en 
los procesos regidos por la Ley 
600 de 2000 o como 
defensores en los procesos 
tramitados bajo la Ley 906 de 
2004, o la norma que haga sus 
veces, según el caso. 

c) En los asuntos querellables, 
así como en los procedimientos 
penales de los que conocen los 
juzgados municipales cuando 
actúen como jueces de 
conocimiento o como jueces de 
control de garantías, incluso si 
son juzgados promiscuos, sin 
perjuicio de lo dispuesto en la 
Ley 941 de 2005; 

d) Como representantes del 
acusador privado en los 
términos de la Ley 1826 de 
2017.  

2. En materia penal como 
apoderados de víctima en 
procesos de conocimiento 
de los jueces penales del 
circuito tramitados bajo la 
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conocimiento de los jueces 
penales del circuito 
tramitados bajo la Ley 906 
de 2004, o la norma que 
haga sus veces, según el 
caso. 

 
2. En los procedimientos 

laborales, siempre y cuando 
la cuantía no supere los 20 
smlmv.  
 

3. En los procedimientos civiles 
de que conocen los jueces 
municipales en única 
instancia.  
 

4. En los procedimientos de 
jurisdicción voluntaria, En 
cualquier caso, para los 
asuntos relativos a la 
emancipación y la adopción, 
el estudiante deberá contar 
con un acompañamiento 
especial por parte del 
personal docente, el cual, 
también estará a cargo de la 
representación judicial en 
este tipo de causas.  
 

5. En los procedimientos de 
competencia de los jueces 
de familia en única instancia, 
y en los trámites 
administrativos que 
adelantan las Comisarías de 

Ley 906 de 2004, o la norma 
que haga sus veces. 

3. En los procedimientos 
laborales, siempre y cuando la 
cuantía no supere los 20 
smlmv.  

4. En los procedimientos civiles 
de que conocen los jueces 
municipales en única instancia.  

5. En los procedimientos de 
jurisdicción voluntaria. En 
cualquier caso, para los 
asuntos relativos a la 
emancipación y la adopción, el 
estudiante deberá contar con 
un acompañamiento especial 
por parte del personal docente, 
el cual, también estará a cargo 
de la representación judicial en 
este tipo de causas.  

6. En los procedimientos de 
competencia de los jueces de 
familia en única instancia, y en 
los trámites administrativos que 
adelantan las Comisarías de 
Familia, Defensorías de 
Familia e inspecciones de 
policía, salvo los asuntos que 
versen sobre medidas de 
restablecimiento de derechos 
de niños, niñas y adolescentes, 
y procesos de adopción. Si el 
asunto versara sobre la patria 
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Familia, Defensorías de 
Familia e inspecciones de 
policía, salvo los asuntos 
que versen sobre medidas 
de restablecimiento de 
derechos de niños, niñas y 
adolescentes, y procesos de 
adopción. Si el asunto 
versara sobre la patria 
potestad, el estudiante 
deberá contar con un 
acompañamiento especial 
por parte del personal 
docente, el cual, también 
estará a cargo de la 
representación judicial en 
este tipo de causas.  
 

6. En las acciones 
constitucionales de tutela, 
cumplimiento y populares.  
 

7. En los arbitrajes sociales, 
conforme a lo establecido en 
el artículo 117 de la Ley 
1563 de 2012 o la norma que 
haga sus veces.  
 

8. En los siguientes asuntos 
jurisdiccionales, 
adelantados ante 
autoridades administrativas, 
siempre y cuando se puedan 
llevar a cabo en la zona de 
Influencia que determine el 

potestad, el estudiante deberá 
contar con un acompañamiento 
especial por parte del personal 
docente, el cual, también 
estará a cargo de la 
representación judicial en este 
tipo de causas.  

7. En las acciones 
constitucionales de tutela, 
cumplimiento y populares.  

8. En los arbitrajes sociales, 
conforme a lo establecido en el 
artículo 117 de la Ley 1563 de 
2012 o la norma que haga sus 
veces.  

9. En los siguientes asuntos 
jurisdiccionales, adelantados 
ante autoridades 
administrativas, siempre y 
cuando se puedan llevar a 
cabo en la zona de Influencia 
que determine el Programa de 
Derecho respectivo:  

a) Ante la Superintendencia de 
Industria y Comercio: Las 
acciones de protección al 
consumidor;  

b) Ante la Superintendencia 
Financiera: La acción de 
Protección al Consumidor 
Financiero; 
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Programa de Derecho 
respectivo:  

 
a) Ante la Superintendencia 
de Industria y Comercio: Las 
acciones de protección al 
consumidor;  
 
b) Ante la Superintendencia 
Financiera: La acción de 
Protección al Consumidor 
Financiero; 
 
c) Ante la Superintendencia 
de Salud: Las acciones 
sobre negación de 
cobertura, reembolso 
económico de gastos 
médicos, y reconocimiento y 
pago de incapacidades y 
licencias.  
 
d) Ante la Superintendencia 
de Servicios Públicos: las 
peticiones, quejas y recursos 
para la protección de los 
derechos de los usuarios en 
relación a la inspección, 
vigilancia y control de las 
empresas prestadoras de 
servicios públicos de 
acueducto, alcantarillado, 
aseo, energía y gas. 

 
9. En los procedimientos 

disciplinarlos de 

c) Ante la Superintendencia de 
Salud: Las acciones sobre 
negación de cobertura, 
reembolso económico de 
gastos médicos, y 
reconocimiento y pago de 
incapacidades y licencias.  

10. En los procedimientos 
disciplinarlos de competencia 
de las personerías municipales 
y la Procuraduría General de la 
Nación, cuando sea Imposible 
la notificación. De lo anterior se 
exceptúan los procesos contra 
funcionarios de elección 
popular, dirección, confianza y 
manejo.  

11. De oficio, en los 
procedimientos de 
responsabilidad fiscal de 
competencia de las 
Contralorías Municipales, 
Distritales, Departamentales y 
General de la República, 
cuando sea imposible la 
notificación. De lo anterior se 
exceptúan los procesos contra 
funcionarlos de elección 
popular, dirección, confianza y 
manejo. 

12. En los procedimientos 
administrativos de carácter 
sancionatorio que adelanten 
las Superintendencias, 
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competencia de las 
personerías municipales y la 
Procuraduría General de la 
Nación, cuando sea 
Imposible la notificación. De 
lo anterior se exceptúan los 
procesos contra funcionarios 
de elección popular, 
dirección, confianza y 
manejo 

 
10. De oficio, en los 

procedimientos de 
responsabilidad fiscal de 
competencia de las 
Contralorías Municipales, 
Distritales, Departamentales 
y General de la República, 
cuando sea imposible la 
notificación. De lo anterior se 
exceptúan los procesos 
contra funcionarlos de 
elección popular, dirección, 
confianza y manejo 

 
11. En los procedimientos 

administrativos de carácter 
sancionatorio que adelanten 
las autoridades 
administrativas, los 
organismos de control y las 
entidades constitucionales 
autónomas 
 

12. En los asuntos policivos 
adelantados bajo el trámite 

autoridades administrativas, 
los organismos de control y las 
entidades constitucionales 
autónomas.  

13. En los asuntos policivos 
adelantados bajo el trámite 
verbal abreviado ante los 
inspectores de policía, así 
como en los procesos relativos 
al control y recuperación del 
espacio público adelantados 
ante los entes territoriales.  

14. En la elaboración de derechos 
de petición, quejas y 
reclamaciones, así como el 
adelantamiento de actuaciones 
administrativas e interposición 
de recursos en sede 
administrativa, tanto en 
entidades públicas como 
privadas.  

15. En trámites de beneficios 
administrativos, subrogados 
penales y sustitutivos de la 
prisión y solicitudes de libertad, 
en los términos de la Ley 1760 
de 2015 o la que la sustituya. 

16. En los procedimientos 
contravencionales de tránsito, 
para asuntos cuya sanción no 
fuere superior a multa de veinte 
(20) salarios mínimos diarios 
legales vigentes.  
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verbal abreviado ante los 
inspectores de policía, así 
como en los procesos 
relativos al control y 
recuperación del espacio 
público adelantados ante los 
entes territoriales. 
 

13. En la elaboración de 
derechos de petición, así 
como el adelantamiento de 
actuaciones administrativas 
e interposición de recursos 
en sede administrativa, tanto 
en entidades públicas como 
privadas. 
 

14. En trámites de beneficios 
administrativos, subrogados 
penales y sustitutivos de la 
prisión y solicitudes de 
libertad, en los términos de 
la Ley 1760 de 2015 o la que 
la sustituya. 
 

15. En los procedimientos 
contravencionales de 
tránsito, para asuntos cuya 
sanción no fuere superior a 
multa de veinte (20) salarios 
mínimos diarios legales 
vigentes. 

 
(…). 

(…) 

ARTÍCULO 11. AMPARO DE 
POBREZA. Para efectos de la 

ARTÍCULO 11. AMPARO DE 
POBREZA. Para efectos de la 
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valoración de las condiciones de la 
parte solicitante, dentro de la 
decisión acerca del reconocimiento 
de amparo de pobreza, se presume 
que quien actúa a través de 
estudiantes de consultorio jurídico 
se encuentra en incapacidad de 
sufragar los gastos del trámite 
correspondiente, sin menoscabo 
de lo necesario para su propia 
subsistencia y las de las personas 
a quienes por Ley debe alimentos.  

Parágrafo: A quien se le confiera 
el amparo de pobreza,  y en 
aquellas actuaciones procesales 
requeridas para el inicio, impulso y 
terminación del proceso tales 
como: notificaciones, curadurías, 
peritajes de los usuarios de los 
consultorios jurídicos, deberán ser 
realizadas en gratuidad. Para tales 
efectos, deberá la judicatura, en 
colaboración con las instituciones 
públicas, facilitar la realización de 
las actuaciones judiciales.  

 

valoración de las condiciones de la 
parte solicitante, dentro de la decisión 
acerca del reconocimiento de amparo 
de pobreza, se presume que quien 
actúa a través de estudiantes de 
consultorio jurídico se encuentra en 
incapacidad de sufragar los gastos del 
trámite correspondiente, sin 
menoscabo de lo necesario para su 
propia subsistencia y las de las 
personas a quienes por Ley debe 
alimentos.  

A quien se le confiera el amparo 
de pobreza le serán aplicables los 
efectos contemplados en el inciso 
primero de la Ley 1564 de 2012, o la 
norma que haga sus veces. 

ARTÍCULO 17. AUXILIO 
ESTUDIANTIL DE 
TRANSPORTE. Las 
universidades, en el marco de la 
autonomía que les confiere la Ley, 
podrán otorgar auxilios 
estudiantiles de transporte a 
quienes acrediten una situación 

(Se mantiene la redacción aprobada 
en la Comisión Primera del Senado. 
En razón a la armonía de los temas 
desarrollados en la iniciativa, se 
propone que pase a ser el artículo 12 
del Proyecto, modificando la 
numeración de los artículos 12 a 16 
aprobados en Comisión).  
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económica precaria y que por 
razón de su labor en el Consultorio 
Jurídico requieran transportarse a 
sedes judiciales o administrativas. 

ARTÍCULO 16. TRANSICIÓN 
NORMATIVA. Dentro del término 
de seis (6) meses a partir de la 
expedición de esta Ley, el 
Gobierno nacional hará los ajustes 
necesarios al contenido del 
Decreto 1069 de 2015, en 
particular a sus artículos 2.2.7.2.1, 
2.2.1.22 y 2.2.7.2.3, y a toda la 
normativa adicional que resulte 
pertinente, para armonizar sus 
contenidos con las disposiciones 
aquí establecidas.  

Asimismo, las universidades con 
facultades de Derecho efectuarán 
dentro de los dos (2) años a partir 
de la expedición de esta Ley, los 
ajustes curriculares, tecnológicos, 
de personal y de infraestructura a 
que haya lugar, para armonizar la 
estructura y operación de sus 
consultorios jurídicos con el 
contenido de esta Ley, sin que ello 
implique el desconocimiento de las 
autorizaciones para su 
funcionamiento que fueren 
expedidas con anterioridad a la 
expedición de esta Ley.  

ARTÍCULO 17. TRANSICIÓN 
NORMATIVA. Dentro del término de 
seis (6) meses a partir de la 
expedición de esta Ley, el Gobierno 
nacional hará los ajustes necesarios 
al contenido del Decreto 1069 de 
2015, en particular a sus artículos 
2.2.7.2.1, 2.2.1.22 y 2.2.7.2.3, y a toda 
la normativa adicional que resulte 
pertinente, para armonizar sus 
contenidos con las disposiciones aquí 
establecidas.  

Asimismo, las Instituciones de 
Educación Superior con programas 
de Derecho efectuarán dentro de los 
dos (2) años a partir de la expedición 
de esta Ley, los ajustes curriculares, 
tecnológicos, de personal y de 
infraestructura a que haya lugar, para 
armonizar la estructura y operación de 
sus consultorios jurídicos con el 
contenido de esta Ley, sin que ello 
implique el desconocimiento de las 
autorizaciones para su 
funcionamiento que fueren expedidas 
con anterioridad a la expedición de 
esta Ley.  
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ARTÍCULO 19. 
DEROGATORIAS. Deróguense, a 
partir de la entrada en vigencia de 
esta Ley, la Ley 583 de 2000; la 
expresión “así como la aprobación 
para la constitución de consultorios 
jurídicos prevista en el artículo 30 
de dicho Decreto” contenida en el 
numeral 5 del artículo 627 del 
Código General del Proceso, y 
todas las disposiciones que le sean 
contrarias. 

ARTÍCULO 19. DEROGATORIAS. 
Deróguense, a partir de la entrada en 
vigencia de esta Ley, el artículo 1 de 
la Ley 583 de 2000; la expresión “así 
como la aprobación para la 
constitución de consultorios jurídicos 
prevista en el artículo 30 de dicho 
Decreto” contenida en el numeral 5 
del artículo 627 de la Ley 1564 de 
2012, y todas las disposiciones que le 
sean contrarias. 

 
 
 
PROPOSICIÓN: 
 
Con base en las consideraciones anteriores, se propone a la Plenaria del 
Senado de la República dar segundo debate en Senado al Proyecto de Ley 
No. 275 de 2019 Senado - 007 de 2019 Cámara, “por medio de la cual se 
regula el funcionamiento de los consultorios jurídicos de las instituciones de 
educación superior”, con el siguiente pliego de modificaciones. 
 
 
De los honorables Senadores, 
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PLIEGO DE MODIFICACIONES AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 275 DE 
2019 SENADO - 007 DE 2019 CÁMARA 

 
Por medio de la cual se regula el funcionamiento de los Consultorios 

Jurídicos de las Instituciones de Educación Superior. 
 

El Congreso de Colombia  
 

DECRETA: 
 

ARTÍCULO 1°. OBJETO. El objeto de esta ley es establecer el marco 
normativo por medio del cual se regula la práctica del Consultorio Jurídico de 
las Instituciones de Educación Superior.  

ARTÍCULO 2°. DEFINICIÓN. El Consultorio Jurídico es un escenario de 
aprendizaje práctico de las Instituciones de Educación Superior, autorizado en 
los términos de esta ley, en el cual los estudiantes de los programas de 
Derecho, bajo la supervisión, la guía y la coordinación del personal docente y 
administrativo que apoya el ejercicio académico, adquieren conocimientos y 
desarrollan competencias, habilidades y valores éticos para el ejercicio de la 
profesión de abogado, prestando el servicio obligatorio y gratuito de asistencia 
jurídica a la población establecida en la presente ley.  

ARTÍCULO 3°. PRINCIPIOS. El Consultorio Jurídico estará orientado bajo 
los siguientes principios generales:  

1. Educación Jurídica Práctica. El Consultorio Jurídico garantiza procesos 
de aprendizaje a partir del acercamiento de los estudiantes a las 
personas en condición de vulnerabilidad, la sociedad, las necesidades 
jurídicas que enfrentan y los contextos en que se desarrollan, al igual 
que fomenta el desarrollo de estrategias y de acciones de defensa de 
sus derechos dentro de estándares de innovación, calidad y actualidad, 
colaborando con la administración de justicia y asegurando el 
cumplimiento del derecho de acceso a la justicia.  

2. Autonomía Universitaria. Sin perjuicio de las disposiciones establecidas 
en el contenido de esta ley, se reconoce la autonomía de las 
instituciones de educación superior, las cuales cuentan con las 
competencias para regular todos los aspectos relativos al 

funcionamiento, administración y reglamento de los consultorios 
jurídicos, así como la correspondencia entre estos aspectos y el 
contenido de sus Proyectos Educativos Institucionales y Proyectos 
Educativos de Programa.  

3. Formación Integral. El Consultorio Jurídico constituye un escenario 
idóneo para la formación académica, profesional, técnica, humana, 
social y ética del abogado, permitiendo a los estudiantes de Derecho 
adquirir, mediante experiencias propias del ejercicio de la profesión, los 
saberes y habilidades necesarias y esperados para el ejercicio de la 
abogacía.  

4. Interés general. El Consultorio Jurídico busca la defensa del interés 
general, su armonización con los intereses particulares y con los fines 
del Estado Social de Derecho, propendiendo por la justicia y la equidad 
en la sociedad.  

5. Función social. El Consultorio Jurídico orienta su acción a la defensa 
de derechos de sujetos de especial protección constitucional y 
personas naturales que carezcan de medios económicos para contratar 
los servicios de un profesional en Derecho, o en general personas o 
grupos que, por sus circunstancias especiales, se encuentren en 
situación de vulnerabilidad o indefensión, en los términos establecidos 
en la presente ley. 

6. Progresividad. Las prácticas jurídicas formativas que se desarrollan en 
el Consultorio Jurídico se articulan de manera progresiva con el 
currículo diseñado y acogido por la Institución de Educación Superior y 
el programa de acuerdo con su naturaleza, modalidad y metodología.  

7. Gratuidad. El Consultorio Jurídico presta servicios jurídicos gratuitos en 
favor de las personas beneficiadas que se definen en esta ley. Los 
gastos necesarios para el impulso procesal y las costas judiciales en 
los trámites que apliquen serán asumidos por el usuario y en ningún 
caso los asumirá el estudiante.  

8. Inclusión. El Consultorio Jurídico garantiza los ajustes razonables 
necesarios para asegurar que los estudiantes, docentes y las personas 
beneficiarias de sus servicios puedan tener acceso y participar 
activamente en ellos, en igualdad de condiciones. Así mismo, fomenta 

en los estudiantes una perspectiva de igualdad, respeto por la 
diversidad e inclusión.  

9. Accesibilidad. El Consultorio Jurídico asegura a todos los estudiantes, 
docentes y usuarios el acceso en igualdad de condiciones al entorno 
físico, la información y las comunicaciones relacionadas con la 
prestación de sus servicios, y establece parámetros que les permitan 
acceder a servicios no presenciales. En relación con los usuarios de la 
administración de justicia, facilitan, en la medida de sus posibilidades y 
conforme a lo que se determine en los reglamentos de las instituciones 
de educación superior, que los sujetos procesales puedan acceder en 
sus sedes a las actuaciones virtuales. 

10. Confidencialidad. Los miembros del Consultorio Jurídico no podrán 
revelar o utilizar la información suministrada por quienes solicitan la 
prestación de sus servicios, a menos que hayan recibido del solicitante 
autorización escrita para ello, o que tengan necesidad de hacer 
revelaciones para evitar la comisión de un delito.  

11. Calidad. Cada Universidad fijará los estándares que garanticen la 
calidad y eficiencia en la prestación del servicio en el correspondiente 
consultorio jurídico y centro de conciliación. 

ARTÍCULO 4°. OBJETIVOS. El Consultorio Jurídico garantiza los siguientes 
objetivos:  

1. Formación Práctica. Fortalecer el proceso educativo interdisciplinar de 
los estudiantes de los programas de Derecho mediante la articulación 
de la teoría y la práctica a partir de casos reales con un enfoque 
humanístico y ético.  

2. Acceso a la justicia. Contribuir a que las personas beneficiarias de sus 
servicios accedan a la asesoría jurídica, la conciliación extrajudicial en 
derecho, la representación judicial y extrajudicial, la pedagogía en 
derechos y el ejercicio del litigio estratégico de interés público.  

3. Proyección social. Generar conciencia acerca de la responsabilidad y 
función social que comporta el ejercicio de la abogacía, en cuyo 
desarrollo se debe actuar como agente activo en la reducción de la 
desigualdad y el alcance de la equidad social.  

4. Innovación jurídica. Propiciar, a través de la Institución de Educación 
Superior, el conocimiento científico, reflexivo e innovador del Derecho, 
contribuyendo a su vez con la transformación digital para el 
fortalecimiento de su ejercicio, atendiendo a las realidades 
contemporáneas de interés para el campo jurídico y que tengan 
impacto sobre el contexto socioeconómico de las comunidades donde 
ostenta influencia la facultad de derecho.  

5. Resolución de conflictos: Impulsar los diferentes métodos de solución 
de conflictos y la justicia restaurativa, como herramientas encaminadas 
a la autocomposición de las controversias que se suscitan en el marco 
de la convivencia social.  

ARTÍCULO 5°. CREACIÓN Y FUNCIONAMIENTO DE CONSULTORIOS 
JURÍDICOS. Las Instituciones de Educación Superior con Programa de 
Pregrado en Derecho tendrán un Consultorio Jurídico que para su 
funcionamiento requerirá aprobación del Ministerio de Justicia y del Derecho, 
en los términos que establezca la reglamentación correspondiente.  

De manera permanente, los Consultorios Jurídicos deberán garantizar las 
condiciones de funcionamiento conforme a las disposiciones que establezca 
el Gobierno nacional. El Ministerio de Justicia y del Derecho será el encargado 
de ejercer el control y la vigilancia sobre los mismos.  

Parágrafo Transitorio. El Gobierno nacional reglamentará la materia dentro 
de los seis (6) meses siguientes a la entrada en vigencia de esta ley. Hasta 
tanto no se expida el reglamento respectivo, el trámite de aprobación de 
funcionamiento de los Consultorios Jurídicos se adelantará ante el Consejo 
Superior de la Judicatura.  

ARTÍCULO 6°. SERVICIOS DE LOS CONSULTORIOS JURÍDICOS. Los 
Consultorios Jurídicos prestarán servicios de asesoría jurídica, conciliación 
extrajudicial en derecho, representación judicial y extrajudicial, adelantamiento 
de actuaciones administrativas e interposición de recursos en sede 
administrativa y pedagogía en derechos. Así mismo, podrán prestar servicios 
de conciliación en equidad, mediación, mecanismos de justicia restaurativa y 
litigio estratégico de interés público, así como todos aquellos otros servicios 
que guarden relación y permitan el cumplimiento de los principios y objetivos 
establecidos en esta ley. 
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Estos servicios se prestarán por conducto de los estudiantes de Derecho, 
bajo la guía, supervisión y control del Consultorio Jurídico, el cual se podrá 
cursar a partir de la aprobación de por lo menos la mitad de los créditos 
académicos del plan de estudios y en cualquier caso hasta su finalización, 
cumpliendo con los requisitos que establezca cada institución de educación 
superior conforme a los principios de autonomía y progresividad previstos en 
la presente ley. 

La prestación de los servicios en el consultorio jurídico por parte de los 
estudiantes no podrá ser menor a dos ni exceder de cinco semestres. En 
aplicación de los principios de autonomía y progresividad consagrados en la 
presente ley, cada institución de educación superior definirá dentro de ese 
rango el tiempo de prestación de los diferentes servicios a cargo de los 
estudiantes de los consultorios. Con todo, los estudiantes ejercerán las 
funciones de representación de terceros consagradas en el artículo 9 de esta 
Ley a partir de la aprobación de todas las asignaturas habilitantes para este 
efecto según el respectivo Programa de Derecho y por lo menos durante dos 
semestres, para lo cual los consultorios propiciarán las condiciones necesarias 
para la prestación efectiva de este servicio.  

El Consultorio Jurídico, como componente de la formación práctica del 
estudiante de derecho y que hará parte integral del currículo, en ningún caso 
será susceptible de omisión, homologación, convalidación o sustitución.  

Parágrafo 1°. Para los efectos de esta ley, se entiende por litigio estratégico 
de interés público las acciones jurídicas encaminadas a lograr un efecto 
significativo en las políticas públicas, la legislación y la sociedad civil, a través 
de la garantía de los derechos. El litigio estratégico de interés público lo podrán 
adelantar los consultorios jurídicos mediante el empleo del modelo 
pedagógico de las clínicas jurídicas o el desarrollo de otras estrategias 
pedagógicas que promuevan la integración entre la investigación aplicada y el 
desarrollo de acciones jurídicas para lograr un resultado de alto impacto social. 

Parágrafo 2°. No estarán obligados a prestar el servicio de representación 
a terceros los estudiantes que certifiquen que desempeñan labores en áreas 
jurídicas en el sector público. La institución de educación superior podrá 
disponer que tales estudiantes desarrollen su práctica en el Consultorio 
Jurídico prescindiendo de la representación de terceros y a través de los 
demás servicios prestados por este, estableciendo las respectivas fórmulas 

para compensar las cargas de trabajo en relación con aquellos estudiantes 
que sí deban prestar la representación de terceros. 

No obstante lo anterior, los estudiantes que, bajo las condiciones 
expresadas en el inciso anterior, opten por ejercer la representación a 
terceros, no podrán actuar contra la Nación, el departamento, el distrito o el 
municipio, según la esfera administrativa a la que pertenezca la entidad a la 
cual presten sus servicios. La entidad deberá otorgar los permisos a que haya 
lugar, sin perjuicio de las compensaciones que se establezcan internamente 
para el efecto. 

Parágrafo 3°. Para la prestación del servicio de conciliación extrajudicial en 
derecho, los consultorios jurídicos deberán organizar su propio centro de 
conciliación, conforme a los parámetros legales y reglamentarios de creación, 
funcionamiento y supervisión que regulan la materia. Los consultorios jurídicos 
también podrán crear y poner en funcionamiento centros de conciliación en 
equidad, mediación y justicia restaurativa o disponer de espacios o escenarios 
para la prestación de sus servicios, según lo estime pertinente cada Institución 
de Educación Superior. 

ARTÍCULO 7°. PRESTACIÓN DEL SERVICIO. Los servicios de asesoría 
jurídica y pedagogía en derecho propios del Consultorio Jurídico podrán 
prestarse a entidades públicas o privadas, en las áreas pro bono de firmas de 
abogados, en despachos judiciales, notarías, organismos internacionales, 
organizaciones no gubernamentales, cajas de compensación familiar, centros 
de conciliación y centros de mediación y conciliación en equidad, cuando tales 
servicios sean en provecho de los beneficiarios y con el alcance indicado en 
el artículo  siguiente, y previa suscripción de convenios o acuerdos, bajo la 
verificación permanente por parte de la institución de educación superior de la 
connotación jurídica y de los beneficiarios de las actividades realizadas. 

Parágrafo. La prestación de los servicios indicados en este artículo, no 
comportará bajo ninguna circunstancia la prestación del servicio de 
representación a terceros consagradas en el artículo 9 de esta ley.  

ARTÍCULO 8°. BENEFICIARIOS DE LOS SERVICIOS. Los Consultorios 
Jurídicos prestarán servicios de asesoría jurídica y litigio estratégico de interés 
público a sujetos de especial protección constitucional, a personas naturales 
que carezcan de medios económicos para contratar los servicios de un 

profesional en Derecho, y en general a personas o grupos que, por sus 
circunstancias especiales, se encuentren en situación de vulnerabilidad o 
indefensión, cuando se trate de asuntos íntimamente ligados con su condición. 

Los demás servicios a cargo del Consultorio Jurídico solo se prestarán a 
personas naturales que carezcan de medios económicos para contratar los 
servicios de un profesional en Derecho, previa evaluación de la situación 
socioeconómica particular de los usuarios que los solicitan, conforme a los 
criterios establecidos por la Institución de Educación Superior en el marco de 
su autonomía.  

En caso de encontrar improcedente la atención a un usuario, el consultorio 
jurídico le deberá informar acerca de dicha determinación.  

Parágrafo 1º. En ningún caso el valor de la pretensión podrá ser tenido en 
cuenta como factor de evaluación de la situación socioeconómica del usuario. 

Parágrafo 2º. Para la determinación de las personas en situación de 
vulnerabilidad e indefensión, los consultorios jurídicos podrán tener en cuenta 
que los usuarios se encuentren bajo uno o más de los siguientes supuestos: 
(i) cuando la persona carece de acceso a medios de defensa judiciales, 
eficaces e idóneos, que permitan conjurar la vulneración de sus derechos por 
parte de un particular o el Estado; (ii) personas que se hallan en situación de 
marginación social y económica, (iii) adultos mayores, (iv) personas con 
discapacidad (v) niños, niñas y adolescentes, (vi) mujeres, (vii) personas 
LGBTI, (viii) pueblos indígenas, (ix) comunidades negras, raizales o 
afrocolombianas, (x) migrantes, (xi) gitanos o Rom, (xii) víctimas del conflicto 
armado, (xiii) población campesina y (xiv) cualquier otro grupo poblacional que 
sea reconocido como de especial protección constitucional. 

ARTÍCULO 9°. COMPETENCIA GENERAL PARA LA REPRESENTACIÓN 
DE TERCEROS. Para el ejercicio de la representación de terceros 
determinados como personas beneficiadas del servicio en los términos de esta 
ley, los estudiantes, bajo la supervisión, la guía y el control del Consultorio 
Jurídico, podrán actuar en los casos establecidos en este artículo, siempre y 
cuando la cuantía no supere los 50 Salarios Mínimos Legales Mensuales 
Vigentes (SMLMV), salvo la competencia aquí establecida en materia penal, 
laboral y de tránsito.  

1. En materia penal en los procesos de conocimiento de los jueces 
penales municipales o promiscuos municipales: 

a) Como representantes de la parte civil en los procedimientos regidos por 
la Ley 600 de 2000, o representantes de víctimas en los procesos 
tramitados bajo la Ley 906 de 2004, o la norma que haga sus veces, 
según el caso. 

b) Como defensores o voceros en los procesos regidos por la Ley 600 de 
2000 o como defensores en los procesos tramitados bajo la Ley 906 de 
2004, o la norma que haga sus veces, según el caso. 

c) En los asuntos querellables, así como en los procedimientos penales 
de los que conocen los juzgados municipales cuando actúen como 
jueces de conocimiento o como jueces de control de garantías, incluso 
si son juzgados promiscuos, sin perjuicio de lo dispuesto en la Ley 941 
de 2005; 

d) Como representantes del acusador privado en los términos de la Ley 
1826 de 2017.  

2. En materia penal como apoderados de víctima en procesos de 
conocimiento de los jueces penales del circuito tramitados bajo la Ley 
906 de 2004, o la norma que haga sus veces, según el caso. 

3. En los procedimientos laborales, siempre y cuando la cuantía no supere 
los 20 smlmv.  

4. En los procedimientos civiles de que conocen los jueces municipales 
en única instancia.  

5. En los procedimientos de jurisdicción voluntaria. En cualquier caso, 
para los asuntos relativos a la emancipación y la adopción, el estudiante 
deberá contar con un acompañamiento especial por parte del personal 
docente, el cual, también estará a cargo de la representación judicial 
en este tipo de causas.  

6. En los procedimientos de competencia de los jueces de familia en única 
instancia, y en los trámites administrativos que adelantan las 
Comisarías de Familia, Defensorías de Familia e inspecciones de 
policía, salvo los asuntos que versen sobre medidas de 
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restablecimiento de derechos de niños, niñas y adolescentes, y 
procesos de adopción. Si el asunto versara sobre la patria potestad, el 
estudiante deberá contar con un acompañamiento especial por parte 
del personal docente, el cual, también estará a cargo de la 
representación judicial en este tipo de causas.  

7. En las acciones constitucionales de tutela, cumplimiento y populares.  

8. En los arbitrajes sociales, conforme a lo establecido en el artículo 117 
de la Ley 1563 de 2012 o la norma que haga sus veces.  

9. En los siguientes asuntos jurisdiccionales, adelantados ante 
autoridades administrativas, siempre y cuando se puedan llevar a cabo 
en la zona de Influencia que determine el Programa de Derecho 
respectivo:  

a) Ante la Superintendencia de Industria y Comercio: Las acciones de 
protección al consumidor;  

b) Ante la Superintendencia Financiera: La acción de Protección al 
Consumidor Financiero; 

c) Ante la Superintendencia de Salud: Las acciones sobre negación de 
cobertura, reembolso económico de gastos médicos, y reconocimiento 
y pago de incapacidades y licencias.  

10. En los procedimientos disciplinarlos de competencia de las personerías 
municipales y la Procuraduría General de la Nación, cuando sea 
Imposible la notificación. De lo anterior se exceptúan los procesos 
contra funcionarios de elección popular, dirección, confianza y manejo. 

11. De oficio, en los procedimientos de responsabilidad fiscal de 
competencia de las Contralorías Municipales, Distritales, 
Departamentales y General de la República, cuando sea imposible la 
notificación. De lo anterior se exceptúan los procesos contra 
funcionarlos de elección popular, dirección, confianza y manejo. 

12. En los procedimientos administrativos de carácter sancionatorio que 
adelanten las Superintendencias, autoridades administrativas, los 
organismos de control y las entidades constitucionales autónomas.  

13. En los asuntos policivos adelantados bajo el trámite verbal abreviado 
ante los inspectores de policía, así como en los procesos relativos al 
control y recuperación del espacio público adelantados ante los entes 
territoriales.  

14. En la elaboración de derechos de petición, quejas y reclamaciones, así 
como el adelantamiento de actuaciones administrativas e interposición 
de recursos en sede administrativa, tanto en entidades públicas como 
privadas.  

15. En trámites de beneficios administrativos, subrogados penales y 
sustitutivos de la prisión y solicitudes de libertad, en los términos de la 
Ley 1760 de 2015 o la que la sustituya. 

16. En los procedimientos contravencionales de tránsito, para asuntos cuya 
sanción no fuere superior a multa de veinte (20) salarios mínimos 
diarios legales vigentes.  

Parágrafo 1°. Para poder actuar ante las autoridades, los estudiantes 
Inscritos en Consultorio Jurídico requieren autorización expresa otorgada para 
cada caso por el director del consultorio, la cual se anexará al expediente 
respectivo, y el correspondiente poder. Las autoridades no podrán exigir a los 
estudiantes certificaciones o documentación diversa a la establecida en este 
artículo.  

En ningún caso se exigirá para la representación de terceros, la presencia o 
el acompañamiento de personal del Consultorio Jurídico a las audiencias. El 
incumplimiento de esta disposición por parte de cualquier servidor público será 
causal de mala conducta. 

Parágrafo 2º. Los estudiantes podrán ejercer la representación en las 
audiencias de conciliación extrajudicial y judicial, aún en aquellos eventos en 
los que el representado no asista porque el domicilio de alguna de las partes 
no esté en el municipio del lugar donde se vaya a celebrar la audiencia o 
alguna de ellas se encuentre por fuera del territorio nacional, y siempre que se 
encuentre debidamente facultado para conciliar, cuando se deban llevar a 
cabo dentro de los asuntos establecidos en este artículo. Para armonizar esta 
facultad con el acceso efectivo a la justicia, los consultorios jurídicos deberán 
garantizar a los usuarios la continuidad en la prestación de los servicios de 
representación judicial, en aquellos casos en los que el trámite conciliatorio 

constituya requisito de procedibilidad para acceder a la jurisdicción y que el 
consultorio sea competente para adelantar el proceso judicial.  

Parágrafo 3°. Para facilitar el acceso a la justicia conforme a los objetivos 
establecidos en esta Ley, en las instalaciones donde funcionen los despachos 
judiciales podrán operar oficinas de los consultorios jurídicos, siempre y 
cuando se garanticen las condiciones mínimas de infraestructura y 
equipamiento que se requieran para su funcionamiento.  

ARTÍCULO 10. CONTINUIDAD EN LA PRESTACIÓN DEL SERVICIO Y 
LA REPRESENTACIÓN DE LOS USUARIOS. Los estudiantes inscritos en 
Consultorio Jurídico atenderán de manera ininterrumpida los procesos que se 
encuentren bajo su responsabilidad, la cual cesará en el momento en el que 
se realice la entrega formal de los mismos a los estudiantes que los sustituirán, 
sin perjuicio de lo dispuesto en otras normas, de conformidad con lo que 
determine la Dirección del Consultorio Jurídico, quien definirá la fecha en que 
se hará la respectiva entrega. 

Durante los recesos y vacaciones académicas dispuestos por la Institución 
de Educación Superior, los estudiantes continuarán ejecutando todas las 
gestiones y los actos tendientes al buen desarrollo de los procesos.  

ARTÍCULO 11. AMPARO DE POBREZA. Para efectos de la valoración de 
las condiciones de la parte solicitante, dentro de la decisión acerca del 
reconocimiento de amparo de pobreza, se presume que quien actúa a través 
de estudiantes de consultorio jurídico se encuentra en incapacidad de sufragar 
los gastos del trámite correspondiente, sin menoscabo de lo necesario para 
su propia subsistencia y las de las personas a quienes por Ley debe alimentos. 

A quien se le confiera el amparo de pobreza le serán aplicables los efectos 
contemplados en el inciso primero de la Ley 1564 de 2012, o la norma que 
haga sus veces. 

ARTÍCULO 12. AUXILIO ESTUDIANTIL DE TRANSPORTE. Las 
universidades, en el marco de la autonomía que les confiere la Ley, podrán 
otorgar auxilios estudiantiles de transporte a quienes acrediten una situación 
económica precaria y que por razón de su labor en el Consultorio Jurídico 
requieran transportarse a sedes judiciales o administrativas. 

ARTÍCULO 13. APOYOS TECNOLÓGICOS. Las Instituciones de 
Educación Superior implementarán herramientas tecnológicas que 
complementen el aprendizaje, faciliten y apoyen la interacción virtual en el 
proceso de formación y en la labor misional del consultorio jurídico, y den lugar 
a la comunicación entre el consultorio jurídico y sus usuarios.  

La atención virtual a los usuarios se impartirá en correspondencia con los 
principios orientadores y disposiciones aplicables contenidos en la Ley 1341 
de 2009 o la norma que haga sus veces. Se deberá garantizar, en cualquier 
caso, la confidencialidad en la prestación del servicio, bajo los parámetros 
establecidos en el artículo 3 de esta Ley, así como los medios para poner a 
disposición del usuario la trazabilidad de la atención prestada, así como la 
documentación en medio digital o físico, según sea requerido por este, donde 
se de cuenta de la atención recibida y los resultados correspondientes.  

De acuerdo con reglamentos de las instituciones de educación superior, los 
consultorios jurídicos podrán prestar servicios de asesoría legal y pedagogía 
en derechos bajo la modalidad virtual, en favor de la población beneficiaria de 
estos servicios cuyo domicilio se encuentre en otros municipios, en los que no 
exista presencia de consultorios jurídicos. Para estos efectos, se podrán 
suscribir los convenios correspondientes para la accesibilidad a los medios 
tecnológicos por parte de los usuarios con autoridades públicas, instituciones 
educativas públicas y/o privadas, empresas, organizaciones sin ánimo de 
lucro, o cualquier otra institución pública o privada según corresponda.  

ARTÍCULO 14. RETROALIMENTACIÓN DE LOS USUARIOS. Los 
consultorios jurídicos deberán establecer los mecanismos e instancias que se 
consideren pertinentes para el asesoramiento, conocimiento y atención de 
inquietudes, quejas o reclamos por parte de sus usuarios y de información al 
público.  

ARTÍCULO 15. SISTEMA DE INFORMACIÓN SOBRE LA GESTIÓN DE 
LOS CONSULTORIOS JURÍDICOS. El Ministerio de Justicia y del Derecho 
diseñará e implementará un sistema de información con fines de estricto rigor 
académico y organizativo, para apoyar la elaboración de políticas públicas y 
en aras de armonizar la oferta de servicios prestados por los Consultorios 
Jurídicos con la garantía de acceso efectivo a la justicia.  
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Los Consultorios Jurídicos deberán reportar a este sistema los datos que 
permitan la consolidación de información cuantitativa y cualitativa que 
determine el Gobierno nacional sobre la gestión por ellos adelantada, teniendo 
en cuenta aspectos como el número de estudiantes vinculados a cada 
modalidad de servicio ofrecido, el tipo de causas atendidas y la población 
beneficiaria.  

Dicho sistema de información también deberá garantizar un espacio de 
consolidación y divulgación de buenas prácticas.  

Artículo 16. El artículo 2º de la Ley 2039 de 2019 quedará así: 

“ARTÍCULO 2o Equivalencia de experiencias. Con el objeto de establecer 
incentivos educativos y laborales para los estudiantes de educación superior 
de pregrado y postgrado, educación técnica, tecnológica, universitaria, 
educación para el trabajo y desarrollo humano, formación profesional integral 
del SENA, escuelas normales superiores, así como toda la oferta de formación 
por competencias, a partir de la presente ley, las pasantías, prácticas, 
judicaturas, servicio en los consultorios jurídicos, monitorias, contratos 
laborales, contratos de prestación de servicios y la participación en grupos de 
investigación debidamente certificados por la autoridad competente, serán 
acreditables como experiencia profesional válida, siempre y cuando su 
contenido se relacione directamente con el programa académico cursado. 

En el caso de los grupos de investigación, la autoridad competente para 
expedir la respectiva certificación será el Ministerio de Ciencia, Tecnología e 
Innovación al igual que las entidades públicas y privadas parte del Sistema 
Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación, SNCTeI, en el caso de la 
investigación aplicada de la formación profesional integral del SENA, la 
certificación será emitida por esta institución.  

El Departamento Administrativo de la Función Pública y el Ministerio del 
Trabajo reglamentarán, cada uno en el marco de sus competencias, en un 
término no superior a doce (12) meses contados a partir de la expedición de 
la presente Ley, a fin de establecer una tabla de equivalencias que permita 
convertir dichas experiencias previas a la obtención del título de pregrado en 
experiencia profesional válida. En todo caso, el valor asignado a la experiencia 
previa será menor a aquella experiencia posterior a la obtención del respectivo 

título. En el caso del sector de la Función Pública, las equivalencias deberán 
estar articuladas con el Decreto 1083 de 2015, o el que haga sus veces. 

Parágrafo 1°. La experiencia previa solo será válida una vez se haya 
culminado el programa académico, aunque no se haya obtenido el respectivo 
título, siempre y cuando no se trate de aquellos casos establecidos en el 
artículo 128 de la Ley Estatutaria 270 de 1996.  

Parágrafo 2°. En los concursos públicos de mérito se deberá tener en 
cuenta la experiencia previa a la obtención del título profesional. En la 
valoración de la experiencia profesional requerida para un empleo público, se 
tendrá en cuenta  como experiencia previa para los fines de la presente ley, la 
adquirida en desarrollo y ejercicio de profesiones de la misma área del 
conocimiento del empleo público.  

Parágrafo 3°. En el término de seis (6) meses contados a partir de la 
promulgación de la presente ley, el Ministerio de Trabajo reglamentará un 
esquema de expediente digital laboral que facilite a los trabajadores en 
general, pero especialmente a los trabajadores jóvenes en particular, la 
movilidad en los empleos, de tal forma que contenga, entre otras, las 
certificaciones digitales académicas y laborales de que trata este artículo. Este 
expediente hará parte de Ios sistemas de información del Fondo de 
Solidaridad de Fomento al Empleo y Protección al Cesante (Fosfec) creado 
por ley 1636 de 2013 y deberá cumplir las garantías en calidad informática 
contenidas en la ley 527 de 1999. 

Parágrafo 4º. Para el caso del servicio en consultorios jurídicos, la 
experiencia máxima que se podrá establecer en la tabla de equivalencias será 
de seis (6) meses 

El Departamento Administrativo de la Función Pública y el Ministerio del 
Trabajo reglamentarán, cada uno en el marco de sus competencias, en un 
término no superior a doce (12) meses contados a partir de la expedición de 
la presente Ley, a fin de establecer una tabla de equivalencias que permita 
convertir dichas experiencias previas a la obtención del título de pregrado en 
experiencia profesional válida. En todo caso, el valor asignado a la experiencia 
previa será menor a aquella experiencia posterior a la obtención del respectivo 
título. En el caso del sector de la Función Pública, las equivalencias deberán 
estar articuladas con el Decreto 1083 de 2015, o el que haga sus veces”. 

ARTÍCULO 17. TRANSICIÓN NORMATIVA. Dentro del término de seis (6) 
meses a partir de la expedición de esta Ley, el Gobierno nacional hará los 
ajustes necesarios al contenido del Decreto 1069 de 2015, en particular a sus 
artículos 2.2.7.2.1, 2.2.1.22 y 2.2.7.2.3, y a toda la normativa adicional que 
resulte pertinente, para armonizar sus contenidos con las disposiciones aquí 
establecidas.  

Asimismo, las Instituciones de Educación Superior con programas de 
Derecho efectuarán dentro de los dos (2) años a partir de la expedición de 
esta Ley, los ajustes curriculares, tecnológicos, de personal y de 
infraestructura a que haya lugar, para armonizar la estructura y operación de 
sus consultorios jurídicos con el contenido de esta Ley, sin que ello implique 
el desconocimiento de las autorizaciones para su funcionamiento que fueren 
expedidas con anterioridad a la expedición de esta Ley.  

ARTÍCULO 18. VIGENCIA. La presente Ley entra en vigencia a partir de su 
publicación.  

ARTÍCULO 19. DEROGATORIAS. Deróguense, a partir de la entrada en 
vigencia de esta Ley, el artículo 1 de la Ley 583 de 2000; la expresión “así 
como la aprobación para la constitución de consultorios jurídicos prevista en 
el artículo 30 de dicho Decreto” contenida en el numeral 5 del artículo 627 de 
la Ley 1564 de 2012, y todas las disposiciones que le sean contrarias. 

 
 
De los honorables Senadores, 
 

 
 
21-09-20. COMISION PRIMERA H. SENADO DE LA REPUBLICA. SECRETARIA 
COMISION. SESIONES VIRTUALES. n la fecha se radica en el correo 
comisión.primera@senado.gov.co la ponencia para segundo de esta iniciativa.  

 

 
21-09-20. COMISION PRIMERA H. SENADO DE LA REPUBLICA. SECRETARIA 
COMISION. SESIONES VIRTUALES. Acorde al artículo 165 de la Ley 5ª de 1992, se 
autoriza por parte de la Presidencia y la Secretaría de esta célula legislativa, la 
publicación de este informe de ponencia para segundo debate.  
 

 

Presidente, 
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ARTÍCULO 1°. OBJETO. El objeto de esta ley es establecer el marco normativo por medio 
del cual se regula la práctica del Consultorio Jurídico de las Instituciones de Educación 
Superior.  
 
 
ARTÍCULO 2°. DEFINICIÓN. El Consultorio Jurídico es un escenario de aprendizaje práctico 
de las Instituciones de Educación Superior, autorizado en los términos de esta ley, en el 
cual los estudiantes de los programas de Derecho, bajo la supervisión, la guía y la 
coordinación del personal docente y administrativo que apoya el ejercicio académico, 
adquieren conocimientos y desarrollan competencias, habilidades y valores éticos para el 
ejercicio de la profesión de abogado, prestando el servicio obligatorio y gratuito de 
asistencia jurídica a la población establecida en la presente ley.  

ARTÍCULO 3°. PRINCIPIOS. El Consultorio Jurídico estará orientado bajo los siguientes 
principios generales:  
 
1. Educación Jurídica Práctica. El Consultorio Jurídico garantiza procesos de aprendizaje 

a partir del acercamiento de los estudiantes a las personas en condición de 
vulnerabilidad, la sociedad, las necesidades jurídicas que enfrentan y los contextos en 
que se desarrollan, al igual que fomenta el desarrollo de estrategias y de acciones de 
defensa de sus derechos dentro de estándares de innovación, calidad y actualidad, 
colaborando con la administración de justicia y asegurando el cumplimiento del 
derecho de acceso a la justicia.  
 

2. Autonomía Universitaria. Sin perjuicio de las disposiciones establecidas en el contenido 
de esta ley, se reconoce la autonomía de las instituciones de educación superior, las 
cuales cuentan con las competencias para regular todos los aspectos relativos al 
funcionamiento, administración y reglamento de los consultorios jurídicos, así como la 
correspondencia entre estos aspectos y el contenido de sus Proyectos Educativos 
Institucionales y Proyectos Educativos de Programa.  
 

3. Formación Integral. El Consultorio Jurídico constituye un escenario idóneo para la 
formación académica, profesional, técnica, humana, social y ética del abogado, 
permitiendo a los estudiantes de Derecho adquirir, mediante experiencias propias del 
ejercicio de la profesión, los saberes y habilidades necesarias y esperados para el 
ejercicio de la abogacía.  
 

4. Interés general. El Consultorio Jurídico busca la defensa del interés general, su 
armonización con los intereses particulares y con los fines del Estado Social de 
Derecho, propendiendo por la justicia y la equidad en la sociedad.  
 

5. Función social. El Consultorio Jurídico orienta su acción a la defensa de derechos de 
sujetos de especial protección constitucional y personas naturales que carezcan de 
medios económicos para contratar los servicios de un profesional en Derecho, o en 
general personas o grupos que, por sus circunstancias especiales, se encuentren en 
situación de vulnerabilidad o indefensión, en los términos establecidos en la presente 
ley. 

6. Progresividad. Las prácticas jurídicas formativas que se desarrollan en el Consultorio 
Jurídico se articulan de manera progresiva con el currículo diseñado y acogido por la 
Institución de Educación Superior y el programa de acuerdo con su naturaleza, 
modalidad y metodología.  
 

7. Gratuidad. El Consultorio Jurídico presta servicios jurídicos gratuitos en favor de las 
personas beneficiadas que se definen en esta ley. Los gastos necesarios para el impulso 
procesal y las costas judiciales en los trámites que apliquen serán asumidos por el 
usuario y en ningún caso los asumirá el estudiante.  
 

8. Inclusión. El Consultorio Jurídico garantiza los ajustes razonables necesarios para 
asegurar que los estudiantes, docentes y las personas beneficiarias de sus servicios 
puedan tener acceso y participar activamente en ellos, en igualdad de condiciones. Así 
mismo, fomenta en los estudiantes una perspectiva de igualdad, respeto por la 
diversidad e inclusión.  
 

9. Accesibilidad. El Consultorio Jurídico asegura a todos los estudiantes, docentes y 
usuarios el acceso en igualdad de condiciones al entorno físico, la información y las 
comunicaciones relacionadas con la prestación de sus servicios, y establece 
parámetros que les permitan acceder a servicios no presenciales. En relación con los 
usuarios de la administración de justicia, facilitan, en la medida de sus posibilidades y 
conforme a lo que se determine en los reglamentos de las instituciones de educación 
superior, que los sujetos procesales puedan acceder en sus sedes a las actuaciones 
virtuales. 
 

10. Confidencialidad. Los miembros del Consultorio Jurídico no podrán revelar o utilizar la 
información suministrada por quienes solicitan la prestación de sus servicios, a menos 
que hayan recibido del solicitante autorización escrita para ello, o que tengan 
necesidad de hacer revelaciones para evitar la comisión de un delito.  

 
11. Calidad. Cada Universidad fijará los estándares que garanticen la calidad y eficiencia 

en la prestación del servicio en el correspondiente consultorio jurídico y centro de 
conciliación. 

ARTÍCULO 4°. OBJETIVOS. El Consultorio Jurídico garantiza los siguientes objetivos:  
 
1. Formación Práctica. Fortalecer el proceso educativo interdisciplinar de los estudiantes 

de los programas de Derecho mediante la articulación de la teoría y la práctica a partir 
de casos reales con un enfoque humanístico y ético.  

 
2. Acceso a la justicia. Contribuir a que las personas beneficiarias de sus servicios accedan 

a la asesoría jurídica, la conciliación extrajudicial en derecho, la representación judicial 
y extrajudicial, la pedagogía en derechos y el ejercicio del litigio estratégico de interés 
público.  

 
3. Proyección social. Generar conciencia acerca de la responsabilidad y función social que 

comporta el ejercicio de la abogacía, en cuyo desarrollo se debe actuar como agente 
activo en la reducción de la desigualdad y el alcance de la equidad social.  

 
4. Innovación jurídica. Propiciar, a través de la Institución de Educación Superior, el 

conocimiento científico, reflexivo e innovador del Derecho, contribuyendo a su vez con 
la transformación digital para el fortalecimiento de su ejercicio, atendiendo a las 
realidades contemporáneas de interés para el campo jurídico y que tengan impacto 
sobre el contexto socioeconómico de las comunidades donde ostenta influencia la 
facultad de derecho.  

 
5. Resolución de conflictos: Impulsar los diferentes métodos de solución de conflictos y la 

justicia restaurativa, como herramientas encaminadas a la autocomposición de las 
controversias que se suscitan en el marco de la convivencia social.  

 
 
ARTÍCULO 5°. CREACIÓN Y FUNCIONAMIENTO DE CONSULTORIOS JURÍDICOS. Las 
Instituciones de Educación Superior con Programa de Pregrado en Derecho tendrán un 
Consultorio Jurídico que para su funcionamiento requerirá aprobación del Ministerio de 
Justicia y del Derecho, en los términos que establezca la reglamentación correspondiente.  
 
De manera permanente, los Consultorios Jurídicos deberán garantizar las condiciones de 
funcionamiento conforme a las disposiciones que establezca el Gobierno nacional. El 
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Ministerio de Justicia y del Derecho será el encargado de ejercer el control y la vigilancia 
sobre los mismos.  
 
Parágrafo Transitorio. El Gobierno nacional reglamentará la materia dentro de los seis (6) 
meses siguientes a la entrada en vigencia de esta ley. Hasta tanto no se expida el 
reglamento respectivo, el trámite de aprobación de funcionamiento de los Consultorios 
Jurídicos se adelantará ante el Consejo Superior de la Judicatura.  
 
 
ARTÍCULO 6°. SERVICIOS DE LOS CONSULTORIOS JURÍDICOS. Los Consultorios Jurídicos 
prestarán servicios de asesoría jurídica, conciliación extrajudicial en derecho, 
representación judicial y extrajudicial, adelantamiento de actuaciones administrativas e 
interposición de recursos en sede administrativa y pedagogía en derechos. Así mismo, 
podrán prestar servicios de conciliación en equidad, mediación, mecanismos de justicia 
restaurativa y litigio estratégico de interés público, así como todos aquellos otros servicios 
que guarden relación y permitan el cumplimiento de los principios y objetivos establecidos 
en esta ley. 
 
Estos servicios se prestarán por conducto de los estudiantes de Derecho, bajo la guía, 
supervisión y control del Consultorio Jurídico, el cual se podrá cursar a partir de la 
aprobación de por lo menos la mitad de los créditos académicos del plan de estudios y en 
cualquier caso hasta su finalización, cumpliendo con los requisitos que establezca cada 
institución de educación superior conforme a los principios de autonomía y progresividad 
previstos en la presente ley. 
 
La prestación de los servicios en el consultorio jurídico por parte de los estudiantes no 
podrá ser menor a dos ni exceder de cinco semestres. En aplicación de los principios de 
autonomía y progresividad consagrados en la presente ley, cada institución de educación 
superior definirá dentro de ese rango el tiempo de prestación de los diferentes servicios a 
cargo de los estudiantes de los consultorios. Con todo, los estudiantes ejercerán las 
funciones de representación de terceros consagradas en el artículo 9 de esta Ley a partir 
de la aprobación de todas las asignaturas habilitantes para este efecto según el respectivo 
Programa de Derecho y por lo menos durante dos semestres, para lo cual los consultorios 
propiciarán las condiciones necesarias para la prestación efectiva de este servicio.  

El Consultorio Jurídico, como componente de la formación práctica del estudiante de 
derecho y que hará parte integral del currículo, en ningún caso será susceptible de omisión, 
homologación, convalidación o sustitución.  
 
Parágrafo 1°. Para los efectos de esta ley, se entiende por litigio estratégico de interés 
público las acciones jurídicas encaminadas a lograr un efecto significativo en las políticas 
públicas, la legislación y la sociedad civil, a través de la garantía de los derechos. El litigio 
estratégico de interés público lo podrán adelantar los consultorios jurídicos mediante el 
empleo del modelo pedagógico de las clínicas jurídicas o el desarrollo de otras estrategias 
pedagógicas que promuevan la integración entre la investigación aplicada y el desarrollo 
de acciones jurídicas para lograr un resultado de alto impacto social. 
 
Parágrafo 2°. No estarán obligados a prestar el servicio de representación a terceros los 
estudiantes que certifiquen que desempeñan labores en áreas jurídicas en el sector 
público. La institución de educación superior podrá disponer que tales estudiantes 
desarrollen su práctica en el Consultorio Jurídico prescindiendo de la representación de 
terceros y a través de los demás servicios prestados por este, estableciendo las respectivas 
fórmulas para compensar las cargas de trabajo en relación con aquellos estudiantes que sí 
deban prestar la representación de terceros. 
 
No obstante, lo anterior, los estudiantes que, bajo las condiciones expresadas en el inciso 
anterior, opten por ejercer la representación a terceros, no podrán actuar contra la Nación, 
el departamento, el distrito o el municipio, según la esfera administrativa a la que 
pertenezca la entidad a la cual presten sus servicios. La entidad deberá otorgar los permisos 
a que haya lugar, sin perjuicio de las compensaciones que se establezcan internamente 
para el efecto. 
 
Parágrafo 3°. Para la prestación del servicio de conciliación extrajudicial en derecho, los 
consultorios jurídicos deberán organizar su propio centro de conciliación, conforme a los 
parámetros legales y reglamentarios de creación, funcionamiento y supervisión que 
regulan la materia. Los consultorios jurídicos también podrán crear y poner en 
funcionamiento centros de conciliación en equidad, mediación y justicia restaurativa o 
disponer de espacios o escenarios para la prestación de sus servicios, según lo estime 
pertinente cada consultorio jurídico. 

ARTÍCULO 7°. PRESTACIÓN DEL SERVICIO. Los servicios de asesoría jurídica y pedagogía en 
derecho propios del Consultorio Jurídico podrán prestarse a entidades públicas o privadas, 
en las áreas pro bono de firmas de abogados, en despachos judiciales, notarías, organismos 
internacionales, organizaciones no gubernamentales, cajas de compensación familiar, 
centros de conciliación y centros de mediación y conciliación en equidad, cuando tales 
servicios sean en provecho de los beneficiarios y con el alcance indicado en el artículo  
siguiente, y previa suscripción de convenios o acuerdos, bajo la verificación permanente 
por parte de la institución de educación superior de la connotación jurídica y de los 
beneficiarios de las actividades realizadas. 
 
Parágrafo. La prestación de los servicios indicados en este artículo, no comportará bajo 
ninguna circunstancia la prestación del servicio de representación a terceros consagradas 
en el artículo 9 de esta ley.  
 
 
ARTÍCULO 8°. BENEFICIARIOS DE LOS SERVICIOS. Los Consultorios Jurídicos prestarán 
servicios de asesoría jurídica y litigio estratégico de interés público a sujetos de especial 
protección constitucional que carezcan de acceso a medios de defensa judiciales idóneos y 
eficaces para la protección de sus derechos, a personas naturales que carezcan de medios 
económicos para contratar los servicios de un profesional en Derecho, y en general a 
personas o grupos que, por sus circunstancias especiales, se encuentren en situación de 
vulnerabilidad o indefensión, cuando se trate de asuntos íntimamente ligados con su 
condición.  
 
Los demás servicios a cargo del Consultorio Jurídico solo se prestarán a personas naturales 
que carezcan de medios económicos para contratar los servicios de un profesional en 
Derecho, previa evaluación de la situación socioeconómica particular de los usuarios que 
los solicitan, conforme a los criterios establecidos por la Institución de Educación Superior 
en el marco de su autonomía.  
 
En caso de encontrar improcedente la atención a un usuario, el consultorio jurídico le 
deberá informar acerca de dicha determinación.  

Parágrafo 1º. En ningún caso el valor de la pretensión podrá ser tenido en cuenta como 
factor de evaluación de la situación socioeconómica del usuario.  
 
Parágrafo 2º. Para la determinación de las personas en situación de vulnerabilidad e 
indefensión, los consultorios jurídicos podrán tener en cuenta que los usuarios se 
encuentren bajo uno o más de los siguientes supuestos: (i) cuando la persona carece de 
acceso a medios de defensa judiciales, eficaces e idóneos, que permitan conjurar la 
vulneración de sus derechos por parte de un particular o el Estado; (ii) personas que se 
hallan en situación de marginación social y económica, (iii) adultos mayores, (iv) personas 
con discapacidad (v) niños, niñas y adolescentes, (vi) mujeres, (vii) personas LGBTI, (viii) 
pueblos indígenas, (ix) comunidades negras, raizales o afrocolombianas, (x) migrantes, (xi) 
gitanos o Rom, (xii) víctimas del conflicto armado, (xiii) población campesina y (xiv) 
cualquier otro grupo poblacional que sea reconocido como de especial protección 
 
 
ARTÍCULO 9°. COMPETENCIA GENERAL PARA LA REPRESENTACIÓN DE TERCEROS. Para el 
ejercicio de la representación de terceros determinados como personas beneficiadas del 
servicio en los términos de esta ley, los estudiantes, bajo la supervisión, la guía y el control 
del Consultorio Jurídico, podrán actuar en los casos establecidos en este artículo, siempre 
y cuando la cuantía no supere los 50 smlmv, salvo la competencia aquí establecida en 
materia laboral y de tránsito.  
 
1. En materia penal en los procesos de conocimiento de los jueces penales municipales o 

promiscuos municipales: 
 
a) Como representantes de la parte civil en los procedimientos regidos por la Ley 600 

de 2000, o representantes de víctimas en los procesos tramitados bajo la Ley 906 
de 2004, o la norma que haga sus veces, según el caso. 
 

b) Como defensores o voceros en los procesos regidos por la Ley 600 de 2000 o como 
defensores en los procesos tramitados bajo la Ley 906 de 2004, o la norma que haga 
sus veces, según el caso. 
 

c) En los asuntos querellables, así como en los procedimientos penales de los que 
conocen los juzgados municipales cuando actúen como jueces de conocimiento o 
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como jueces de control de garantías, incluso si son juzgados promiscuos, sin 
perjuicio de lo dispuesto en la Ley 941 de 2005; 
 

d) Como representantes del acusador privado en los términos de la Ley 1826 de 2017.  
 

e) Como apoderados de víctima en procesos de conocimiento de los jueces penales 
del circuito tramitados bajo la Ley 906 de 2004, o la norma que haga sus veces, 
según el caso. 

 
2. En los procedimientos laborales, siempre y cuando la cuantía no supere los 20 smlmv.  

 
3. En los procedimientos civiles de que conocen los jueces municipales en única instancia.  

 
4. En los procedimientos de jurisdicción voluntaria, En cualquier caso, para los asuntos 

relativos a la emancipación y la adopción, el estudiante deberá contar con un 
acompañamiento especial por parte del personal docente, el cual, también estará a 
cargo de la representación judicial en este tipo de causas.  
 

5. En los procedimientos de competencia de los jueces de familia en única instancia, y en 
los trámites administrativos que adelantan las Comisarías de Familia, Defensorías de 
Familia e inspecciones de policía, salvo los asuntos que versen sobre medidas de 
restablecimiento de derechos de niños, niñas y adolescentes, y procesos de adopción. 
Si el asunto versara sobre la patria potestad, el estudiante deberá contar con un 
acompañamiento especial por parte del personal docente, el cual, también estará a 
cargo de la representación judicial en este tipo de causas.  
 

6. En las acciones constitucionales de tutela, cumplimiento y populares.  
 

7. En los arbitrajes sociales, conforme a lo establecido en el artículo 117 de la Ley 1563 de 
2012 o la norma que haga sus veces.  
 

8. En los siguientes asuntos jurisdiccionales, adelantados ante autoridades 
administrativas, siempre y cuando se puedan llevar a cabo en la zona de Influencia que 
determine el Programa de Derecho respectivo:  

a) Ante la Superintendencia de Industria y Comercio: Las acciones de protección al 
consumidor;  

 
b) Ante la Superintendencia Financiera: La acción de Protección al Consumidor 

Financiero; 
 
c) Ante la Superintendencia de Salud: Las acciones sobre negación de cobertura, 

reembolso económico de gastos médicos, y reconocimiento y pago de 
incapacidades y licencias.  

 
d) Ante la Superintendencia de Servicios Públicos: las peticiones, quejas y recursos para 

la protección de los derechos de los usuarios en relación a la inspección, vigilancia 
y control de las empresas prestadoras de servicios públicos de acueducto, 
alcantarillado, aseo, energía y gas. 

 
9. En los procedimientos disciplinarlos de competencia de las personerías municipales y 

la Procuraduría General de la Nación, cuando sea Imposible la notificación. De lo 
anterior se exceptúan los procesos contra funcionarios de elección popular, dirección, 
confianza y manejo.  
 

10. De oficio, en los procedimientos de responsabilidad fiscal de competencia de las 
Contralorías Municipales, Distritales, Departamentales y General de la República, 
cuando sea imposible la notificación. De lo anterior se exceptúan los procesos contra 
funcionarlos de elección popular, dirección, confianza y manejo. 
 

11. En los procedimientos administrativos de carácter sancionatorio que adelanten las 
autoridades administrativas, los organismos de control y las entidades constitucionales 
autónomas.  
 

12. En los asuntos policivos adelantados bajo el trámite verbal abreviado ante los 
inspectores de policía, así como en los procesos relativos al control y recuperación del 
espacio público adelantados ante los entes territoriales.  

13. En la elaboración de derechos de petición, así como el adelantamiento de actuaciones 
administrativas e interposición de recursos en sede administrativa, tanto en entidades 
públicas como privadas.  
 

14. En trámites de beneficios administrativos, subrogados penales y sustitutivos de la 
prisión y solicitudes de libertad, en los términos de la Ley 1760 de 2015 o la que la 
sustituya. 
 

15. En los procedimientos contravencionales de tránsito, para asuntos cuya sanción no 
fuere superior a multa de veinte (20) salarios mínimos diarios legales vigentes.  
 

Parágrafo 1°. Para poder actuar ante las autoridades, los estudiantes Inscritos en 
Consultorio Jurídico requieren autorización expresa otorgada para cada caso por el director 
del consultorio, la cual se anexará al expediente respectivo, y el correspondiente poder. Las 
autoridades no podrán exigir a los estudiantes certificaciones o documentación diversa a 
la establecida en este artículo.  
 
En ningún caso se exigirá para la representación de terceros, la presencia o el 
acompañamiento de personal del Consultorio Jurídico a las audiencias. El incumplimiento 
de esta disposición por parte de cualquier servidor público será causal de mala conducta. 
 
Parágrafo 2. Los estudiantes podrán ejercer la representación en las audiencias de 
conciliación extrajudicial y judicial, aún en aquellos eventos en los que el representado no 
asista porque el domicilio de alguna de las partes no esté en el municipio del lugar donde 
se vaya a celebrar la audiencia o alguna de ellas se encuentre por fuera del territorio 
nacional, y siempre que se encuentre debidamente facultado para conciliar, cuando se 
deban llevar a cabo dentro de los asuntos establecidos en este artículo. Para armonizar esta 
facultad con el acceso efectivo a la justicia, los consultorios jurídicos deberán garantizar a 
los usuarios la continuidad en la prestación de los servicios de representación judicial, en 
aquellos casos en los que el trámite conciliatorio constituya requisito de procedibilidad 
para acceder a la jurisdicción y que el consultorio sea competente para adelantar el proceso 
judicial.  
 
Parágrafo 3°. Para facilitar el acceso a la justicia conforme a los objetivos establecidos en 
esta Ley, en las instalaciones donde funcionen los despachos judiciales podrán operar 

oficinas de los consultorios jurídicos, siempre y cuando se garanticen las condiciones 
mínimas de infraestructura y equipamiento que se requieran para su funcionamiento.  
 
 
ARTÍCULO 10. CONTINUIDAD EN LA PRESTACIÓN DEL SERVICIO Y LA REPRESENTACIÓN DE 
LOS USUARIOS. Los estudiantes inscritos en Consultorio Jurídico atenderán de manera 
ininterrumpida los procesos que se encuentren bajo su responsabilidad, la cual cesará en 
el momento en el que se realice la entrega formal de los mismos a los estudiantes que los 
sustituirán, sin perjuicio de lo dispuesto en otras normas, de conformidad a lo que 
determine la Dirección del Consultorio Jurídico, quien definirá la fecha en que se hará la 
respectiva entrega. 
 
Durante los recesos y vacaciones académicas dispuestos por la Institución de Educación 
Superior, los estudiantes continuarán ejecutando todas las gestiones y los actos tendientes 
al buen desarrollo de los procesos.  
 
 
ARTÍCULO 11. AMPARO DE POBREZA. Para efectos de la valoración de las condiciones de 
la parte solicitante, dentro de la decisión acerca del reconocimiento de amparo de pobreza, 
se presume que quien actúa a través de estudiantes de consultorio jurídico se encuentra 
en incapacidad de sufragar los gastos del trámite correspondiente, sin menoscabo de lo 
necesario para su propia subsistencia y las de las personas a quienes por Ley debe 
alimentos.  
 
Parágrafo: A quien se le confiera el amparo de pobreza,  y en aquellas actuaciones 
procesales requeridas para el inicio, impulso y terminación del proceso tales como: 
notificaciones, curadurías, peritajes de los usuarios de los consultorios jurídicos, deberán 
ser realizadas en gratuidad. Para tales efectos, deberá la judicatura, en colaboración con 
las instituciones públicas, facilitar la realización de las actuaciones judiciales.  
 
 
ARTÍCULO 12. APOYOS TECNOLÓGICOS. Las Instituciones de Educación Superior 
implementarán herramientas tecnológicas que complementen el aprendizaje, faciliten y 
apoyen la interacción virtual en el proceso de formación y en la labor misional del 
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consultorio jurídico, y den lugar a la comunicación entre el consultorio jurídico y sus 
usuarios.  
 
La atención virtual a los usuarios se impartirá en correspondencia con los principios 
orientadores y disposiciones aplicables contenidos en la Ley 1341 de 2009 o la norma que 
haga sus veces. Se deberá garantizar, en cualquier caso, la confidencialidad en la prestación 
del servicio, bajo los parámetros establecidos en el artículo 3 de esta Ley, así como los 
medios para poner a disposición del usuario la trazabilidad de la atención prestada, así 
como la documentación en medio digital o físico, según sea requerido por este, donde se 
de cuenta de la atención recibida y los resultados correspondientes.  
 
De acuerdo con reglamentos de las instituciones de educación superior, los consultorios 
jurídicos podrán prestar servicios de asesoría legal y pedagogía en derechos bajo la 
modalidad virtual, en favor de la población beneficiaria de estos servicios cuyo domicilio se 
encuentre en otros municipios, en los que no exista presencia de consultorios jurídicos. 
Para estos efectos, se podrán suscribir los convenios correspondientes para la accesibilidad 
a los medios tecnológicos por parte de los usuarios con autoridades públicas, instituciones 
educativas públicas y/o privadas, empresas, organizaciones sin ánimo de lucro, o cualquier 
otra institución pública o privada según corresponda.  
 
 
ARTÍCULO 13. RETROALIMENTACIÓN DE LOS USUARIOS. Los consultorios jurídicos 
deberán establecer los mecanismos e instancias que se consideren pertinentes para el 
asesoramiento, conocimiento y atención de inquietudes, quejas o reclamos por parte de 
sus usuarios y de información al público.  
 
 
ARTÍCULO 14. SISTEMA DE INFORMACIÓN SOBRE LA GESTIÓN DE LOS CONSULTORIOS 
JURÍDICOS. El Ministerio de Justicia y del Derecho diseñará e implementará un sistema de 
información con fines de estricto rigor académico y organizativo, para apoyar la 
elaboración de políticas públicas y en aras de armonizar la oferta de servicios prestados por 
los Consultorios Jurídicos con la garantía de acceso efectivo a la justicia.  
 
Los Consultorios Jurídicos deberán reportar a este sistema los datos que permitan la 
consolidación de información cuantitativa y cualitativa que determine el Gobierno nacional 

sobre la gestión por ellos adelantada, teniendo en cuenta aspectos como el número de 
estudiantes vinculados a cada modalidad de servicio ofrecido, el tipo de causas atendidas 
y la población beneficiaria.  
 
Dicho sistema de información también deberá garantizar un espacio de consolidación y 
divulgación de buenas prácticas.  
 
 
ARTÍCULO 15. El artículo 2º de la Ley 2039 de 2019 quedará así: 
 
“ARTÍCULO 2o Equivalencia de experiencias. Con el objeto de establecer incentivos educativos y 
laborales para los estudiantes de educación superior de  pregrado y postgrado, educación técnica, 
tecnológica, universitaria, educación para el trabajo y desarrollo humano, formación profesional 
integral del SENA, escuelas normales superiores, así como toda la oferta de formación por 
competencias, a partir de la presente ley, las pasantías, prácticas, judicaturas, servicio en los 
consultorios jurídicos, monitorias, contratos laborales, contratos de prestación de servicios . Y la 
participación en grupos de investigación debidamente certificados por la autoridad competente, 
serán acreditables como experiencia profesional válida, siempre y cuando su contenido se relacione 
directamente con el programa académico cursado. 
 
En el caso de los grupos de investigación, la autoridad competente para expedir la respectiva 
certificación será el Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación al igual que las entidades 
públicas y privadas parte del Sistema Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación, SNCTeI, en el 
caso de la investigación aplicada de la formación profesional integral del SENA, la certificación será 
emitida por esta institución.  
 
El Departamento Administrativo de la Función Pública y el Ministerio del Trabajo reglamentarán, 
cada uno en el marco de sus competencias, en un término no superior a doce (12) meses contados 
a partir de la expedición de la presente Ley, a fin de establecer una tabla de equivalencias que 
permita convertir dichas experiencias previas a la obtención del título de pregrado en experiencia 
profesional válida. En todo caso, el valor asignado a la experiencia previa será menor a aquella 
experiencia posterior a la obtención del respectivo título. En el caso del sector de la Función Pública, 
las equivalencias deberán estar articuladas con el Decreto 1083 de 2015, o el que haga sus veces. 
 
Parágrafo 1°. La experiencia previa solo será válida una vez se haya culminado el programa 
académico, aunque no se haya obtenido el respectivo título, siempre y cuando no se trate de 
aquellos casos establecidos en el artículo 128 de la Ley Estatutaria 270 de 1996.  
 
Parágrafo 2°. En los concursos públicos de mérito se deberá tener en cuenta la experiencia previa a 
la obtención del título profesional. En la valoración de la experiencia profesional requerida para un 
empleo público, se tendrá en cuenta  como experiencia previa para los fines de la presente ley, la 

adquirida en desarrollo y ejercicio de profesiones de la misma área del conocimiento del empleo 
público.  
 
Parágrafo 3°. En el término de seis (6) meses contados a partir de la promulgación de la presente 
ley, el Ministerio de Trabajo reglamentará un esquema de expediente digital laboral que facilite a 
los trabajadores en general, pero especialmente a los trabajadores jóvenes en particular, la 
movilidad en los empleos, de tal forma que contenga, entre otras, las certificaciones digitales 
académicas y laborales de que trata este artículo. Este expediente hará parte de Ios sistemas de 
información del Fondo de Solidaridad de Fomento al Empleo y Protección al Cesante (Fosfec) creado 
por ley 1636 de 2013 y deberá cumplir las garantías en calidad informática contenidas en la ley 527 
de 1999. 
 
Parágrafo 4º. Para el caso del servicio en consultorios jurídicos, la experiencia máxima que se podrá 
establecer en la tabla de equivalencias será de seis (6) meses”. 
 
 
ARTÍCULO 16. TRANSICIÓN NORMATIVA. Dentro del término de seis (6) meses a partir de 
la expedición de esta Ley, el Gobierno nacional hará los ajustes necesarios al contenido del 
Decreto 1069 de 2015, en particular a sus artículos 2.2.7.2.1, 2.2.1.22 y 2.2.7.2.3, y a toda 
la normativa adicional que resulte pertinente, para armonizar sus contenidos con las 
disposiciones aquí establecidas.  
 
Asimismo, las universidades con facultades de Derecho efectuarán dentro de los dos (2) 
años a partir de la expedición de esta Ley, los ajustes curriculares, tecnológicos, de personal 
y de infraestructura a que haya lugar, para armonizar la estructura y operación de sus 
consultorios jurídicos con el contenido de esta Ley, sin que ello implique el 
desconocimiento de las autorizaciones para su funcionamiento que fueren expedidas con 
anterioridad a la expedición de esta Ley.  
 
 
ARTÍCULO 17. AUXILIO ESTUDIANTIL DE TRANSPORTE. Las universidades, en el marco de 
la autonomía que les confiere la Ley, podrán otorgar auxilios estudiantiles de transporte a 
quienes acrediten una situación económica precaria y que por razón de su labor en el 
Consultorio Jurídico requieran transportarse a sedes judiciales o administrativas. 
 
 
ARTÍCULO 18. VIGENCIA. La presente Ley entra en vigencia a partir de su publicación.  

ARTÍCULO 19. DEROGATORIAS. Deróguense, a partir de la entrada en vigencia de esta Ley, 
la Ley 583 de 2000; la expresión “así como la aprobación para la constitución de 
consultorios jurídicos prevista en el artículo 30 de dicho Decreto” contenida en el numeral 
5 del artículo 627 del Código General del Proceso, y todas las disposiciones que le sean 
contrarias. 
 
 
EN LOS ANTERIORES TERMINOS FUE APROBADO EL PROYECTO DE LEY N° 275 DE 2019 

SENADO N° 007 DE 2019 CÁMARA “POR MEDIO DE LA CUAL SE REGULA EL 

FUNCIONAMIENTO DE LOS CONSULTORIOS JURÍDICOS DE LAS INSTITUCIONES DE 

EDUCACIÓN SUPERIOR”, COMO CONSTA EN LA SESIÓN DEL DÍA 05 DE AGOSTO DE 2020, 

ACTA NÚMERO 07.  
 

PONENTE: 

 
H. Senador de la República     
 
 
Presidente,  

 

 
Secretario General, 
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